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Apresentação 

 
Temos a alegria de apresentar e organizar este livro, fruto de 

dois anos de trabalhos e reuniões realizadas pela maioria dos 

pesquisadores que participam com os textos que seguem.  

Foram cinco eventos denominados Encontro Ibero-Latino-

Americano de Governo Eletrônico e Inclusão Digital, três em 

Florianópolis e dois em Zaragoza, Espanha.  

Os textos que seguem foram em sua maioria objeto de 

apresentação e discussão no ultimo encontro, em Florianópolis e 

servem como uma amostra da competente reflexão que este grupo de 

pesquisa tem realizado nesse período. Dos trabalhos anteriores foram 

publicados dois livros cuja iniciativa e financiamento foi do grupo 

espanhol, capitaniado pelo prof. Fernando Galindo.  

Aliás, a participação e parceria com o prof. Galindo foi 

fundamental para o sucesso e avanço do grupo de pesquisa brasileiro, 

vinculado ao curso de pós-graduação em direito e ao curso de pós-

graduação em engenharia e gestão do conhecimento, os dois da 

UFSC. Outras universidades e entidades começam a participar do 

processo. 

A temática, em si mesma informa a sua importância, face o 

momento atual de desenvolvimento da sociedade e do estado. 

Discutir o governo, a democracia e a inclusão digitais certamente é 

muito relevante em contextos tão conturbados e incertos como o que 

vivemos hoje.  

 

Agradeço a todos os autores e colaboradores. 

 

 

Aires José Rover 

Prof. nos cursos de pós graduação em direito e de pós graduação em 

engenharia e gestão do conhecimento. UFSC. 
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Resumen 

El trabajo expone, en forma ejemplar, el estado de la cuestión 

sobre el acceso a documentación jurídica en Brasil y España 

mostrando cómo en ambos países, como sucede en otros, son 

realidad varias iniciativas que facilitan el libre acceso a los textos 

jurídicos por Internet a todo interesado que, teniendo los 

conocimientos adecuados, quiera contar con dicha información. El 

problema reside en que, como ocurre en otros países, con las 

soluciones técnicas desarrolladas hasta este momento no se produce 

el ideal ilustrado y democrático referido a que los ciudadanos como 

coautores de la ley a través de sus representantes políticos puedan 

acceder a dichos textos, ideal que está presente de una u otra forma 

en los principios fundamentales del Estado de Derecho y las 

iniciativas que propugnan el libre acceso a los textos jurídicos por 

Internet. El trabajo presenta un intento de solución del  problema 

mediante la propuesta de mecanismos que permiten incrementar, en 

relación a cuestiones concretas, tanto el número de personas que 

accedan a documentación jurídica cuanto que el conocimiento y 

comprensión de la misma 

 

1. Libre acceso 

Son numerosas las iniciativas dirigidas a facilitar el acceso a 

textos jurídicos a los ciudadanos si atendemos a la historia. Por 

ejemplo cabe entender como precedente el hecho de que en la Edad 

Media europea (a partir del siglo XI en Bolonia) cuando se 

reimplantó el Derecho romano como instrumento de gobierno del 

nuevo Emperador por medio del estudio en las Universidades del 

Corpus Juris Civilis de Justiniano por los abogados, se quería que 

estos suministraran herramientas de trabajo para el ejercicio del 

Imperium por medio de dicho texto jurídico (Jesús Lalinde, 



 

Iniciación histórica al derecho español, Ariel, Barcelona, 1970, p. 

104). La medida tenía también por objeto propiciar que los súbditos 

del Emperador pudieran contratar los servicios de los expertos en 

caso de que tuvieran conflictos con otros en materias cuya resolución 

estuviera prescrita por dicho Derecho a los jueces del Emperador.  Es 

fácil concluir que, por lo dicho, es éste un precedente limitado: el 

objetivo de la iniciativa no era dotar de acceso a los textos jurídicos 

directamente a los ciudadanos, que en el Medievo no eran sino 

súbditos del Emperador, el Monarca o el Señor, sino al gobernante o 

a intermediarios como los abogados.  

No vamos a continuar esta ―arqueología‖ que nos obligaría  a 

extendernos profusamente. Si que, para ayudar a exponer la cuestión, 

viene a bien recordar con palabras de Rousseau por qué en la 

actualidad es un principio básico e incuestionable del Estado de 

Derecho el de facilitar el libre acceso a textos jurídicos a todos los 

ciudadanos. Recordemos que Rousseau decía que el contrato social, 

la forma de gobierno origen de la que quedó recogida en las 

Constituciones, leyes e instituciones del Estado de Derecho, es la 

solución al siguiente problema: ―Encontrar una forma de asociación 

que defienda y proteja de toda fuerza común a la persona y a los 

bienes de cada asociado, y por virtud de la cual cada uno, uniéndose 

a todos, no obedezca sino a si mismo y quede tan libre como antes‖ 

(Juan Jacobo Rousseau, Contrato Social, Espasa Calpe, Madrid, 

1975, p. 42). Sin duda en estas palabras está implícita la idea de que 

el ciudadano ha de poder acceder libremente a los textos jurídicos 

porque para obedecerse a sí mismo es imprescindible conocer, para 

con supuestos concretos, aquello a lo que se obliga, por supuesto el 

texto de las leyes y demás documentación jurídica que el contrato 

social y su consecuencia: el Estado a través de sus tres poderes, 

establece (Reinhold Zippelius, Rechtsphilosophie, Beck, München, 

1994, p. 21). 

A partir de estos principios, considerados implícitos en 

cualquier texto jurídico básico de los Estados democráticos, no es de 

extrañar que desde el momento en el que se ha contado con 

instrumentos como Internet que permite, al menos en teoría, que los 

textos jurídicos de todo tipo puedan ser accedidos por todos los 



 

ciudadanos, se hayan desarrollado recursos que facilitan libremente 

dicho acceso. Libre significa que los textos jurídicos (leyes, 

reglamentos, sentencias, costumbres...) puedan ser accedidos por 

todos los ciudadanos   sin necesidad de pagar por el acceso (ver al 

respecto: MONTREAL DECLARATION ON "FREE ACCESS 

TO LAW".Está recogida en 

http://www.ittig.cnr.it/LawViaTheInternet/index.php?option=com_c

ontent &view=article&id=58&Itemid=71). 

Efectivamente hay numerosas manifestaciones de este libre 

acceso. Limitando la consideración a lo que sucede en países como 

Brasil o España, el acceso libre a textos jurídicos sucede en ambos, y 

ello en lo referido a documentos o textos jurídicos emitidos por los 

tres poderes estatales: el legislativo, el ejecutivo y el judicial.  

Se puede comprobar la realidad de esta afirmación  

considerando  los contenidos referidos a documentación legislativa y 

reglamentaria (procedente del ejecutivo) a partir de lo establecido en 

las siguientes páginas web: 

Brasil 

 www.presidencia.gov.br/legislacao/ 

España 

www.boe.es 

En lo referido a documentación judicial, es decir al acceso a 

resoluciones o sentencias emitidas por las instancias que tienen el 

poder conferido por el Estado de resolver conflictos de carácter 

judicial, también existen las siguientes páginas: 

Brasil 

www.jf.jus.br/juris/ 

España 

www.poderjudicial.es 

La consulta a estas páginas en todos los casos permite  

comprobar que cualquier ciudadano de uno u otro país que quiera 

acceder a textos jurídicos y que cuente con un ordenador y acceso a 

Internet, puede hacerlo libremente utilizando simplemente los 

mecanismos de acceso que quedan establecidos en las páginas web 

mencionadas.  

http://www.presidencia.gov.br/legislacao/
http://www.jf.jus.br/juris/


 

Aquí cabe preguntarse: ¿se cumple con lo explicado el 

principio de libre acceso a los textos jurídicos? O, como decíamos 

más arriba, ¿pueden los ciudadanos conocer y comprender  todos los 

textos jurídicos a efectos de poder obligarse a si mismos en relación 

a problemas concretos uniéndose a todos constituyendo el contrato 

social? De dar respuesta a estas preguntas nos ocupamos en el 

siguiente apartado. 

 

2. Problemas 

Si estudiamos el formato de comunicación de las páginas web 

mencionadas que permiten acceder libremente a textos jurídicos, se 

cae en la cuenta de manera inmediata de que las respuestas a dar a las 

preguntas del  final del apartado anterior han de ser negativas. 

Para este trabajo las razones fundamentales de las respuestas 

negativas residen en que o bien la formulación de la consulta a 

dichos textos jurídicos requiere el uso de conocimientos jurídicos de 

los que carece el ciudadano medio, o bien cuando se permite el uso 

del texto libre (cabe realizar la pregunta en lenguaje natural) la 

recuperación de documentación se hace imposible, una vez que la 

respuesta suministra tal cantidad de información que  ningún usuario 

puede tener la mínima seguridad sobre cuál es el texto jurídico que le 

es preciso para resolver el problema por el que realiza la consulta. 

Fijémonos brevemente en los requisitos de uso de los sistemas 

considerados y su respuesta (ver, por ejemplo: 

http://www.jf.jus.br/juris/ y http://www.boe.es/g/es/bases_datos 

/webBoeAvanzada.php) 

Todos los sistemas ofrecen un mecanismo de consulta 

semejante: cabe realizar preguntas  en texto libre, es decir utilizando 

palabras sueltas (aisladas o en combinación con otras), o 

cumplimentando categorías de indexación de los documentos 

jurídicos como: tipo de norma, fecha de la misma (promulgación o 

publicación), autoridad que la emite, título (total o parcial) de la 

norma, tipo de jurisdicción, ponente, número de identificación de la 

norma en la colección consultada, lugar de emisión de la norma. 

En el caso de las consultas en texto libre las respuestas ante 

un solo término o palabra son tan numerosas que resulta imposible el 

http://www.jf.jus.br/juris/
http://www.boe.es/g/es/bases_datos


 

manejo de la documentación que se produce como respuesta. Lo 

mismo viene a suceder con la consulta hecha utilizando varias 

palabras a no ser que el que realiza la consulta la haya articulado 

previendo el resultado: o lo que es lo mismo conociendo las 

características del problema. 

La consulta que tiene en cuenta las categorías de indexación, 

consulta avanzada se denomina en muchas ocasiones, requiere 

inevitablemente conocer el significado de las categorías, es decir 

tener conocimientos e instrucción de carácter jurídico. 

Esto nos lleva a considerar que los sistemas de acceso a textos 

jurídicos que existen proporcionan ayuda a los expertos en Derecho 

más que a los ciudadanos, una vez que son los juristas  quienes  

tienen suficiente conocimiento técnico para formular la pregunta 

utilizando varias palabras en la modalidad texto libre, o responder a 

las categorías de interrogación en la modalidad avanzada. También 

conocen las razones por las que se precisa recopilar documentación: 

el problema jurídico por el que hacen la pregunta.  

Con lo cual cada base de datos jurídica se convierte en la 

práctica en un nuevo ―Corpus‖ con el que los juristas auxilian al 

establecimiento del imperio de los Estados y al ejercicio de los tres 

poderes y a aproximar, como intermediarios, su funcionamiento a los 

ciudadanos. De ahí pueda decirse que con estos instrumentos queda 

imposibilitada la participación responsable y consciente de los 

ciudadanos en el gobierno del Estado de Derecho al no poder ellos 

acceder a los textos jurídicos. 

¿Es esta la única posibilidad de acceder a textos jurídicos? De 

responder a la pregunta nos ocupamos en el siguiente apartado 

 

3. Solución  

Hay algún intento de solución al problema. Advirtamos que 

tiene que ver con iniciativas del siglo XVIII como las de Diderot y 

D’Alambert en la Enciclopedia.  

Estos autores resumían su objeto en lo siguiente: ―L’Ouvrage 

a deux objets: comme Encyclopédie, il doit exposer autant qu’il est 

possible, l’ordre & l’enchaînement des connoissances humaines: 

comme Dictionnaire raisonné des Sciences, des Arts & des Métiers, 



 

il doit contenir sur chaque Science & sur chaque Art, soit libéral, soit 

méchanique, les principes généraux qui en sont la base, & les détails 

les plus essentiels, qui en font le corps & la substance. Ces deux 

points de vùe, d’Encyclopédie & de Dictionnaire raisonné, formeront 

donc le plan & la division de notre Discours préliminaire. Nous 

allons les envisager, les suivre l’un après l’autre, & rendre compte 

des moyens par lesquels on a tâché de satisfaire à ce double objet‖ 

(Encyclopédie, ou Dictionnaire raisonné des Sciences, des Arts et 

des Métiers, par une société de gens de lettres. Mis en ordre & 

publié par M. DIDEROT, de l’Académie Royale des Sciences & des 

Belles-Lettres de Prusse; & quant à la Partie Mathématique, par M. 

D’ALEMBERT, de l’Académie Royale des Sciences de Paris, de 

celle de Prusse, & de la Société Royale de Londres, Paris, 1751, p. 1,  

http://fr.wikisource.org/wiki/Page:ENC_1-NA5.jpeg).  

En nuestro caso la solución estaría centrada en ofrecer 

ordenadamente a los usuarios de sistemas de acceso a textos jurídicos 

conocimientos jurídicos básicos existentes sobre una materia o 

problema en términos comprensibles, como lo hacía la Enciclopedia, 

por ciudadanos interesados en consultar documentación jurídica. De 

esta forma cabría articular mecanismos de acceso a documentación 

que no estuvieran reducidos o bien al uso de categorías formales 

propias de expertos, o bien al de palabras o textos literales 

descontextualizados. Con ello las consultas se podrían hacer para con 

problemas concretos expuestos por personas que no tuvieran 

formación jurídica y cuyo interés estuviera limitado a conocer y 

comprender textos jurídicos (sobre las soluciones técnicas posibles 

que están ligadas al desarrollo de lo que se denomina ―web 

semántico‖ véase:Pompeu Casanovas, Pablo Noriega, Danièle 

Bourcier, Fernando Galindo (eds.) Trends in Legal Knowledge the 

Semantic Web and the Regulation of Electronic Social Systems, 

European Press Academic Publishing, Florence, 2007) 

La solución se está desarrollando, a modo de ejemplo, desde 

hace unos años en el ámbito de conocimiento referido a Derecho y 

Tecnologías de la Comunicación y la Información (ver: 

http://www.lefis.org/ y http://courses.lefis.unizar.es/ ). El ejemplo 

tiene por fin proporcionar documentación jurídica a estudiantes 

http://fr.wikisource.org/wiki/Page:ENC_1-NA5.jpeg
http://www.lefis.org/
http://courses.lefis.unizar.es/


 

universitarios que aprenden varias disciplinas en los siguientes 

ámbitos: jurídico, tecnológico, económico y documentalista (ver un 

ejemplo de lo que comienza a desarrollarse en: 

http://www.lefis.org/index.php?option=com_ wrapper&Itemid=464). 

El ejemplo consiste en el diseño de una biblioteca digital 

integrada por documentación sobre la materia indicada y cuyo 

contenido sea accesible mediante la utilización de estos sistemas: 

1. Breves definiciones de conceptos básicos sobre la materia 

2. Una clasificación del conocimiento almacenado realizada 

atendiendo a sistemas de clasificación documental aceptados 

universalmente 

Las breves definiciones de conceptos básicos sobre la materia 

están constituidas por definiciones realizadas por estudiantes de las 

distintas disciplinas impartidas. La lista de conceptos básicos ha sido 

establecida por expertos en la materia (la lista está en: 

http://www.lefis.org/app/vcampus/outcomes/concepts_facets/concept

s.xls). 

La clasificación del conocimiento ha sido elaborada atendiendo a 

sistemas universales de clasificación de documentación y a la 

inclusión en los mismos de los conceptos establecidos por expertos 

sobre la materia (la lista está en: http://www.lefis.org/app/ 

vcampus/outcomes/concepts_facets/facets.pdf) 

La virtualidad del ejemplo reside, por tanto, en que las categorías 

de consulta están siendo elaboradas en forma plural o colaborativa: 

por expertos sobre la materia y por no expertos.  

Los resultados de las pruebas, cuando el sistema esté elaborado, 

darán cuenta de su posible auxilio a los ciudadanos en el momento de 

acceder a documentación jurídica, y las modificaciones que han de 

realizarse al mismo. Ha de considerarse que el sistema está abierto a 

que participen en su construcción ciudadanos interesados: tengan o 

no conocimientos jurídicos 

 

4. Conclusión  

El trabajo ha mostrado que tanto en Brasil como en España, 

como sucede en otros países, no está cerrada la posibilidad de diseñar 

http://www.lefis.org/
http://www.lefis.org/app/vcampus/outcomes/concepts_facets/concepts.xls
http://www.lefis.org/app/vcampus/outcomes/concepts_facets/concepts.xls
http://www.lefis.org/app/


 

sistemas de acceso a documentación jurídica abiertos a los 

ciudadanos, que con ello, como decía Rousseau, les permitan ser 

libres y participar en el gobierno establecido por medio de la puesta 

en práctica de los principios del contrato social, incrementando 

prácticamente en la forma reseñada el grado de inclusión digital de 

los ciudadanos. 
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Aires J Rover  

Universidade Federal de Santa Catarina 

Infojur.ufsc.br/aires 

  

 

RESUMO 

A sociedade e o Estado passam hoje por novas perspectivas. 

É possível construir a idéia de um cidadão mais presente através do 

chamado governo eletrônico. A construção do governo eletrônico 

envolve razões dos mais diversos tipos tais como de cunho 

econômico, político e cultural. Características importantes desse 

processo de construção são o gerenciamento eficiente dos trabalhos, 

a infra-estrutura tecnológica, os conteúdos disponíveis, a capacitação 

e participação das pessoas envolvidas. Existem fragilidades, riscos e 

inseguranças, mas os benefícios são imensos. Existem algumas 

formas de governo, porém o governo eletrônico no poder executivo é 

hoje mais visível com seus serviços. Outro tão importante é o 

governo eletrônico nos tribunais. Finalmente, terminamos a 

discussão fazendo um paralelo com o comércio eletrônico e a 

necessidade de defesa da privacidade dos cidadãos. 

 

PROLEGÔMENOS 

Vive-se atualmente um progresso contínuo e cumulativo na 

utilização das novas tecnologias de informação. Estas podem ser 

compreendidas como tecnologias de comunicação e de 

conhecimento. As primeiras referem-se aos mecanismos e programas 

que facilitam o acesso a dados de maneira universal, ou seja, sem 

impor nenhum tipo de barreira, a não ser aquelas que se referem à 

segurança e integridade dos sistemas. Exemplo disto são as 

tecnologias de redes de computadores. As tecnologias relativas ao 

conhecimento dizem respeito basicamente ao desenvolvimento de 

programas (software) que organizem, armazenem e manipulem os 

dados de tal forma que facilite a compreensão destes por um universo 

infinito de interessados (ROVER, 1997). Por outro lado, a transição 

acelerada para o modelo digital tem permitido uma verdadeira 



 

revolução em todas as áreas que envolvem estas duas vertentes 

tecnológicas. 

Hoje em dia há um debate muito importante sobre os aspectos 

jurídicos do chamado governo eletrônico. Isto é o sinal da 

necessidade de respostas a desafios que a nova sociedade se coloca 

com a revolução da informática. Isto porque o desenvolvimento das 

tecnologias de informação nas últimas décadas tem dado à sociedade 

poder de ação antes jamais pensado e geralmente depositado em 

monopólios, em sua grande maioria estatais (ROVER, 2001, p. 247). 

O velho paradigma, baseado não em bits, mas em átomos ou 

em coisas corpóreas (NEGROPONTE, 2001) vem dando a vez para a 

sociedade do conhecimento estruturada numa arquitetura em rede.  

A relevância da Internet, do jeito que é hoje, é patente na 

medida em que as pessoas a usam como um lugar para se comunicar, 

fazer negócios e compartilhar idéias, e não como uma entidade 

mística em si mesma. Ela é uma poderosa ferramenta para integrar 

economias locais na economia global e estabelecer sua presença no 

mundo (CORRÊA, 1998). É neste caminho que seguem as práticas 

governamentais que vem passando por fantásticas transformações, 

decorrentes da redução das distâncias físicas e do desaparecimento 

das fronteiras territoriais. 

Contudo, é de se verificar que este momento é de transição, 

uma verdadeira transição paradigmática, durante o qual haverá uma 

grande coincidência (embora nunca completa) entre os problemas 

que podem ser resolvidos pelo antigo paradigma e os que podem ser 

resolvidos pelo novo (KUHN, 1989). Note-se que esta transição 

ocorre tanto nas constantes mudanças e evoluções dos modelos 

tecnológicos como no mundo do direito e da governança.  

Neste contexto, o governo eletrônico passa a ser um momento 

especial na evolução do estado e da sociedade. Ele representa para a 

chamada revolução da informação um avanço inesperado e a razão 

disso é a relativização do tempo e do espaço. A atuação hoje é global 

e mesmo que o governo atue num espaço local ou tópico necessita ter 

um padrão global de administração (OLIVO, 2000).  

A interação entre as novas tecnologias, a sociedade e o Poder 

Público emoldura um momento único do qual emergem, 



 

simultaneamente, desafios enormes e vantagens sociais incríveis. 

Neste contexto, o aparecimento do Governo Eletrônico é uma 

decorrência das velhas e novas demandas da sociedade. 

Administração Pública sempre foi vista como ineficiente e 

um espaço de privilégios para alguns. Em termos de gerência 

significa dizer que está repleta de procedimentos arcaicos e 

formalistas, sem qualquer vinculação com a racionalização e 

necessária segurança dos serviços prestados. 

Essa situação dantesca está por mudar com a implantação 

paulatina do chamado governo eletrônico. Naturalmente, esta 

modernização dos poderes do Estado abrange questões complexas, 

tanto de instrumentalização tecnológica, capacitação dos seus 

agentes, bem como a mudança de cultura da sociedade como um 

todo. 

Discutir sobre as potencialidades e os limites das tecnologias 

de informação na radicalização da democracia, com o avanço do 

chamado governo eletrônico, é o problema aqui proposto.  

 

SOCIEDADE E ESTADO: NOVAS PERSPECTIVAS 

A teoria política a muito decifrou os limites do Estado 

moderno, caracterizado que é por um governo dos técnicos, pelo 

crescimento aparato burocrático, hierarquizado, e pelo baixo 

rendimento do sistema democrático apontando para uma crescente 

ingovernabilidade. Tais fatores impediriam a participação dos 

indivíduos na tomada de decisões, seja pela dificuldade de acesso às 

informações, bem como pela dificuldade de compreensão de tais 

informações. Estes fatos demonstram o processo de contínuo 

aumento da complexidade do Estado. Isto também é demonstrado 

pelo aumento quantitativo dos órgãos tradicionais do Estado, bem 

como de outros institutos autônomos; como as empresas estatais, 

como também o aumento e diversificação das suas funções 

(GARCÍA-PELAYO, 1996). 

Por outro lado a sociedade também está mais complexa, ao 

ponto de ser denominada sociedade da informação ou do 

conhecimento. A informação passa a ser o motor das transformações 

e o insumo mais importante nos sistemas modernos de produção. O 



 

uso intensivo da tecnologia da informação em forma digital tem 

proporcionado a superação das estruturas administrativas 

hierarquizadas e verticalizadas em direção a relações de poder 

horizontalizadas. Eis a sociedade em rede. 

Esta complexidade, porém, vai além das relações de poder, 

atingindo a própria cultura, constituindo o fenômeno da cibercultura, 

que em essência se representa na democratização do acesso a bens 

culturais e informações diversas, na construção de uma inteligência 

coletiva (LÉVY, 1999). Porém, não obstante o enorme incremento na 

utilização da tecnologia da informação e suas conseqüências na 

sociedade, tudo não passa de uma possibilidade na democratização 

das relações entre o Estado e os cidadãos. 

Se por um lado parece fácil concluir pela democratização 

dessas relações, por outro não é possível deixar de verificar a 

dificuldade em eliminar o poder invisível (BOBBIO, 1992) que gira 

em todo da atuação do Estado, através da ação de grupos organizados 

que fazem valer seus interesses particulares. É evidente que a 

Internet assume um papel fundamental para o controle e fiscalização 

da administração pública, bem como para desburocratizar as relações 

entre Estado e cidadãos/consumidores.  

Esta é uma perspectiva por excelência otimista, pois as 

possibilidades oferecidas pelas diversas tecnologias de informação 

podem permitir a participação de uma grande maioria 

permanentemente excluída das decisões políticas. Porém, não se 

pode olvidar a possibilidade de sua utilização no processo de 

dominação, representado principalmente pela crescente desigualdade 

entre os países pobres e ricos em termos de desenvolvimento e 

utilização das novas tecnologias. 

 

O CIDADÃO GOVERNANTE 

Parece razoável concluir hoje que a Internet é uma boa mídia 

para a participação na política na medida em que pode ajudar as 

pessoas de todo o mundo a se envolverem mais com o governo, da 

mesma forma que facilita aos potenciais empresários se envolver no 

mundo dos negócios. Como premissa verdadeira temos que as ações 



 

de mobilização não precisam correr pelos canais oficiais, sendo esta 

uma característica importante das relações de poder. 

É fato que os governos são monopólios em seus territórios 

geográficos o que vale dizer que os clientes não podem simplesmente 

escolher outro fornecedor. Mas não são monopólios permanentes. 

Com esforço suficiente, políticos podem ser tirados do cargo. Devido 

a essa realidade e ao poder cada vez maior dos indivíduos para se 

organizarem e se fazerem ouvir via Internet, os governos com o 

tempo se tornarão mais sensíveis.  

Por outro lado, diferentemente das empresas que valorizam 

aqueles indivíduos que gastam mais, o governo NÃO deve tratar as 

pessoas com base em sua capacidade de consumir. Ao contrário, 

deve haver uma preocupação especial com aqueles que são frágeis 

economicamente. Isto não deve significar necessariamente a 

instalação de políticas protecionistas. Na maioria das vezes, dá mais 

resultado uma política de educação e acesso universal às informações 

sob responsabilidade dos órgãos públicos. Por outro lado, o governo 

deve tornar-se capaz de ouvir o que os cidadãos têm a dizer. Tudo 

isto tem a ver com os chamados novos direitos (BOBBIO, 1992), 

fundamentalmente o direito de acesso através dos meios eletrônicos. 

Não é por nada que vivemos a denominada era do acesso (RIFKIN, 

2001). 

 

CONCEITUANDO GOVERNO ELETRÔNICO 

Governo eletrônico é uma infra-estrutura única de 

comunicação compartilhada por diferentes órgãos públicos a partir 

da qual a tecnologia da informação e da comunicação é usada de 

forma intensiva para melhorar a gestão pública e o atendimento ao 

cidadão. Assim, o seu objetivo é colocar o governo ao alcance de 

todos, ampliando a transparências das suas ações e incrementando a 

participação cidadã. 

Em síntese o Governo Eletrônico é uma forma puramente 

instrumental de administração das funções do Estado (Poder 

Executivo, Poder Legislativo e Poder Judiciário) e de realização dos 

fins estabelecidos ao Estado Democrático de Direito que utiliza as 



 

novas tecnologias da informação e comunicação como instrumento 

de interação com os cidadãos e de prestação dos serviços públicos.  

De uma forma mais genérica, o governo eletrônico é uma 

forma de organização do conhecimento que permitirá que muitos 

atos e estruturas meramente burocráticas simplesmente desapareçam 

e a execução de tarefas que exijam uma atividade humana mais 

complexa seja facilitada. 

O governo eletrônico pode ser dividido em 3 categorias: 

G2G, que envolve compras ou transações entre governos; G2B 

caracterizado pela relação entre governo e fornecedores e G2C, 

relação entre governo e cidadãos. As duas primeiras categorias ainda 

são as responsáveis pela maior parte dos investimentos feitos. 

 

CONSTRUINDO O GOVERNO ELETRÔNICO 

O processo de adaptação à via digital passa necessariamente 

pela desburocratização: um caminho em busca da eficiência e da 

eficácia frente à capacidade de intercomunicação entre os diversos 

agentes, superando as diversas barreiras de ordem material, 

financeira, geográfica ou hierárquica na prestação dos serviços 

públicos.  

Assim, de maneira funcionalista, o governo eletrônico deve 

constituir-se em um processo de definição de políticas e diretrizes 

para articular as ações de implantação de serviços e informações que 

vão naquela direção. 

Para tanto existem algumas tarefas ou etapas que devem ser 

planejadas e realizadas para a realização do Estado digital ou Estado 

plugado. Estes objetivos fazem parte das competências do Comitê ou 

Grupo de Trabalho Inter-Ministerial, formado por representantes de 

órgãos e entidades públicas e privadas, através da Presidência da 

República (casa civil), também conhecido como Grupo de Trabalho 

em Tecnologia de Informação – GTTI. São eles: 

- coordenar e articular a implantação de programas e projetos para 

racionalização da aquisição e da utilização da infra-estrutura, dos 

serviços e das aplicações de tecnologia da informação e 

comunicação; 



 

- estabelecer diretrizes para a formulação de plano de tecnologia da 

informação e comunicação; 

- estabelecer diretrizes e estratégias para o planejamento da oferta de 

serviços e informações por meio eletrônico; 

- definir padrões de qualidade para as formas eletrônicas de 

interação; 

- estabelecer níveis de serviços para a prestação de serviços e 

informações por meio eletrônico; 

 

RAZÕES DE CUNHO ECONÔMICO E POLÍTICO 

O governo eletrônico é uma exigência emergencial de ordem 

econômica e gerencial. A simplificação da burocracia estatal, a 

agilização dos procedimentos, utilizando menos e melhor os recursos 

humanos, e a incrível redução das necessidades de aquisição, 

transporte e armazenamento de papéis não são opções, mas a base 

para a redução de custos que hoje se tornou obrigatória para a 

maioria dos estados nacionais. As planilhas financeiras dos 

administradores públicos e as limitações orçamentárias norteiam e 

muito a instituição do Governo Eletrônico neste seu princípio.  

Evidentemente, os custos de implantação e manutenção do 

governo eletrônico não são insignificantes, mas no cômputo geral 

representam um verdadeiro milagre de economia com a eliminação 

quase que total dos suportes físicos das informações. 

Porém, é incorreto ter como único parâmetro estes efeitos 

econômicos. Deve-se levar em conta fundamentalmente a relação do 

governo com a sociedade, na qual o papel do cidadão é fundamental, 

seja em relação ao exercício de seus direitos como no cumprimento 

de seus deveres. 

Infelizmente, este movimento apenas se inicia. 

 

GERENCIAMENTO E COORDENAÇÃO DOS TRABALHOS 

A gestão deve ser descentralizada, visto que o Estado 

administra uma quantidade de informações praticamente infinita. O 

resultado é uma maior área de atuação do Estado, bem como o 

surgimento, desenvolvimento e aproveitamento de novas idéias. Isso, 



 

porém, não pode significar isolamento nem, tampouco, autonomia 

dos órgãos.  

Por isto, a coordenação deve ser centralizada, respondendo 

pela uniformização dos serviços e sua fiscalização. A implementação 

de controles estatísticos e programas de simulação que permitam a 

geração de vários relatórios sobre o uso dos serviços, facilitando o 

seu planejamento futuro é importante nesse nível. 

 

INFRA-ESTRUTURA TECNOLÓGICA – HARDWARE E 

SOFTWARE 

A infra-estrutura tecnológica é a base necessária para a 

implantação do Governo Eletrônico. É o elemento físico, material, 

que possibilitará a existência eletrônica do governo tais como cabos 

de fibra ótica, satélites de comunicação, provedores de acesso à 

Internet, prestadoras de serviços de telefonia e comunicação de dados 

em alta velocidade, computadores e periféricos (modens, hub, 

roteadores), softwares.  

Temos ainda as novas tecnologias da informação e 

comunicação, ligadas à convergência de um conjunto dinâmico de 

equipamentos eletrônicos e digitais, e áreas do conhecimento 

extremamente avançadas (TAKAHASHI, 2000). 

Enfim, eis algumas tecnologias importantes: 

- Portais na web 

- Assinatura eletrônica e autenticação 

- Comunicação sem fio 

- Videoconferência 

- Ferramentas de trabalho em grupo 

- Gerenciamento eletrônico de documentos 

- Central de relacionamento 

- Leilão eletrônico 

- Correio eletrônico 

- Inteligência Artificial 

- Gestão do conhecimento 

Portanto, investir na infra-estrutura física e na sua atualização 

permanente é fundamental e depende de um imenso investimento 

inicial pelo Poder Público. Evidentemente, a iniciativa privada 



 

participa também desse processo, principalmente na expansão da 

Internet. 

 

CONTEÚDOS COMPLETOS E ATUALIZADOS 

Não basta ter uma boa base tecnológica instalada se o 

conteúdo disponível não atinge os objetivos propostos, pois 

insuficientes ou de qualidade duvidosa. Devem estar disponíveis o 

máximo de informações possíveis, em constante atualização. Ou seja, 

informações completas, atualizadas e confiáveis. Naturalmente, de 

nada valeria este conteúdo se não fosse de fácil acesso. 

Evidentemente, isso é um forte elemento de desmotivação do 

cidadão. 

O que fazer? É fundamental uma estratégia de gerência da 

informação, como por exemplo, organizá-la de forma simplificada. 

Esta é uma lição que poucos aprenderam. 

 

PEOPLEWARE: CAPACITAÇÃO, PARTICIPAÇÃO E 

MULTIDISCIPLINARIDADE 

A capacitação dos usuários e do pessoal responsável pelo 

Governo Eletrônico é outro fator importante para o seu sucesso.  

A capacitação dos servidores públicos é um passo fortemente 

planejado e depende de investimento direto na tarefa. Inicia-se no 

âmbito interno com a promoção da informatização da administração 

pública e de uso de padrões e o treinamento para capacitação no uso 

desses sistemas. No âmbito externo esse treinamento passa pela 

implementação de uma infra-estrutura básica nacional, integrando as 

diversas estruturas de redes do governo, incluindo o setor privado. 

O envolvimento de pessoas relacionadas às mais diferentes 

áreas do conhecimento científico ou de atuação profissional, 

característica importante na construção do Governo Eletrônico, deve 

ser levado em conta nesse processo. Somente com trabalho conjunto 

é possível dar conta da realidade e de sistemas complexos, no sentido 

de melhor compreender as variáveis envolvidas. Além disto, permite 

superar velhos hábitos e adquirir novas capacidades.  

Outro elemento de discussão é o desemprego decorrente 

desse processo. Achar que isso é um resultado necessário demonstra 



 

haver uma dose de ingenuidade. Evidentemente, as pessoas serão 

chamadas a se capacitar para as novas tarefas ou serão relocadas para 

as atividades fins do Estado, hoje deficientes. 

Já a capacitação dos cidadãos-usuários depende mais de uma 

alfabetização digital de toda a sociedade, processo muito mais 

complexo e sem delimitação de prazos. Envolve também um 

intercâmbio direto, sem intermediações, sem resistências em que os 

cidadãos podem participar do processo, aprendendo. Aqui também 

vale afirmar categoricamente que é preciso garantir a privacidade dos 

mesmos. 

 

DIREITO AO ACESSO 

Evidentemente, o objetivo final do governo eletrônico é a 

universalização de serviços. Para isso, o acesso universalizado 

(TAKAHASHI, 2000) ao governo eletrônico é condição fundamental 

para sua realização.  

Paradoxalmente, é este mesmo Governo Eletrônico que deve 

combater essa forma de exclusão a partir de iniciativas em várias 

frentes hoje identificadas pela expressão inclusão digital. 

Para tanto é preciso facilitar o acesso aos diversos sistemas de 

comunicação, buscando soluções alternativas de acesso coletivo ou 

compartilhado. O uso da Internet é o mais evidente, mas há as 

centrais de atendimento telefônico, já muito utilizadas para sugestões 

e denúncias.  

Assim, deve haver tanto a capacitação da população, 

promovendo desde os primeiros anos escolares a possibilidade de 

alfabetização digital até o barateamento dos custos de aquisição e 

manutenção de computadores e acesso à Internet através de pontos 

de acesso públicos. 

 

BENEFÍCIOS A SEREM ALCANÇADOS 

O governo eletrônico ideal permitiria que o cidadão em geral 

tivesse acesso a todos os procedimentos de seu interesse ou da 

coletividade e que dependam da ação governamental, a qualquer 

tempo e em qualquer lugar. 



 

De outra maneira, ocorriam a melhoria da qualidade dos 

serviços prestados pelo Estado e a sociedade tornar-se-ia mais ciente 

de seus direitos e deveres. Como exemplo podemos verificar o 

avanço em várias áreas: 

- Simplificação dos procedimentos e integração das informações com 

conseqüente aperfeiçoamento dos modelos de gestão pública 

(diminuição da burocracia) 

- Integração dos órgãos do governo em todos os seus âmbitos, 

municipal, estadual e federal 

- Transparência e otimização das ações do governo e dos recursos 

disponíveis, através da prestação eletrônica de informações, serviços 

e das contas públicas 

- Desenvolvimento do profissional do serviço público 

- Avanço da cidadania e da democracia com a promoção do ensino, 

alfabetização e educação digital 

 

FRAGILIDADES, RISCOS E INSEGURANÇAS 

Aspecto geral que influi no sucesso do governo eletrônico diz 

respeito a sua implantação e manutenção: devem ser feitos com 

transparência garantindo-se a credibilidade e confiança necessária ao 

sistema. São os mesmos princípios impulsionadores da Internet, 

aberta e democrática e que podem tornar o governo o que deveria ser, 

um espaço público, transparente e acessível a todos. Evidentemente, 

a barbárie sempre é uma possibilidade (ARENDT, 1988). Na 

sociedade da informação, porém, é mais fácil esta surgir não de uma 

ditadura que censura, mas de uma sociedade cuja transparência 

(BRIN) é cada vez maior. 

As máquinas e as tecnologias, semelhantes ao seu criador, são 

frágeis e sofrem panes. Na medida em que dependemos cada vez 

mais delas, esta situação pode fragilizar todo e qualquer serviço 

intermediado por elas. Aqui, a questão da segurança do processo e 

dos sistemas é tão importante que dela depende a credibilidade e 

adesão ao governo eletrônico. Dependente tanto do elemento 

tecnológico como das pessoas envolvidas, tem conseqüências 

também em termos da segurança jurídica. 



 

Várias normas disciplinam esta área como o Decreto 3.505 de 

13/06/2000, que estabeleceu a Política de Segurança da Informação 

Pública do Poder Executivo Federal, e a Lei nº 9.983, de 14/07/2000, 

que estabelece as regras básicas de segurança da informação no 

âmbito da Administração Pública Federal. 

Além disto, a previsão legal é uma exigência do Estado 

Democrático de Direito que passa pelo debate político e legislativo 

sobre as diretrizes gerais de implantação do Governo Eletrônico bem 

como sobre definições bem particulares nas mais diversas áreas. 

A título do problema de segurança, intrínseco em qualquer 

sistema de informação, existem outros fatores que dificultam a 

construção do governo eletrônico: 

- falta de determinação e de um esforço coordenado, dificuldades em 

dar o primeiro passo, conservadorismo, medo 

- obstáculos culturais: cultura do curto prazo faz com que se pense 

que mudanças importantes podem ocorrer facilmente e rapidamente, 

dificuldade em adaptação às mudanças 

- burocracia representada em estruturas e normas arcaicas 

- chefias castradoras de novas idéias 

- duplicidades, fracionamento de serviços 

- escassez de recursos 

- há serviços que não podem ser prestados sem a presença do cidadão 

- a automação dos processos gera desemprego e exige maior 

escolaridade da mão de obra 

- a infra-estrutura da comunicação deve ser objeto de permanente 

investimento 

- há muita diversidade de padrões de procedimentos nas diferentes 

entidades o que exige muita articulação e um maior custo no 

processo 

A complexidade oculta é muito grande e não precisa ser 

representada para o cidadão, que não necessita saber como o governo 

é organizado. Nem por isto a tarefa de minimizar os riscos é menor, 

exigindo permanente reengenharia dos processos e vigilância por 

parte das pessoas envolvidas. 

 

GOVERNMENT TO BUSINESS (G2B) 



 

Vários são os exemplos de forte investimento no chamado 

government to business, um conceito que envolve o uso das redes 

globais e de sistemas de informática, para as compras e serviços 

contratados pelo Governo, através de processos de licitação, leilões e 

pregões. Com certeza esta é uma área sensível e com grande 

repercussão na sociedade e nas contas do Estado, pressionado cada 

vez mais na busca de maior eficiência. Note-se a lei de 

responsabilidade fiscal. 

Na realidade já existem parâmetros para a execução destes 

serviços eletrônicos. A legislação define limites para a atuação dos 

estados e municípios. Para o governo federal não há esta delimitação 

de valores. 

Desde logo é possível afirmar que se abre espaço para um 

número ilimitado de empresas a um procedimento sempre 

caracterizado pela dificuldade de acesso às informações. 

Além do mais, os sistemas automáticos (quem contabiliza as 

compras são máquinas) permitem que as auditorias sejam feitas pelos 

sistemas sem a necessária intervenção dos agentes governamentais. 

Toda aquisição fica registrada e disponível na rede, permitindo a 

comparação de preços pelas unidades e interessados. Isto tem 

permitido a redução de custos, tanto nos preços das mercadorias, 

como a redução dos custos administrativos (papel, telefone e 

funcionários). 

Outra conseqüência positiva á a transparência das ações dos 

agentes, bem como a permanente fiscalização dos fornecedores 

(todos ficam sabendo). Assim desveladas várias anomalias nos 

processos de atuação, haveria em conseqüência uma menor 

corrupção.  

Ocorre também a eficiência em termos de tempo. Com a 

menor burocracia nas decisões torna-se inevitável a diminuição de 70 

a 80% do tempo de transação. 

 

GOVERNO ELETRÔNICO NO PODER EXECUTIVO 

Exemplo prático de government to business do governo 

federal é o comprasnet. Também há o acompanhamento e 

fiscalização das obras públicas, sistema denominado Obrasnet. Feito 



 

através de um banco de dados com informações sobre preços de 

mercado, este serviria de parâmetro para definições para futuras 

obras. Tal sistema também facilitaria o acompanhamento da 

padronização e qualidade das obras. É intenção do governo federal 

também investir num sistema de informações sobre as principais 

ações judiciais em tramitação (Jurisnet). O foco aqui serão os 

processos de revisão judicial de obras, desapropriações, ações 

trabalhistas e previdenciárias, execuções, indenizações, falências e 

concordatas. 

Todos esses sistemas ficam integrados em um portal na 

Internet cujo objetivo seria divulgar os gastos do governo, colocando 

à disposição do público todos os serviços e informações do Governo 

Federal. O grande trunfo do projeto é a integração com outros portais 

do Legislativo, Judiciário, Estados, Municípios e Distrito Federal 

com os serviços já disponíveis do governo federal, criando-se uma 

grande rede. Além disso, a página da Internet teria um fórum para o 

debate público, com participação de especialistas, autoridades, além 

da população em geral.  

Não podemos esquecer o maior exemplo na esfera federal e 

um dos primeiros sucessos que é a Declaração de Imposto de Renda 

pela Internet. Mais recentemente, a Secretaria da Receita Federal 

colocou à disposição da sociedade inúmeros serviços, como 

legislação e estudos tributários, certidões negativas, pagamento on-

line de tributos, formulários. 

No Ministério da Saúde há o Datasus que reúne diversos 

sistemas existentes, englobando informações hospitalares, 

ambulatoriais, gerenciais de ambiente, programas de prevenção, 

estatísticas vitais e de gestão administrativa. 

Outro exemplo prático é a divulgação dos dados e 

informações acerca da administração pública pelo Tribunal de 

Contas da União através da Internet (Lei nº 9.755/98) 

A esfera estadual não deixa de seguir na mesma direção, 

como a implementação de Postos Fiscais Eletrônicos, Delegacia 

Virtual, entre outros. O Estado de SC desde 1998 vem implantando 

programas e projetos de governo eletrônico, hoje denominado de 

Governo Cidadão. Também a Secretaria da Fazenda tem mostrado 



 

seu pioneirismo na construção do governo eletrônico, investindo 

fortemente nos sistemas de informação, na busca de adequação, 

implantação e melhoria dos sistemas de bases de dados fazendários, 

que geram hoje mais de 10 serviços fundamentais para a fiscalização 

e os contribuintes. Além do investimento em equipamentos e 

programas a secretaria tem feito o treinamento e a capacitação dos 

seus servidores, o que é premissa fundamental para o sucesso do 

programa.  

No âmbito municipal a maioria das Prefeituras com mais de 

200.000 habitantes já utilizam a Internet para prestar serviços.  

 

ALGUNS SERVIÇOS DE SUCESSO E ALGUNS NEM TANTO 

- pagamento de tributos em geral; 

- consulta da validade do CPF; 

- informações sobre multas; 

- resultado de concursos públicos; 

- pesquisas no cadastro da previdência social; 

- pagamentos de multas de trânsito e licenciamento de veículos; 

- denúncias de consumidores nos Procons; 

- pedido de passaporte na polícia federal; 

- serviços de utilidade pública; 

- agendas culturais; 

- informações sobre secretarias e órgãos; 

- estatísticas diversas; 

- inscrições de interessados para cadastros diversos como empregos, 

para serviços; 

 

GOVERNO ELETRÔNICO NOS TRIBUNAIS 

A Justiça Brasileira tem muitas deficiências e a principal é a 

velha lentidão da prestação jurisdicional. Entretanto, ela vem 

alcançando, nos últimos anos, um elevado e sofisticado grau de 

informatização. A grande maioria dos tribunais brasileiros 

disponibiliza, via Internet, suas decisões, bem como permite o 

acompanhamento remotamente ao andamento dos processos, salvo 

aqueles cobertos pelo segredo de justiça; alguns já permitem o envio 

de petições via internet sem a necessidade de posterior envio dos 



 

originais; outros realizaram experiências em interrogatório por 

videoconferência, mesmo com a opinião oposta da OAB. 

Finalmente, inicia-se um movimento de reflexão e instalação 

do processo digital que elimina a velha forma de registrar os diversos 

momentos de um processo judicial, através do papel.  

A eliminação do cartório judicial, estrutura administrativa 

responsável por classificar e encaminhar os processos ao juiz para 

despachos e sentenças, atender ao público, emitir certidões, realizar 

intimações, é o início de tudo. Os autos físicos deverão deixar de 

existir. Os benefícios são imensos: sem limite de vida útil, não 

demandam espaço para o armazenamento, acesso às informações 

ilimitado independente de local e espaço, rápida solução dos litígios, 

prazos correndo simultaneamente para todas as partes envolvidas, 

existência de mecanismos que potencializam o trabalho dos juízes, 

árbitros e mediadores (acesso a banco de decisões com sistemas 

inteligentes de busca, contato constante com seus pares e agenda 

automática de marcação de compromissos). 

Muitas são as tecnologias disponíveis e muitos são os campos 

de sua aplicação. 

Outro exemplo é a TV Justiça, canal de notícias do Supremo 

Tribunal Federal que pode ser acompanhada em tempo real pela 

Internet. A TV veicula programas feitos pelos tribunais e entidades 

de representação dos profissionais ligados ao mundo jurídico como a 

Ordem dos Advogados do Brasil, a Associação dos Juízes Federais 

do Brasil, o Ministério Público e a Procuradoria-Geral da República.  

 

O GOVERNO E O COMÉRCIO ELETRÔNICO 

É evidente que a contrapartida do governo eletrônico é o que 

se denominou Comércio Eletrônico, sendo o governo um elemento 

importante no seu desenvolvimento. Por outro lado, deste 

desenvolvimento dependente também o avanço do governo 

eletrônico, na medida em que o investimento na infra-estrutura de 

rede e na segurança dos serviços nela implantados é fundamental 

para qualquer ação profissional nesse meio. 

É evidente que o desenvolvimento do comércio eletrônico 

depende muito do setor privado. Isto não quer dizer que o governo 



 

não tenha um papel importante, regulando o setor e criando 

condições para o seu desenvolvimento. Vale dizer que deveria haver 

esforços para criar uma estrutura legal competente e ambiente 

propício que estimulem o aparecimento de cientistas, pesquisadores, 

homens de negócio, trabalhadores, investidores e consumidores 

interessados no setor. 

Neste sentido caberiam iniciativas como: 

- aprovação de uma legislação tributária que incentive as atividades 

virtuais, com regras permanentes e universais; 

- redução de impostos e taxas para produtos e serviços que envolvam 

a adoção das tecnologias acima indicadas; 

- liberalização do mercado de telecomunicações, em todos os níveis 

(telefonia local e internacional, transmissões via satélite, cabo); 

- estruturação da cobrança das contas telefônicas que permita uma 

redução de gastos para quem usa as linhas prioritariamente para a 

recepção e transmissão de dados; 

- homogeneização da legislação comum aos blocos econômicos para 

o comércio eletrônico; 

- implementação e agilização dos programas de criação do governo 

eletrônico, integrando os diversos sistemas usados no setor público, 

permitindo uma maior divulgação das ações do governo e 

estimulando a participação de empresas e dos cidadãos; 

- fomento de trabalhos de caráter educacional desenvolvido junto à 

população em geral como cursos sobre o uso da Internet, ministrados 

em escolas públicas, durante o período noturno; 

- investimento na capacitação de pequenas e médias empresas, para 

que elas possam identificar, desenvolver e transformar em 

oportunidades de negócio on-line seus produtos e serviços; 

- investimento em universidades e centros de pesquisa para que 

produzam conhecimento de base que possam ser convertidos em 

conhecimento tecnológico aplicáveis na indústria da informação; 

- criação de fórum que permita a formação de alianças e parcerias 

entre fornecedores, distribuidores e consumidores; 

- criação de organizações (fundeadas pela iniciativa privada com o 

auxílio do governo) para o financiamento de cursos, aluguel de 



 

equipamentos e de instalações para treinamento com custos 

subsidiados, para as pequenas e médias empresas interessadas; 

- desenvolvimento de um programa de publicidade que inclua 

concursos nacionais para as pequenas e médias empresas que estão 

desenvolvendo as iniciativas mais interessantes na área de Comércio 

Eletrônico; 

- aprimoramento da legislação sobre assinaturas eletrônicas, que 

garanta segurança e liberdade de atuação das empresas. A base do 

Comércio Eletrônico é a credibilidade dos procedimentos que 

ocorrem, sua segurança técnica e jurídica. Para isso a assinatura ou 

certificação digital passa a ser importante na garantia de 

autenticidade e integridade dos documentos, indo muito além dos 

modelos de tecnologias que tentam garantir essas características. 

 

DEFESA DA PRIVACIDADE 

A privacidade é um bem fundamental do indivíduo e deve ser 

protegido, tendo em vista o aumento exponencial da capacidade de 

juntar informações sobre os cidadãos, através do governo eletrônico 

e do Comércio Eletrônico. Dentre estas informações estão aquelas 

confidenciais como os dados sobre saúde, financeiros, histórico de 

trabalho. 

É evidente que cidadania e negócios não se antagonizam com 

a defesa da privacidade, pois os mercados e o governo só 

funcionariam na rede se houver confiança, previsibilidade e 

estabilidade.  

Isto não quer dizer que se está imune aos ataques à 

privacidade. Os perigos existem, desde que haja o arquivamento de 

informações pessoais sem autorização, haja o cruzamento de dados 

que identifiquem os costumes de alguém ou seja difícil corrigir 

informações erradas baseadas em simplificações grosseiras das vidas 

das pessoas, que são em princípio contraditórias, desordenadas e 

complexas. 

Por outro lado há o perigo da espionagem política, industrial e 

comercial. É o caso do echelon, um sistema organizado por diversos 

países do primeiro mundo que consiste numa rede de grampos em 

diversos sistemas de comunicações, comandados pela Agência 



 

Nacional de segurança dos EUA (NSA). As razões de Estado estão 

sempre presentes nestes casos, justificando ações do governo, ativas 

(FBI com seu carnivore grampeando a internet de pessoas suspeitas) 

ou passivas (na Inglaterra os provedores são obrigados a registrar o 

tráfego e encaminhá-lo ao governo).  

Verifica-se, contudo, que num ambiente seguro e de 

confiança, os próprios cidadãos aceitam e entregam seus dados. É 

fato que as novas tecnologias têm permitido um controle 

descentralizado e consensual das informações. Dessa forma, a 

privacidade tende a ser reduzida apenas ao espaço privado. restando 

ao espaço público a maior de todas as transparências (BRIN). 

 

CONSIDERAÇÕES FINAIS 

Não existem soluções mágicas nem o governo perfeito. 

Evidentemente, com o governo eletrônico, muitos problemas e 

deficiências do serviço público poderão ser sanados ou minimizados. 

Da mesma forma, novos problemas surgirão para serem resolvidos. 

Diante diversidade de vantagens e dificuldades, o fato é que 

muitas são as possibilidades e perspectivas do desenvolvimento do 

governo eletrônico e que parece difícil não dar certo. Isto porque não 

há outra saída para o aumento de eficiência dos governos. No Brasil 

este processo já não é mais ficção, estando na frente, em alguns 

casos, de muitos países de primeiro mundo. 

A construção do governo eletrônico não pode ser encarada 

como uma possibilidade, mas uma necessidade. 

Porém, é preciso ter claro que a questão central de todo este 

processo não é tecnológica, mas cultural, na medida em que é preciso 

compreender que as tecnologias ou as escolhas tecnológicas são 

produtos de relações sociais, fortemente marcadas por padrões e 

determinações construídas ao longo da história da comunidade e dos 

indivíduos. 

Se há muitos desafios por superar, por outro lado há muitas 

vantagens em acelerar o processo de construção do governo 

eletrônico. Não há como negar a maior rapidez e precisão no acesso 

às informações, a redução dos custos com papel e com pessoal para 

atendimento direto, a melhoria na prestação dos serviços e 



 

conseqüente melhoria na administração dos recursos públicos, a 

simplificação das rotinas permitindo maior agilidade na gestão de 

pessoal, enfim, redirecionando os esforços para áreas consideradas 

essenciais. Em conseqüência, fica fácil observar que a satisfação do 

contribuinte, do cidadão em geral, teria a contrapartida da melhoria 

na imagem e credibilidade do governo. 

Resta saber em que medida aqueles setores que ainda não 

estão conscientes deste movimento tomarão as ações devidas em 

tempo de não causar grandes prejuízos à sociedade. Por outro lado, 

fica a incógnita de se verificar até que ponto a tecnologia da 

informação pode agregar eficiência neste setor tão marcado por 

outras variáveis que não levam em conta o interesse do cidadão. 

Neste sentido, mais do que nunca, deve haver um concerto para 

diminuir este longo caminho. 
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Governo Eletrônico: o desafio da democracia 

contemporânea 

Orides Mezzaroba
1
 

 

O era digital se apresenta como uma realidade concreta. As 

novas tecnologias de comunicação virtuais e interativas não 

apresentam qualquer fronteira nesse processo comunicativo.  

A liberdade de expressão introduzida pelo mundo eletrônico 

requer, assim, um (re) pensar sobre a atuação que deverá ser 

conferida às Instituições democráticas daqui por diante. 

Naturalmente que com o processo de publicização de atos e decisões 

políticas o espaço privado e privilegiado de tomada de decisões vai 

perdendo gradativamente seu sentido e significado.  

Nessa nova realidade os atores políticos seculares tornam-se 

cada vez mais reféns das novas tecnologias que introduzem formas 

inovadoras para o controle e acompanhamento de decisões e 

investimentos que dizem respeito a todos os cidadãos.  

Na medida em que as novas tecnologias de informação e 

comunicação vão se firmando, o processo comunicativo na esfera da 

política passa a exigir a interação entre agentes e receptadores 

participantes do sistema que os integra. Isto exige que os atores 

políticos, no caso o cidadão e os ocupantes de funções públicas, 

estejam em permanente interação comunicativa.  

Nesse processo interativo o sistema deve funcionar a partir de 

dois núcleos entrelaçados e inseparáveis.  

De um lado, está o cidadão, soberano absoluto de todas as 

ações e decisões que alimentarão o sistema comunicativo. Cabendo a 

ele a responsabilidade pela formulação de todos os comandos e 

coordenadas políticas necessárias para o bom funcionamento do 

sistema comunicativo.  

Na outra ponta estão os receptores dos comandos. Aos 

receptadores, no caso a todos os agentes públicos, caberá a 
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responsabilidade pela execução daqueles comandos previamente 

definidos pelos agentes. 

Nessa lógica organizacional o funcionamento adequado de 

todo sistema vai depender da harmonia interativa entre os agentes de 

comando e os receptores desses comandos.  

Qualquer inversão de responsabilidade na programação entre 

os agentes instituidores com os receptores de comandos gerará 

disfunções no sistema que poderá afetá-lo em menor ou maior grau. 

Essa disfunção, entretanto, deverá ser corrigida com a maior rapidez 

possível de forma a não contaminar os demais componentes.  

Observa-se, porém, que qualquer correção deve passar 

obrigatoriamente pelo agente instituidor já que é ele o detentor da 

autoridade e do controle absoluto sobre a criação do processo 

comunicativo. 

No espaço comunicativo, também chamado de ciberespaço, a 

construção de conhecimentos deve ser aberta, pública e livre. Sendo 

que a fonte primária de qualquer informação sempre residirá no 

agente primário que é o cidadão.  

Enquanto agente primário, o indivíduo assume a titularidade 

absoluta no processo de criação da comunicação. Por sua vez, o 

receptor da comunicação passa a assumir o compromisso de, nas suas 

ações, resguardar os princípios e significados daqueles comandos 

transmitidos pelo agente primário.  

Nessa articulação, não cabe ao receptor qualquer poder de 

criação ou inovação, sua função não está em determinar, como deus 

do Olímpo, o que é certo ou errado, o que é justo ou injusto.  

Em toda essa engenharia o receptor do comando assume a 

incumbência de tomar a decisão a partir dos elementos previamente 

elaborados no processo comunicativo. A obrigação do receptor será o 

de assumir o compromisso com a decodificação da comunicação 

transmitida, no sentido de recuperar o significado da mensagem 

originariamente produzida, antes de aplicá-la ao fato ou caso 

concreto. 

A idéia de democracia enquanto espaço político 

fundamentado pelo conjunto dos cidadãos é uma realidade 

contemporânea. Entretanto, com o desenvolvimento de novas 



 

tecnologias de informação e de comunicação a concepção de 

democracia representativa tradicional deverá sofrer profundas 

transformações daqui por diante.  

Nesse contexto, cada sistema democrático deve ser vistos à 

luz das condições históricas de cada época e cada realidade 

específica. Da democracia Ateniense à democracia de representação 

política contemporânea um longo e íngreme caminho foi trilhado 

pela humanidade ocidental.  

Quando Clístenes instaurou as primeiras instituições 

democráticas atenienses em 508 a.C., os cidadãos de Atenas 

conquistam o direito de participar diretamente, através de 

assembléias gerais, na tomada de decisões concernentes à república.  

Todos aqueles que integravam um demos, dirigido por um 

demarca, participavam das assembléias. Aí está a origem da 

expressão democracia, que significa governo do demos. Essa nova 

forma de participação política foi saudada por Tucídides, em sua 

História da Guerra do Peloponeso, como uma democracia perfeita 

pelo fato do governo não ser controlado por algumas poucas pessoas 

e sim por muitas. (CHEVALLIER, 1982, p. 31; VAYENÁS, 1996, p. 

31-33) 

Pelo modelo de democracia ateniense se garantia:  

a) a igualdade de justiça para todos os cidadãos, sem qualquer 

distinção de classe, grau ou riqueza, através da isonomia; 

b) a abolição de toda e qualquer forma de títulos ou funções 

hereditárias que possibilitava o livre acesso de qualquer cidadão no 

exercício de funções públicas, através da isotimia; e  

c) a liberdade e igualdade entre os cidadãos para se 

manifestassem nas assembléias populares sobre assuntos de governo, 

através da isagoria. 

Com isso, em Atenas se consagrava de forma original os dois 

princípios básicos da democracia: a liberdade de expressão e a 

igualdade de direitos. Através da liberdade de expressão se 

conquistava o direito de discordar daqueles que exerciam o poder e 



 

pela igualdade de direitos se possibilitava o acesso livre de qualquer 

cidadão a esse mesmo poder. (CHEVALLIER, 1982, p. 31-34)  

Sendo o conceito de liberdade vinculado à busca da vontade 

coletiva, ―viver democraticamente significa captar esta vontade 

coletiva, a partir de todos os mecanismos chamados de 

representativos. Assim, ―se a expressão democracia conduz a uma 

concepção de sociedade na qual as liberdades se encontram 

delimitada pelo direito‖, pode-se dizer que o tema da representação 

política ―retoma esta questão na medida em que busca fórmulas 

satisfatórias de organização do poder‖. (LEITÃO, 1989, p.34)  

Diante desse contexto, as novas formas de comunicação e de 

informação como a ciberdemocracia e do governo eletrônico surgem 

como importantes instrumentos  no aperfeiçoamento dos mecanismos 

democráticos de inclusão política.  

A contribuição da ciberdemocracia está em proporcionar um 

espaço livre e aberto de criação e interação  de comunicações.  

Por sua vez, a contribuição do governo eletrônico está em 

proporcionar transparência, visibilidade e acesso por parte do 

cidadão no que diz respeito à execução de políticas públicas.  

Aplicados de forma isolada esses mecanismos não produzirão 

os efeitos desejados que é o de garantir o máximo possível o direito 

de participação e controle sobre a res pública. 

Por outro lado, aplicados de forma conjunta cada cidadão 

participará diretamente na tomada de decisões e fará o controle 

imediato se suas decisões estão sendo ou não cumpridas pelos 

receptores do comando.  

Através da ciberdemocracia o cidadão, enquanto agente de 

comando, passa a assumir o comando sobre as decisões das políticas 

públicas que devem ser executadas pelos receptores dos comandos.  

Através do governo eletrônico os receptadores dos comandos, 

no caso os agentes públicos, devem prestar as contas de todas as 

ações definidas pelos agentes de comando.  

Por sua vez, será através da interação entre esses dois 

mecanismos que o sistema político funcionará de forma equilibrada e 

harmônica.  



 

Por fim, será através do processo de interação entre a efetiva 

legitimidade da ciberdemocracia juntamente com os instrumentos 

adequados do governo eletrônico que se garantira o superávit de 

representatividade política das decisões de governo.  

Caso contrário, a mera prestação de contas através de meios 

eletrônicos não garantira em hipótese alguma que a vontade do 

agente de comando estará sendo respeitada. Pois, como se sabe, o 

princípio básico que fundamenta qualquer decisão democrática reside 

no respeito à vontade do cidadão, neste caso, ao agente do comando, 

jamais na vontade exclusiva e unilateral do agente público, no caso 

do receptador do comando. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Reflexões filosóficas preliminares para governo 

eletrônico e democracia digital 

José Renato Gaziero Cella
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Em 1971 surgiram os computadores de 4ª geração, que 

passaram a ser construídos a partir de alguns circuitos integrados que 

eram inseridos num minúsculo chip
3
, em que se incluíam 

processador, memórias, controles de entrada e saída de dados, entre 

outras funções. Essa tecnologia permitiu a substituição gradativa dos 

processadores até então existentes – que ocupavam grandes espaços e 

despendiam grandes quantidades de energia – pelos 

microcomputadores. 

É nessa época que vão aparecer os primeiros computadores 

pessoais (Personal Computer - PC), que, no entanto, somente se 

popularizaram a partir de 1984, quando a Macintosch disponibiliza o 

seu revolucionário sistema operacional de fácil utilização, com o 

auxílio do mouse. 

Depois disso veio o sistema Windows 95, desenvolvido pela 

Microsoft, que a partir de então passou a ser aperfeiçoado com novas 

versões, sendo que atualmente se está no limiar do surgimento dos 

computadores de 5ª geração.
4
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Em curto espaço de tempo se tornaram disponíveis, às 

pessoas comuns, instrumentos para armazenamento de dados jamais 

imaginados em passado recente. Ademais disso, a possibilidade de 

transmissão desses dados, pela internet
5
, tem feito com que as noções 

de tempo e espaço sejam revistas. 

Pode-se dizer que o computador se tornou um dos grandes 

símbolos atuais da vida humana, presente nos mais ordinários 

momentos da vida cotidiana
6
 e tornado meio para a consecução de 

uma série de atos de interação social. 

Diante da rápida transformação por que tem passado a 

humanidade em face dos avanços tecnológicos do setor da 

informática desencadeados nos últimos trinta anos, tem sido difícil 

apreender a real dimensão dos efeitos que tais aperfeiçoamentos têm 

produzido nas relações sociais
7
. 

                                                                                                                 
aceitará instruções orais e imitará o raciocínio humano, cada vez mais a palavra-

chave parece ser a da simplicidade na utilização dos equipamentos e da 

programação, numa conjunção acentuada com as telecomunicações." (MARQUES, 

G., MARTINS, L. 2000, p. 22) 
5
 Segundo Júlio Maria de Oliveira, "por Internet (ou rede mundial ou rede das 

redes) entende-se o conjunto de redes, os meios de transmissão e comutação, 

roteadores, equipamentos e protocolos necessários mas não suficientes à 

comunicação entre computadores, que se utilizam de um meio físico preexistente, 

bem como o softweare e os dados contidos nestes computadores" (OLIVEIRA, J. 

M.: 2001, p. 131). 
6
 Deixando já uma distância enorme as "velhas" máquinas de calcular"; os 

computadores estão presentes em toda a parte, desde o supermercado, onde fazem 

a leitura óptica dos preços dos bens adquiridos enquanto atualizam os stocks, 

passando pela gestão das centrais telefônicas e pelas caixas de pagamento 

automático (ATM), com que deparamos a cada esquina da rua, até ao apoio nos 

mais evoluídos setores do desenvolvimento científico, à exploração do espaço, para 

além da sua ligação estreita e originária à "indústria da guerra" (MARQUES, G., 

MARTINS, L.: 2000, p. 7). 
7
 Mas continua a ser ainda freqüente no jurista, mesmo no investigador do direito, 

não utilizar as novas técnicas no seu dia a dia profissional, agarrado à informação 

em suporte de papel. Que diríamos, porém, de um cirurgião, dominando a 

morfologia e constituição do corpo humano, o funcionamento dos diversos órgãos, 

a patologia, mas que não acompanhasse e não se servisse dos mais modernos 

instrumentos cirúrgicos? Alguém ainda hoje poderá retomar, comparativamente, o 

espanto de Leão X, ao ser inventada a imprensa (séc. XV): para que serve se 



 

Enfim, vive-se um momento em que a sociedade faz uso 

intensivo do computador, em que é cada vez maior a penetração de 

tecnologias de informação nas organizações sociais. Esse fenômeno 

não só tem radiado seus efeitos na sociedade em geral e suas 

organizações, como também tem dominado o setor de informação 

sobre os setores primário, secundário e terciário da economia.
8
 

É inconteste que se delineia no horizonte um novo paradigma 

de sociedade, em que a energia, que antes era de fato a fonte 

primordial do progresso social, passa a ceder essa posição à 

informação, que tem como característica a prestação de novos 

serviços.
9
 

Em documento produzido no âmbito da União Européia, 

intitulado "A Europa e a Sociedade Global da Informação – 

Recomendações ao Conselho Europeu", de 26 de maio de 1994, 

afirma-se que o "...progresso tecnológico permite-nos hoje tratar, 

armazenar, recuperar e transmitir informação sob qualquer forma — 

                                                                                                                 
apenas 1% da população sabe ler?‖(MARQUES, G., MARTINS, L.: 2000, p. 7-

8)‖. 
8
 Garcia Marques e Lourenço Martins afirmam que a Sociedade de Informação 

passa por três etapas para sua concretização: "uma 1ª fase, de mudança no 

pensamento das organizações e estruturas tradicionais e de substituição, reflexos ao 

nível do emprego; uma 2ª fase, a de crescimento, com novos produtos e serviços e 

um uso crescente das redes de telecomunicações; a 3ª fase, a da assimilação, que se 

caracterizará pela conciliação entre o conteúdo do trabalho e da ocupação com as 

atividades físicas e intelectuais, onde o papel do homem sairá reforçado, 

nomeadamente no que respeita ao aproveitamento de sua capacidade de 

inteligência" (MARQUES, G., MARTINS, L.: 2000, p. 42). Referidos autores 

afirmam, ainda, que os países ditos desenvolvidos se encontram na transição da 

primeira para a segunda fase, ou mesmo já nesta. 
9
 A União Européia pretendeu descrever alguns destes novos serviços no 

denominado "Livro Verde sobre Direitos de Autor e Direitos Conexos na 

Sociedade de Informação" (União Européia, Bruxelas, 19 de julho de 1995, COM 

[95] 382 final): telebanco, telecompras, jornais eletrônicos, entretenimento (vídeo a 

pedido), lazer (teatro com peças interativas, nas quais o público pode modificar a 

intriga), retransmissão desportiva (em que o espectador pode modificar o ângulo da 

câmara), de meteorologia, de tele-ensino, de turismo à distância. De primeira 

importância será a área de cuidados médicos (cuidados à distância, vigilância 

domiciliar), e também começa a surgir o tele-trabalho. 



 

oral, escrita e visual — sem limitações de distância, tempo ou 

volume"
10

. 

A internet (rede das redes) é uma das grandes responsáveis 

por esse rompimento de barreiras físicas e temporais, fato que torna 

necessária a revisão de uma série de conceitos antes sedimentados, 

como por exemplo, no âmbito do Comércio Exterior, as noções de 

fronteira e soberania, conforme atesta Marco Aurelio Greco: 

             Estamos vivendo um período da história da humanidade — 

não só da civilização ocidental, mas da humanidade como um todo 

— em que está em andamento uma nova revolução, com profundas 

mudanças, em todos os referenciais que dizem respeito ao Comércio 

Exterior. 

              Esta mudança atinge a própria base da civilização ocidental, 

tal como se estruturou nos dois últimos milênios (pelo menos). [...] a 

civilização que conhecemos tem se apoiado na idéia de átomos, de 

modo que os valores dos objetos negociados se atrelam, como regra, 

às suas características e qualidades. A raridade, a dureza, suas 

propriedades físicas ou químicas etc. dão valor aos respectivos bens. 

Por sua vez, a agregação de valor (de modo a obter algo mais 

valioso) supunha um acréscimo de átomos ou uma nova conformação 

dos existentes. Neste contexto, até mesmo a mensagem ou 

informação (o bem intelectual ou imaterial), para ter valor mais 

significativo, supunha sua vinculação a determinado suporte físico, a 

ele estando indissociavelmente atrelado. 

              A civilização que se vislumbra, especialmente em razão dos 

avanços da informática e do tratamento digital da informação, 

apresenta a característica inovadora (para não dizer 'assustadora'), 

consistente em o elemento imaterial passar a existir independente de 

um determinado suporte físico ao qual deva aderir de forma 

inseparável. Estamos entrando, a passos largos, numa civilização de 

'bits' e não mais apenas de átomos. 

                                                 
10

 A respeito do volume de memória em computador, Garcia Marques e Lourenço 

Martins relembram que, "...'em 1961, a memória custava um dólar por bit. Hoje, 24 

milhões de bits custam 60 dólares, o que significa que podemos mais ou menos 

ignorar a grande fome de memória da computação gráfica...', esta, como se sabe, 

das mais absorventes" (MARQUES, G., MARTINS, L.: 2000, nota 44, p. 42). 



 

[...]. 

Esta passagem dos átomos para os bits e a 

separação entre suporte físico e mensagem, levando-a a ter vida 

própria independente dele, traz profundas conseqüências na definição 

da base da tributação dos impostos sobre o tráfico de bens e serviços. 

(GRECO, M.A.: 2000, p. 45-46) 

A forma assustadora com que tem se desenvolvido o setor de 

informática no trato da informação, de que fala Marco Aurelio 

Greco, tem causado perplexidade nos juristas, que se apercebem da 

insuficiência das normas jurídicas existentes para a regulação das 

múltiplas relações sociais (jurídicas) que têm ocorrido em âmbito 

virtual (por meio de bits). 

Essa perplexidade diante da aparente falta de controle sobre 

os usuários da internet e as relações que desenvolvem neste âmbito 

leva os Estados, garantidores que são da unidade de seus 

ordenamentos jurídicos na regulação dos comportamentos dos 

indivíduos que estão sob o seu manto protetor, a pretenderem ter o 

controle também nesse nível. A perplexidade se torna ainda maior 

quando se revela que as possibilidades de controle das relações 

sociais, na sua forma tradicional, não são aptas a regular esta nova 

realidade que se apresenta. 

Diante desse sentimento de impotência vivido pelos Estados, 

muitas podem ser as suas posturas, desde as intervenções mais 

radicais – como, por exemplo, a proibição total de uso da internet, 

ou, na outra ponta, o abandono total das pretensões de controlar e 

regulamentar o setor diante do reconhecimento da ausência de 

capacidade para tanto – até as mais amenas, como restrições ao 

acesso de alguns sítios (como em alguns países árabes, que não 

permitem acesso ao yahoo). Seja como for, tanto a proibição total de 

uso quanto as restrições em menor escala não têm funcionado. Ora, 

basta um computador que contenha os componentes adequados a 

disponibilidade de um meio transmissor (satélite, telefone, etc.) para 

que uma pessoa possa se conectar a um servidor. Não há como 

evitar, por enquanto, que lhe sejam disponibilizados os dados e 

conteúdos de que necessitar, nem há como evitar o seu acesso. 



 

A única forma de se garantir a proibição, nos Estados em que 

se adota esta questionável postura, ainda é a exclusão, propiciada por 

odiosas políticas governamentais, de grande parcela de suas 

populações ao acesso aos bens de consumo atualmente disponíveis. 

O binômio miséria e ignorância continua a ser, infelizmente, o 

grande instrumento de controle social, por parte dos governantes, nos 

países subdesenvolvidos. 

Deixando de lado os países mais "fechados" que adotam 

posturas radicais, vê-se que os Estados em geral – que estão 

perplexos, repita-se, diante da constatação de falta de controle sobre 

as relações mantidas por seus integrantes, pessoas naturais e jurídicas 

– têm se preocupado em buscar soluções sérias para a recuperação do 

controle enfraquecido, sobretudo quando se trata da repressão à 

criminalidade crescente nos meios digitais e em outras diversas 

situações. 

A busca de soluções legislativas para aprimoramento do fraco 

controle existente do mundo virtual, diante da constatação de 

eliminação de barreiras espaciais e temporais, passa necessariamente 

pela elaboração de regras comuns, que devem ser estudadas e 

aplicadas em conjunto pelos países, de preferência mediante 

diretrizes a ser recomendadas e eles quando da elaboração de suas 

legislações internas. Isso por que a elaboração de normas isoladas, 

sem que haja um mínimo de interação com a(s) postura(s) adotada(s) 

pelos demais Estados, certamente estará fadada à ineficácia. 

Ocorre que o grande avanço das relações virtuais não tem 

sido acompanhado pelo legislador, o que tem feito com que os 

Estados presenciem – quando isso vem à tona – o cometimento de 

crimes "sob suas barbas", a evasão fiscal em grandes proporções, 

entre outros fatos lesivos à sociedade, sem nada poderem fazer, seja 

por não estarem dotados de poder punitivo contra determinados atos 

ainda não tipificados como crimes, seja por não estarem dotados de 

instrumentos de fiscalização eficazes. 

Se por um lado há urgência para a implementação de medidas 

que devolvam aos Estados o controle que se "perdeu", por outro há a 

necessidade de se buscar soluções refletidas e em conjunto, o que 

demanda muito tempo até que os Estados cheguem a um acordo que 



 

possa ser implementado em cada um deles. Portanto, se por um lado 

existe a necessidade urgente de se recuperar o controle "perdido" 

pelos Estados, paradoxalmente há a demanda, por outro lado, de se 

tomar as medidas de recuperação do domínio de forma racional e 

conjunta, o que impede o agir rápido e precipitado que exigem as 

medidas que devem ser tomadas com urgência. 

Ademais, as reflexões quanto às medidas normativas a ser 

adotadas devem passar, necessariamente, pela questão da liberdade. 

Com efeito, o fluxo de informações que passa pela internet permite a 

seus usuários do mundo todo que interajam, de onde quer que se 

encontrem e em tempo real, com quem quer que seja, desde que 

conectado a rede mundial de computadores. Além disso, qualquer 

pessoa pode oferecer em sítios os conteúdos que desejar (desde que 

não proibidos
11

), emitir as opiniões que quiser sobre os mais variados 

temas, praticar atos de comércio, enfim, o terreno propiciado pela 

internet para o exercício da liberdade é muito grande. 

Qualquer restrição que vier a ser aplicada a essa forma de 

liberdade quase que ilimitada deve ser muito bem ponderada. Sabe-

se que os Estados, mediante o controle social, restringem parcelas de 

liberdade dos indivíduos e, ainda, que há uma tendência muito forte, 

por parte do poder, de ampliar tanto quanto possível o seu controle. 

Exemplo disso são as inovações tecnológicas que num 

primeiro momento são franqueadas livremente aos indivíduos e que, 

após um período inicial de distensão, são paulatinamente trazidas 

para o controle forte dos Estados. Veja-se o caso do rádio. Quando 

dominadas as suas técnicas, qualquer pessoa que quisesse transmitir 

informações por ondas sonoras podia adquirir (ou construir) um 

radiotransmissor e o instalar onde bem entendesse. Com o tempo a 

radiotransmissão ganhou o status de serviço público, cuja titularidade 

é atribuída ao Estado (no caso do Brasil, à União Federal), que 

"contrata" determinadas pessoas para prestarem o serviço em regime 
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 Mas o que dizer dos conteúdos que são liberados no país de origem do detentor 

do sítio, mas que, no entanto, podem ser acessados a partir de países que os 

proíbem? São reflexões que devem ser feitas antes da adoção de quaisquer medidas 

legais, que deverão ser tomadas, repita-se, em coordenação entre os Estados, sob 

pena de ineficácia. 



 

de concessão. Qualquer tentativa de se transmitir informações por 

meio de rádio, sem autorização, implica a imediata apreensão do 

equipamento por parte das autoridades responsáveis pela 

fiscalização, além de outras sanções. 

Inegável dizer que se vive hoje, com a internet, um período de 

liberalidade. Porém os movimentos para a regulamentação do setor 

são muito grandes. É o momento, portanto, de se buscar uma 

resposta à questão sobre o que se pretende com a internet. Trata-se de 

serviço público? O Estado poderá controlar os seus usuários e os 

conteúdos que são postos à disposição por eles? Em que medida? De 

que forma? Ao refletir sobre as possíveis escolhas que se apresentam 

em relação à internet, Tercio Sampaio Ferraz Junior traz as seguintes 

observações: 

Em um dos capítulos da obra coletiva Der neue Datenschutz 

[...], John Borking utiliza-se de um método por ele denominado 

―técnica dos cenários‖ para propor instigantes prognósticos sobre o 

futuro das sociedades informatizadas, a partir de duas hipóteses 

chamadas em seu texto de ―big brother‖ (Estado policial forte) e 

―little sister‖ (Estado enfraquecido), tendo em vista o mundo 

contemporâneo da comunicação de dados. 

No cenário big brother, a partir do problema de combate à 

criminalidade digital (por exemplo, a lavagem de dinheiro), pode-se 

imaginar, no futuro, um Estado altamente controlador das 

comunicações por meios eletrônicos, por meio de instrumentos como 

a redução do homem a um número único, capaz de identificá-lo em 

todos os seus documentos civis e criminais. Nesse cenário, contra a 

ineficiência de uma organização fundada na tripartição dos poderes, 

cresceria o poder de gestão administrativa, possibilitando a 

instantaneidade da imposição de multas, de tributos, de medidas 

preventivas. Em conseqüência, teríamos um clima social de grande 

conformismo, com a redução da esfera privada e uma certa 

dissolução do indivíduo em seu papel de cidadão, em troca de uma 

versão abstrata de cidadania. 

No cenário little sister, haveria uma espécie de privatização 

das funções estatais de controle, pela progressiva comercialização 

dos serviços públicos, inclusive e especialmente no que se refere a 



 

bancos de dados, tendo por conseqüência um enfraquecimento do 

poder constituído no combate à criminalidade digital, cuja prevenção 

se tornaria de interesse de grupos sociais e não da coletividade. Com 

isso teríamos um certo clima social de apatia, com formação de 

verdadeiras 'seitas' eletrônicas, para não dizer ―máfias‖ e, em 

decorrência, o aparecimento de uma nova divisão de classes: os 

(eletronicamente) informados contra os desinformados. 

Nesses cenários, que muito têm de um ―admirável mundo 

novo‖, coloca-se o foco de luz, vindo do futuro para o presente, sobre 

a necessidade atual de pensar (ou repensar) o tema da liberdade, na 

medida em que a proteção da espontaneidade individual (livre 

iniciativa, sigilo) contrapõe-se ao interesse público (transparência, 

direito à informação, repressão ao abuso de poder) de forma 

imprecisa, ora pendendo para o fechamento do círculo protecionista 

em torno do indivíduo (sigilo bancário, sigilo de dados como 

garantias radicais), ora para o devassamento por meio da autoridade 

burocrática (legitimação de investigações administrativas sem 

acompanhamento ou mesmo autorização judicial). (FERRAZ JR., 

T.S.: 2001, p. 241-242) 
12

 

Ainda há muito que ser refletido quanto ao modelo que se 

pretende adotar para a regulamentação normativa no âmbito da 

internet, o que envolverá desde questões filosóficas que passarão 

pela interpretação do alcance de direitos individuais como a 

liberdade e, a partir daí, tomar-se-á essas reflexões como guia para a 

implementação, no caso do uso governamental da tecnologia digital, 

de ferramentas de governo eletrônico, democracia digital e tudo o 

quanto puder ser aplicado neste âmbito. 
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O fluxo de informações pessoais no governo eletrônico 

Danilo Doneda 

 

 Uma das possíveis enunciações do tema do governo 

eletrônico é aquela que o identifica como a utilização das tecnologias 

da informação para potencializar o intercâmbio de informações entre 

o governo e os cidadãos, bem como entre braços do governo, com 

finalidades que vão desde a transparência até a maior eficiência 

administrativa. Diversas outras vantagens podem ser mencionadas, 

como a desburocratização no acesso aos serviços públicos, um 

melhor planejamento administrativo, por exemplo. 

 O papel fundamental da informação no governo eletrônico faz 

com que não se possa prescindir da consideração de que grande parte 

da informação tratada é constituída por informações pessoais 

referentes aos cidadãos. Tais informações, se por um lado podem 

aproximar o governo das reais necessidades da população bem como 

tornar possíveis uma grande série de serviços, tem como pressuposto 

a formação de uma série de bancos de dados pessoais. Conforme será 

observado, a mera existência de bancos de dados pessoais representa 

um determinado risco à privacidade e à própria liberdade dos 

cidadãos, dado que as informações nele constantes podem ser 

utilizadas de forma abusiva para o controle, vigilância e 

discriminação, lesando uma série de direitos e expectativas que, sem 

os bancos de dados, restariam incólumes.  

 Chama-se a atenção, portanto, para a necessidade de 

equilibrar a atividade de tratamento de dados no governo eletrônico 

por garantias individuais modernas e eficazes que enfoquem 

justamente as modalidades de tratamento de dados pessoais a serem 

consideradas lícitas e que, ao mesmo tempo, estabeleçam 

instrumentos de acesso e controle para o cidadão. 

 A proteção de dados pessoais é o passo final de uma 

tendência à modernização dos paradigmas clássicos do direito à 

privacidade. A privacidade, em sua enunciação mais comum, evoca 



 

diretamente o da do segredo. O direito à privacidade em si, como é 

geralmente entendido, refere-se à proteção de uma esfera privada dos 

olhares alheios, aludindo diretamente à exclusão, ao isolamento, à 

tranqüilidade. 

 O governo eletrônico, por sua vez, pauta-se, em uma série de 

seus serviços e aplicações, pelo paradigma da transparência. Em 

parte, a informação em mãos do Estado é considerada pública e, 

portanto, passível de conhecimento generalizado, ao mesmo tempo 

que a amplitude deste conhecimento é justamente uma das 

finalidades e objetivos a serem alcançados. A tensão entre a 

expectativa de privacidade em relação aos dados pessoais e a 

necessidade de transparência nas atividades relacionadas ao governo 

eletrônico revela-se em várias iniciativas que, embora viáveis do 

ponto de vista técnico e abonadas soba a perspectiva tecnocrática, 

apresentam-se como potencialmente arriscadas do ponto de vista da 

privacidade e da própria dignidade do cidadão. 

 O direito à privacidade, aliás, adquiriu novas características 

justamente por conta da utilização crescente das tecnologias da 

informação, e quem as utilizou em um primeiro foram justamente os 

governos. A passagem do direito à privacidade até a proteção de 

dados pessoais, portanto, tem no governo - e, porque não, no gverno 

eletrônico, um de seus principais atores. Como um exemplo, as 

primeiras leis de proteção de dados pessoas surgiram no início da 

década de 1970 justamente como uma reação à tendência que então 

parecia quase como um fato, um dado do destino - de que os 

computadores iriam ser a peça principal de gigantescos bancos de 

dados a serem estruturados pelos estados com o fim de obterem 

maior eficácia administrativa e, eventualmente, projetar um maior 

controle social. Algumas das primeiras e maiores iniciativas do 

gênero foram o National Data CenterI norte-americano, ou o sistema 

SAFARI (Système Automatizé pour les Fichiers Administratifs et le 

Répertoire des Individus), ambas rechaçadas após intensa oposição 

de setores que chamavam a atenção para a disparidade de poderes 

que as medidas iriam estabelecer entre o cidadão e o Estado. A nova 

divisão de poderes estabelecida pela Sociedade da Informação 



 

tornou-se, nestas discussões, pela primeira vez um elemento de 

destaque. 

 Não obstante, a disseminação de métodos informatizados de 

tratamento de informação pessoal fez com que bancos de dados 

pessoais disseminassem-se com rapidez. Em 1983, o Tribunal 

Constitucional Alemão reconheceu a existência em seu rdenamento 

de um ―direto à autodeterminação informativa‖, reconhecendo que o 

cidadão teria o poder de decidir se, quando e como seriam utilizadas 

as suas informações pessoais e que seriam necessários instrumentos 

para garantir a eficácia destes direitos. 

 Nesta nova perspectiva, a privacidade afasta-se de seus 

pressupostos de origem, marcadamente individualistas, para 

consolidar-se em uma garantia de diferente grau, funcionado quase 

que como um verdadeiro pressuposto para o efetivo gozo de outros 

direitos e como uma proteção contra o controle, a classificação, a 

vigilância e a discriminação. Tanto é assim que documentos 

legislativos como a Constituição de Portugal passaram a tratar 

diretamente do tema da utilização da informática no sentido de 

estabelecer certas restrições em prol da própria liberdade pessoal, 

como por exemplo no momento em que impede a atribuição de um 

número de identidade único aos cidadãos portugueses ou quando 

estabelece um regime de proteção específica para os dados sensíveis. 

 Dentro deste ambiente, as novas leis de proteção a dados 

pessoais que surgiam a partir da década de 1970 apresentaram a 

tendência de estruturar-se em torno de um conjunto de regras e 

princípios relativamente comuns. A primeira fonte cuja influência foi 

mais marcante neste sentido foi a dos Fair Information Principes, 

elaborados pelo Departamento de Saúde, Educação e Bem-Estar 

norte americano no início da década de 1970. Tais princípios 

formaram a espinha dorsal de algumas leis que lhe foram sucessivas 

e, principalmente, foram em grande parte recepcionados por alguns 

dos documentos ulteriores de uniformização legislativa mais 

influentes.  

 Tais princípios, em um rápido aceno, tratam basicamente da 

(i) transparência da existência dos bancos de dados; (ii) da exatidão, 



 

veracidade e atualização dos dados pessoais; (iii) da necessidade de 

que os dados sejam recolhidos para uma determinada finalidade e 

que sejam utilizados somente para este fim; (iv) que o cidadão tenha 

livre acesso a seus dados armazenados em bancos de dados; e (v) que 

os dados estejam física e logicamente protegidos e seguros em 

relação a tentativas de acesso, seja físico como lógico, não 

autorizados. 

 Nas décadas seguintes, tais princípios passaram a ser 

encontrados com razoável constância nas legislações de diversos 

países. No panorama europeu, esta tendência foi mais acentuada por 

conta da influência de dois documentos normativos em particular: a  

Convenção n. 108 do Conselho da Europa (Convenção para a 

Proteção de Indivíduos com Respeito ao Processamento 

Automatizado de Dados Pessoais) e a Diretiva 95/46/CE (relativa à 

proteção das pessoas singulares no que diz respeito ao tratamento de 

dados pessoais e à livre circulação destes dados), ambas formando a 

base do que hoje pode ser considerado como um modelo europeu de 

proteção de dados pessoais. 

 O ordenamento jurídico brasileiro não andou em direção 

análoga, no sentido que os problemas referentes aos dados pessoais 

foram tratados sem que exista uma lei geral que realize a sua tutela. 

Não obstante, o Brasil detém uma espécie de primazia dentro do 

subcontinente por ter previsto, na Constituição de 1988, uma ação 

constitucional de Habeas Data para garantir o direito ao acesso e à 

retificação de dados pessoais constantes em bancos de dados. A 

mesma Constituição previu, em seu art. 5
º
, incisos X e XII, a 

proteção da intimidade, da vida privada e também do sigilo das 

comunicações de dados dentro da esfera dos direitos e garantias 

individuais. A Constituição também menciona neste artigo o papel de 

primeira ordem desempenhado pelo direito do consumidor como 

uma garantia fundamental, lançando os alicerces para a Lei 8.078/09 

(Código de Defesa do Consumidor), em cujo artigo 43 encontra-se o 

esquema básico de proteção aos bancos de dados de proteção ao 

crédito. Estes são, em apertada síntese, os pilares normativos 

fundamentas da proteção de dados pessoais no ordenamento jurídico 

brasileiro. 



 

 A ação de Habeas Data fornece a garantia de acesso de todo 

cidadão às informações a seu respeito em bancos de dados de caráter 

público. A ação foi idealizada como uma ferramenta apta a garantir, 

após o fim do regime militar consolidado com a Constituição de 

1988, uma ferramenta para proporcionar a busca em arquivos das 

forças de ordem relativos aos perseguidos por motivos políticos. Não 

foi, propriamente, uma ação que levou em conta a crescente 

complexidade do problema da informação e da proteção de dados 

pessoais - tanto que, apesar de sua inegável influência em território 

latino-americano, dificilmente pode-se dizer que ela tenha 

inaugurado um modelo ou mesmo uma tendência em torno de um 

modelo jurídico autônomo para a proteção de dados. Outros países 

no sub-continente, como a Argentina, espelharam-se em alguns 

aspectos da experiência brasileira - como a natureza constitucional da 

ação, em tudo assemelhada ao seu amparo - para, a partir daí, 

desenvolvê-la em um sentido próprio, no caso com maior ênfase em 

seus aspectos de direito objetivo, tornando-a mais assemelhada à 

experiência européia nesta área. Esta diferença acentuou-se mais 

ainda pela parca efetividade da ação, que se ressente de obstáculos 

estruturais que não promovem o seu uso mais difundido, suscitando 

que autores como Luís Roberto Barroso declarem que sua eficácia é, 

no fundo, meramente simbólica. 

 A parca utilização da ação de Habeas Data e o fato de que as 

previsões mais modernas presentes no Código de Defesa do 

Consumidor sejam, no fundo, essencialmente setoriais, pois voltadas 

à tutela do consumo e particularmente para a regulação da atividade 

de fornecimento de informações creditícias, somada à ausência de 

uma norma geral que regule a proteção de dados pessoais no Brasil, 

chama a atenção para o estado incipiente dos dados pessoais no 

ordenamento brasileiro. Pode-se também se chegar a idêntica 

constatação abstraíndo-se tais dados e concentrando-se meramente na 

análise de certas iniciativas que estão sendo tomadas, cujas 

conseqüências passam diretamente pela estruturação de bancos de 

dados pessoais de grandes dimensões ao arrepio de considerações 

mais aprofundadas a respeito dos instrumentos de proteção destas 

informações e das pessoas às quais estas se referem. Algumas destas 



 

iniciativas, como exemplo, seriam a disseminação de métodos 

biométricos para a identificação pessoal nas mais diversas esferas, 

como por exemplo na identificação dos eleitores através de sua 

impressão digital, em um processo que está em desenvolvimento 

pelo Tribunal Superior Eleitoral e que resultará em um colossal 

banco de dados com dados biométricos de todos os eleitores 

brasileiros. Outro é o sistema SINIAV (Sistema de Identificação 

Automática de Veículos), que se propõe a monitorar com precisão o 

tráfego da frota veicular em todas as vias públicas brasileiras - 

resultando, igualmente, em um enorme banco de dados com as 

informações referentes à localização de cada automóvel brasileiro em 

cada momento. Ainda há outros problemas de considerável 

gravidade, como a obrigatoriedade do fornecimento do diagnóstico 

médico sobre um paciente quando da requisição de um exame a ser 

custeado pelo seu plano de saúde suplementar, no novo formulário 

TISS (Troca de Informações em Saúde Suplementar), ou mesmo a 

criação do número de identidade único, de acordo com a Lei 

9.454/97. A utilização de informações pessoais pelo governo através 

de iniciativas como as citadas, vem crescendo sem que haja uma 

respectiva acentuação dos institutos e das ferramentas à disposição 

do cidadão para fiscalizar e zelar para que tais dados não acabem por 

desequilibrar a delicada relação de poderes entre Estado e cidadão, o 

que tornaria possível até mesmo uma deriva no equilíbrio 

democrático. 

 A ausência de uma discussão mais aprofundada sobre o tema 

denota o que pode ser uma certa ―ausência de anticorpos‖ contra os 

riscos inerentes ao processamento automatizado de informações 

pessoais. Um exemplo a ser acrescentado a este panorama é o fato de 

que o Supremo Tribunal Federal pronunciou-se negativamente a 

respeito da existência de um direito fundamental à proteção de dados 

pessoais em ocasião em que se questionava sobre a natureza da 

proteção a dados pessoais armazenados em computador. A garantia 

constitucional, para a Corte, ficaria restrita  às situações nas quais a 

informação estivesse sendo comunicada, e não àquelas em que esta 

estaria estática. 



 

 Conclui-se, por fim, pela necessidade da atualização da 

garantia do Habeas Corpus - a garantia por excelência da liberdade 

pessoal - ao seu equivalente na Sociedade da Informação, qual seja 

uma eficaz garantia sobre os aspectos informacionais da vida de uma 

pessoa, na forma de um Habeas Data eficaz e condizente com a 

amplitude e complexidade do problema da informação pessoal na 

Sociedade da Informação. 
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Resumo: O advento da sociedade do conhecimento impõe uma 

demanda progressiva de modernização sobre os governos, dos quais 

requer mais transparência e efetividade. Este artigo sumaria os 

princípios de uma arquitetura tecnológica para projetos e-gov que 

favorece a transparência e a efetividade e fundamenta iniciativas 

como o Portal Inovação, o Portal SINAES e a Plataforma Lattes. 

Discutem-se brevemente os resultados alcançados e perspectivas. 

Palavras-chave: Arquitetura e-gov; Portal Inovação, Portal 

SINAES; Sistema nacional de inovação; Sociedade do 

conhecimento; Mercado da informação 

1. A informação e o conhecimento na economia e na sociedade 

A economia clássica e a neoclássica, contemporâneas da 

sociedade industrial, reconhecem os recursos naturais, o trabalho e o 

capital como fatores de produção. Adam Smith (1971, p. 20-23) os 

apresenta como ―partes componentes do preço das commodities‖. A 

chamada ―economia do conhecimento‖, termo disseminado por 

Drucker (1992, p. 263), postula para o conhecimento o status de fator 

de produção. 

 Enquanto a sociedade industrial tinha no capital e no trabalho 

seus principais fatores de produção e baseava suas relações na 

hierarquia, a sociedade do conhecimento tem como principal fator de 

produção o conhecimento e depende de networking e negociação. 

Essas características têm rebatimento sobre a forma de coleta, 

armazenamento e disseminação da informação. Agentes 



 

governamentais com inspiração autoritária coagem o cidadão a 

fornecer informação (Figura 1); gestores públicos esclarecidos 

conquistam a cooperação do cidadão oferecendo-lhe em troca 

serviços de alta qualidade e informação de alto valor agregado. 

 
Figura 1. A cama de tortura

13
. Literal ou figuradamente, governos medievais, 

modernos ou contemporâneos privilegiaram o uso da força para obter informação 

do cidadão 

 O esclarecimento do gestor público depende de uma 

compreensão sobre a dinâmica do mercado da informação e do 

conhecimento. Ao contrário dos mercados de bens materiais, a oferta 

de informação cria sua própria demanda (Google e YouTube são 

exemplos ilustrativos dessa lógica). Logo, um gestor público 

esclarecido trabalha pela integração das informações manipuladas 

por sua instância governamental às necessidades e ofertas de 

informação de outras instâncias. A fragmentação gera excesso de 

informação de baixa qualidade. A integração leva à racionalização e, 

principalmente, à abundância de informação confiável e de alto valor 

agregado. 

No contexto do governo eletrônico ou e-gov, um gestor 

esclarecido reconhece que o papel do governo no sistema nacional de 

inovação (SNI, Figura 2) não é o de apegar-se a uma visão estreita, 
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limitada aos processos da agência que comanda, mas o de agente 

coadjuvante em um sistema complexo que inclui outros atores – 

inclusive governamentais, mas principalmente empresas privadas, 

instituições de ensino e pesquisa e entidades agregadoras, todos esses 

compostos por cidadãos. 

 

 
Figura 2. Sistema nacional de inovação (OECD, 1999). [Tradução do autor] 

 O papel do governo – em especial, do governo eletrônico – na 

sociedade do conhecimento é discutido em maior detalhe por 

Pacheco, Kern e Steil (2007). A próxima seção delineia uma 

arquitetura tecnológica para projetos e-gov que favorece a 

transparência e a efetividade do governo. 

2. Uma arquitetura para projetos e-gov 

Na era industrial, as aplicações computacionais isoladas 

levaram ao desafio da integração de sistemas intra-organizacionais. 
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A solução (TSICHRITZIS; KLUG, 1978) tratou de dividir trabalho, 

integrar dados e separar programas, dados e metadados, entre outras 

características. Essa solução, entretanto, contava com a existência de 

uma autoridade superior suficientemente próxima do problema e 

habilitada a determinar a integração. Na era do conhecimento, a 

autoridade superior, quando existe, está distante do problema. No 

governo, em especial, a solução requer a cooperação de diversas 

agências. 

 Além da cooperação de instâncias governamentais, projetos 

e-gov bem-sucedidos devem adotar padrões internacionais e 

considerar as demandas de informação de todos os atores do SNI, 

mas isso não implica impor a uma agência a adoção de uma 

tecnologia específica ou a mudança radical de seus processos 

(PACHECO; KERN, 2003). 

 A arquitetura tecnológica que embasa a concepção de 

diversas iniciativas e-gov bem sucedidas, tais como o Portal 

Inovação (www.portalinovacao.mct.gov.br), o Portal SINAES 

(sinaes.inep.gov.br/sinaes) e a Plataforma Lattes (lattes.cnpq.br), 

prescreve a construção progressiva de quatro camadas tecnológicas 

(PACHECO; KERN; STEIL, 2007): 

 Camada-base – Unidades de Informação: Trata dos esquemas 

de representação da informação e da semântica do domínio 

do negócio. A construção desses esquemas com o consenso 

de comunidades representativas dos interessados enseja que 

sistemas aplicativos construídos com o uso desses esquemas 

possam intercambiar informação usando os esquemas como 

referência comum. 

 Segunda camada – Fontes e Sistemas de Informação: Trata 

dos sistemas e repositórios para coleta, tratamento e 

armazenamento da informação representada de acordo com as 

unidades de informação predefinidas. 

 Terceira camada – Portais e Serviços Web: Trata da 

apresentação de informações na web, com serviços de busca e 

atualização dinâmica da informação. Inclui repositórios de 

informação analítica, preprocessada a partir das informações 

coletadas pelos sistemas da segunda camada. 



 

 Camada-topo – Agentes e Sistemas de Conhecimento: Trata 

dos sistemas de conhecimento projetados para gerar novas 

informações e conhecimentos a partir das unidades de 

informação, sistemas de informação e portais na web. 

 Essa arquitetura, por adotar os princípios e camadas 

tecnológicas descritos, favorece a transparência e a coerência (não-

redundância) da informação, promovendo, por conseqüência, a 

racionalidade dos processos e gerando novas informações e 

conhecimentos, inclusive em nível estratégico. A próxima seção 

descreve brevemente os projetos e-gov citados. 

3. Plataformas de informação e conhecimento em e-gov 

Os 3 projetos e-gov descritos a seguir foram concebidos e 

desenvolvidos pela equipe de pesquisadores do Instituto Stela 

(www.stela.org.br) a partir da arquitetura apresentada. A Plataforma 

Lattes (1998-2004), patrocinada pelo CNPq (Conselho Nacional de 

Desenvolvimento Científico e Tecnológico), resultou em mais de 100 

artefatos, dos quais o mais conhecido é o Sistema de Currículo 

Lattes. Lançado em 16 de agosto de 1999, herdou uma base de 35 

mil currículos importados e traduzidos a partir de formatos 

incompatíveis entre si. Desde o lançamento, a base curricular 

mantém um crescimento quadrático, como mostra a Figura 3.  

 O crescimento exponencial da base curricular não se explica 

pela qualidade do software, condição necessária, nem pelo 

atendimento aos processos do CNPq ou à comunidade científica 

demandante de recursos da agência – correspondente a uma pequena 

fração dos cerca de 1,43 milhões de currículos (janeiro de 2009). A 

adoção generalizada do currículo Lattes se deve ao fato de servir, em 

maior ou menor grau, a todos componentes do SNI e a diversos 

elementos do ambiente, favorecendo ou mesmo viabilizando algumas 

das ligações entre componentes (ou destes com o ambiente), ligações 

essas apenas esboçadas na Figura 1 e descritas em detalhe em 

(OECD, 1999). 



 

 
 

Figura 3. Evolução quadrática do tamanho da base curricular brasileira na 

Plataforma Lattes 

 O Portal SINAES (2005-2006) reúne informações sobre a 

educação superior brasileira e os serviços e processos relativos à sua 

avaliação. É resultado de um projeto contratado pelo Instituto 

Nacional de Estudos e Pesquisas Educacionais Anísio Teixeira 

(INEP). Um dos módulos usa programação matemática para 

selecionar avaliadores de instituições e cursos superiores a partir de 

critérios objetivos, com 43 indicadores produzidos a partir dos 

currículos Lattes dos pesquisadores candidatos a avaliador. 

 O Portal Inovação (desde 2004) é um serviço de governo 

eletrônico promovido pelo Ministério da Ciência e Tecnologia 

(MCT), resultado da parceria público-privada envolvendo o Centro 

de Gestão e Estudos Estratégicos (CGEE), a Agência Brasileira de 

Desenvolvimento Industrial (ABDI) e o Instituto Stela. Tem por 

objetivo estabelecer um espaço de interação e cooperação 

tecnológica entre os atores do SNI e servir à gestão da informação e 

do conhecimento em inovação. 



 

 Pacheco, Kern e Steil (2007) descrevem as 4 camadas da 

arquitetura e-gov que embasa os projetos aqui descritos e citam 

artefatos resultantes em cada camada de cada projeto. Este artigo 

aponta alguns artefatos, ilustrados na Figura 4, com o fim de delinear 

a diversidade de aplicações resultantes e sugerir o potencial de 

serviço ao cidadão presente nesses projetos. 

 

          

 
 (a)                                      (b)                                 (c)                                   (d) 

Figura 4. Ilustração de alguns artefatos das plataformas e-gov descritas 

 As ilustrações na Figura 4 são: (a) um mapa do conhecimento 

(Portal Inovação) que identifica os produtores de conhecimento em 

certa temática e a identidade temática entre suas produções; (b) o 

perfil curricular de palavras-chaves e suas freqüências, estrutura 

fundamental para a organização das buscas do Portal Inovação e para 

implementar concept clouds (nuvens de conceitos) associadas a 

entidades (pesquisadores, instituições etc.); (c) seção da página web 

do pesquisador na Plataforma Lattes, com links que promovem a 

transparência da informação – para o histórico de financiamentos 

obtidos pelo pesquisador no CNPq, os grupos de pesquisa aos quais é 

filiado, os projetos que tem registrados na base Prossiga do MCT, os 

artigos que tem publicados em revistas das bibliotecas científicas 

SciELO e Medline e, finalmente, as patentes e registros que possui 

registrados no Instituto Nacional da Propriedade Industrial (INPI); 

(d) gráfico da produção intelectual por tipo e quantidade, módulo do 



 

aplicativo Sistema de Currículo Lattes off-line. Essas aplicações têm 

em comum a oferta de informação de alta qualidade ao fornecedor 

dessa informação e à sociedade. 

4. Considerações finais 

Este texto discutiu brevemente a dinâmica do mercado da 

informação e do conhecimento e o papel do e-gov no SNI, bem como 

a compreensão necessária aos gestores públicos sobre esses temas, 

para que o tratamento dado à coleta, armazenamento e disseminação 

da informação seja pautado por uma visão esclarecida. Foi delineada 

a arquitetura tecnológica que fundamenta vários projetos e-gov bem-

sucedidos, tomando como exemplos o Portal Inovação, o Portal 

SINAES e a Plataforma Lattes. Essa arquitetura é fundamentada na 

construção de esquemas de informação por consenso, na adoção de 

padrões, no atendimento dos interesses dos diversos atores do SNI, 

na alta visibilidade e transparência da informação e na construção de 

novas informações e conhecimentos de alto valor agregado a partir 

da informação coletada. Os resultados alcançados são evidência da 

contribuição dessas plataformas e-gov para a construção da 

sociedade do conhecimento e ensejam sua ampliação em escala 

global, como se pode detectar em iniciativas como a Rede 

Internacional de Fontes de Informação e Conhecimento para a 

Gestão da Ciência, Tecnologia e Inovação (www.scienti.net) e 

acordos decorrentes, tais como a interoperabilidade com a iniciativa 

européia CERIF (PACHECO et al., 2006). 
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Ricardo Sebastián Piana
*
 

r_piana@yahoo.es 

 

América Latina se debate entre el éxito de más de dos 

décadas de democracia y una persistente crisis que puede afectarla.  

En la actualidad, casi todas las instituciones gubernamentales 

experimentan un decremento en su capacidad de gobernar: hay un 

divorcio entre los problemas que los ciudadanos reclaman resolver y 

la capacidad institucional para enfrentarlos.  

Es tal vez el Parlamento la institución democrática que 

atraviesa la más crítica situación, caracterizada por la pérdida de 

prestigio social y de preeminencia en relación con los otros Poderes 

del Estado. El Parlamento ha nacido como un órgano encargado de 

limitar el poder del Gobierno, pero hoy, su función legislativa ha 

pasado a ocupar el primer plano. De ahí que en esquemas de 

democracias delegativas, como las nuestras, la efectividad de las 

funciones de representación y control originales del Parlamento son 

primordiales para su legitimidad.  

¿Cómo reconstruir esa legitimidad? Recuperando la 

capacidad de acción, control e identificación de las necesidades, 

demandas y expectativas tan necesarias para la representatividad. Las 

nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) 

pueden ser una herramienta esencial para ello porque pueden crear 

nuevos canales de comunicación, habilitar mecanismos participativos 

propios de la democracia semidirecta y aumentar la velocidad en la 

difusión de los actos de gobierno a toda la población y a muy bajo 

costo.  
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En América Latina, los Parlamentos – que se encuentran en el 

centro de la crisis de la representación – han encarado procesos de 

reforma utilizando intensivamente las tecnologías a través de 

políticas públicas de transparencia y rendición de cuentas. Pero, 

¿cuál es el compromiso de los políticos con los nuevos canales 

democráticos que propician las TIC? 

Para responder a esta pregunta, analizamos el uso de las TIC 

en los poderes legislativos del MERCOSUR, a nivel nacional, 

buscando explorar qué usos se le da a la tecnología, cuál es su fin y 

cuál es el compromiso de los legisladores con estas nuevas 

herramientas. Entendemos que la comprensión de los usos que hoy 

realizan los legisladores nacionales con las TIC tendrá consecuencias 

sobre el futuro funcionamiento del Parlamento del MERCOSUR. 

El envío de correos electrónicos de testeo a funcionarios es 

una herramienta metodológica ya utilizada en estudios de similares 

características y con excelentes resultados para medir el uso real más 

allá del declarado. 
14

  

La primera experiencia fue realizada en 2007. En primer 

lugar, se realizó una encuesta a través del envío de un correo 

electrónico, La primera experiencia fue realizada en 2007. En primer 

lugar, se realizó una encuesta a través del envío de un correo 

electrónico, identificado como e-mail 1, que fuera enviado a las 

direcciones de los legisladores indicadas en las propias páginas Web 

oficiales. El correo contenía diez preguntas para que el legislador 

expresara, en el marco de una investigación acerca del uso de las 

                                                 
14

 Con el objeto de verificar la validez de esta herramienta, hemos ya realizado esta 

misma prueba con los legisladores de la Provincia de Buenos Aires, República 

Argentina, cuyo resultado derivó en una publicación titulada ―Un Estudio Práctico 

sobre Participación y Tecnologías: El Uso de las TIC en el Poder Legislativo de la 

Provincia de Buenos Aires‖ que apareció en una revista científica de especialidad 

en la materia (Revista de Derecho Informático No. 088 de Noviembre del 2005). 

Dicho estudio fue posteriormente actualizado con nuevos datos y derivó en un 

capítulo de libro ―En pos (de parecer) moderno. Transparencia y accountability con 

las TIC en el Poder Legislativo de la Provincia de Buenos Aires‖, en Políticas 
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nuevas Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y su 

relevancia como nueva herramienta para fortalecer los mecanismos 

de participación democrática, sus opiniones al respecto. En ese 

correo se le solicitaba información acerca del uso personal de las 

TIC, cantidad de correos electrónicos que recibe y contesta, 

definiciones sobre gobierno electrónico y democracia electrónica e 

importancia que cada uno asigna a ciertas temáticas consideradas 

como esenciales para el desarrollo del gobierno electrónico. Un 

aspecto destacable – y poco analizado – es el relevamiento de la 

opinión que sobre estos temas tienen los miembros del Poder 

Legislativo. En una de las preguntas (pregunta 10), se requería que 

calificara de 1 a 5, donde 1 era ―nada importante‖ y 5 ―muy 

importante‖, la importancia de los siguientes temas para el desarrollo 

del gobierno electrónico: a) la existencia de accesos gratuitos; b) 

marco jurídico apropiado; c) fuerte implicancia del gobierno; d) 

cooperación dentro de la Administración; e) prestar servicios 

electrónicos; f) costos de la tecnología; g) respuesta ciudadana; h) 

enseñanza de informática; i) más presupuesto para servicios 

electrónicos.
15

 

Por otro lado, utilizando igual herramienta metodológica, se 

envió otro correo electrónico a cada legislador, identificado como e-

mail 2, en este caso con nombre supuesto, sobre la base de una 

pregunta de un ciudadano común para controlar porcentaje y tiempo 

de respuesta. 

El mensaje era personal y no se comunicaba que se había 

enviado igual mensaje al resto de los colegas. La pregunta era 

sencilla y no requería mucho tiempo ni esfuerzo contestarla: se 

solicitó que informe en qué página Web era posible conseguir la 

legislación aprobada por ese Parlamento.
16
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octubre de 2006. 
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 Dichos correos fueron enviados entre enero y marzo de 2007.  



 

Con el correo electrónico identificado como e-mail 1 se quiso 

conocer cuál era la opinión de los miembros de los Poderes 

Legislativos del MERCOSUR respecto a ciertos temas relacionales 

con las tecnologías y la democracia. 

  El porcentaje de correos contestados fue verdaderamente 

desalentador. En efecto, de los más de mil trescientos correos 

electrónicos enviados, sólo once tuvieron respuesta, cifra que da un 

resultado inferior al uno por ciento de correos contestados (ver 

Cuadro 1).  

Cuadro 1 – Resultados relevamiento – e-mail 1 

  Argentina Brasil Paraguay Uruguay Venezuela TOTAL 

  

  

CAMARA 
DIPUTADOS 

  

  

enviados 256  

(100 %) 

512  

(100 %) 

60  

(100 %) 

99 

(100 %) 

1093  

(100 %) 

166  

(100 %) 

contestados  1 (0,39 %) 3  (0,58 %)  2 (3,33%) 4 (4,04%)    10 
(0,91%) 

0 (0 %)  

  
CAMARA 

SENADORES 

  

  

enviados 72 (100%) 81 (100%) 46 (100%) 30 (100%) 229 (100%)   

contestados  0 (0 %) 0 (0  %)  1 (2,17 %) 0 (0%)   1 (0,43%) 

TOTAL 

enviados 328  
(100 %) 

593  
(100 %) 

106  
(100 %) 

129  
(100 %)  

1322 
(100 %) 

 

166  
(100 %) 

contestados 1 (0,30 % ) 3 (0,50 %) 3 (2,83 %) 4 (3,10 %) 11 (0,83%) 

 

 0 (0 %) 

Fuente: Elaboración propia. 

Los legisladores nacionales de los países del MERCOSUR 

que más correos contestaron – en términos absolutos y porcentuales 

– fueron los de Uruguay, siguiendo los de Paraguay, Brasil y 

Argentina. Ningún legislador  de Venezuela contestó el correo 

electrónico que requería información acerca del uso de las 

tecnologías y democracia. Salvo el caso de un senador por Paraguay, 

el resto fue contestado por diputados. Diez de los once correos 



 

fueron contestados por varones.
17

 El bajo porcentaje de respuestas no 

nos permite inferir consideraciones sobre la opinión de los 

legisladores de los Congresos de los Estados miembros del 

MERCOSUR. Sin embargo, del contenido de las respuestas positivas 

se desprenden interesantes resultados.
 18

 

Sólo uno de los trescientos veintiocho legisladores que 

integran el Congreso de la República Argentina contestó. El diputado 

que respondió por Argentina expresó que la democracia electrónica 

es ―Un gobierno necesario y efectivo‖, esto eso, asoció las TIC a la 

eficacia. Respecto de la valoración de la importancia de los temas 

consultados para el desarrollo del Gobierno Electrónico, todos los 

temas fueron valorados con el máximo puntaje, salvo el tema 

―Prestar servicios electrónicos‖ con una calificación de 2 puntos, con 

lo cual resulta difícil discriminar la importancia relativa de los temas.  

En cuanto a la importancia de los temas para desarrollo del 

gobierno electrónico, el promedio de respuesta es similar en los tres 

legisladores. Tal como se desprende de las respuestas detalladas en el 

Cuadro 2, la enseñanza de informática es un tema de máxima 

importancia para los tres mientras que, en promedio, la cooperación 

dentro de la Administración aparece como el tema menos importante.  

 

Cuadro  2 – Promedio del resultado de la pregunta 10 - e-mail 1 
Importancia de los siguientes 

temas para el desarrollo del 

Gobierno Electrónico 

Promedio 

Brasil 

Promedio 

Uruguay 

Promedio 

Paraguay 

Promedio 

Argentina 

PROMEDIO 

MERCOSUR 

La existencia de accesos 
gratuitos: 

2,33 3,2 4,33 5 3,72 
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 Hay que aclarar, de todas formas, que la participación de las mujeres en los 

Parlamentos de los Estados miembros del MERCOSUR es menor al tercio. 
18

 Destacamos en este lugar que, de los pocos legisladores que contestaron, la 

mayoría de ellos no lo hizo respecto de algunas preguntas, tales como la cantidad 

de correos recibidos o el uso dado a Internet. Preguntas, como estas, especialmente 

la última, tenían gran importancia pero lamentablemente, atento a los escasos 

resultados obtenidos en estas preguntas, preferimos no inferir conclusiones 

generales.  



 

Importancia de los siguientes 

temas para el desarrollo del 

Gobierno Electrónico 

Promedio 

Brasil 

Promedio 

Uruguay 

Promedio 

Paraguay 

Promedio 

Argentina 

PROMEDIO 

MERCOSUR 

Marco Jurídico apropiado: 3,00 2,6 4,67 5 3,82 

Fuerte implicancia del 
gobierno: 

3,00 3,2 3,33 5 3,63 

Cooperación dentro de la 

Adm: 
3,33 2,2 3,67 5 3,55 

Prestar servicios electrónicos: 2,67 1,4 4,00 2 2,52 

Costos de la tecnología: 4,00 3,6 4,67 5 4,32 

Respuesta ciudadana: 3,33 3,6 4,33 5 4,07 

Enseñanza de informática: 4,33 3,8 5,00 5 4,53 

Más presup. para servicios 

elect. 
4,33 3 4,33 5 4,17 

 

PROMEDIO 

 

3,37 2,96 4,26 4,67 

Fuente: Elaboración propia. 

Respecto del segundo ejercicio, el envío del e-mail 

identificado como 2 donde se le requería información al legislador, 

los resultados fueron mejores, aunque aún muy por debajo de lo 

esperado. En efecto, de los mil trescientos veintidós correos 

electrónicos enviados a los legisladores del MERCOSUR, sólo ciento 

noventa y seis obtuvieron respuesta (ver Cuadro 3). 

Cuadro 3 - Resultados RELEVAMIENTO - e-mail 2 
  Argentina Brasil Paraguay Uruguay Venezuela TOTAL 

  
  

CAMARA 

DIPUTADOS 

Enviados 256  
(100%) 

512  
(100%) 

60 (100%) 99 (100%) 166 (100%) 1093 (100%) 

Contestados 38 

(14,84%) 

90 

(17,58%

) 

2 (3,33%) 30 

(30,30%)  

4 (2,41%)  164  

(15%) 

  
CAMARA 

SENADORES 

Enviados 72 (100%) 81 
(100%) 

46 (100%) 30 (100%)   229  
(100%) 

Contestados 11 

(15,27%) 

12 

(14,81%

) 

5 (10,87%) 8 (26,67%) 32 (13,97%) 



 

TOTAL 

Enviados 328  

(100 %) 

593  

(100 %) 

106  

(100 %) 

129  

(100 %)  

166  

(100 %) 

1322 

(100 %) 

 

Contestados 49  

(14,93%) 

102 

(17,20%

) 

7 (6,60%) 38 

(29,46%) 

4 (2,41%) 196  

(14,82%) 

 
Fuente: Elaboración propia. 

En 2008 realizamos igual relevamiento respecto del correo 

identificado como e-mail 2. Si bien aún no se han procesado la 

totalidad de los datos, podemos informar los resultados respecto de 

los Congresos de Argentina y Brasil.  

 2008  ARGENTINA  BRASIL  TOTAL  

   
   

CAMARA  

DIPUTADOS 

enviados  256 (100%)  513 (100%)   769  
(100%)  

contestados    60 (23,44 %)  56 (10,91%)   116 

(15,08%)  

   

CAMARA  

SENADORES  

   

   

enviados  72 (100%)  81 (100%)  153  

(100%)  

contestados   7 (9,72 %)  6 (7,40 %)  13  
(8,49%)  

TOTAL  20,42 %  10,43 %  13,99%  

 

El problema de la desafección a la democracia no parece 

favorecer la creación de nuevos canales de participación.  Sin 

embargo, no resulta conveniente desaprovechar los canales 

actualmente existentes teniendo en cuenta los bajos niveles de 

capacidad de respuesta y de eficacia institucional. En efecto, la 

problemática se potencia si no se logran consolidar estos procesos 

participativos que, sin lugar a dudas, contribuyen a legitimar la toma 

de decisión política. 

 El optimismo inicial que se había puesto en las TIC como 

factor democratizador explotó en el 2000 junto con las burbujas de 



 

las empresas ―punto com‖. Pero nadie puede dudar del potencial 

comunicacional de las TIC.  

 Un primer contacto frustrado con las TIC resulta difícil 

revertir. Descreimiento sobre más descreimiento, es una suma 

peligrosa. Consignar una dirección de correo electrónica como forma 

de contacto, respondería más a una iniciativa institucional que a un 

interés personal de los legisladores. El mayor nivel de transparencia 

no está necesariamente asociado a una mayor rendición de cuentas. Y 

los resultados alcanzados en este estudio, son elocuentes. 

 Este tipo de resultado parece ser consecuencia de la propia 

cultura cívica del cuerpo, desacostumbrada al contacto directo con el 

ciudadano más que en el período electoral. En este sentido, las TIC 

resultan ―intrusivas‖. 

Como bien señalaba Pasquino el problema más importante de 

la gobernabilidad está relacionado con la formulación de políticas 

eficaces y sujetas a la rendición de cuentas. Sin la existencia de 

canales abiertos de comunicación entre la sociedad, los partidos 

políticos y el Parlamento, no es posible desarrollar mecanismos 

eficaces de rendición de control institucional. Es necesario recuperar 

la credibilidad, promoviendo la transparencia y la rendición de 

cuentas –accountability– de los representantes ante los ciudadanos. 

Debemos recuperar a las TIC como herramienta articuladora para la 

rendición de cuentas. 

La eficiencia, rendición de cuentas y transparencia como 

metas a alcanzar en los procesos de reforma a través de la utilización 

intensiva de las TIC, más que cuestiones tecnológicas son 

problemáticas que afectan la ética y el compromiso social.  
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Las tecnologías de la información en menos de medio siglo 

han conseguido infiltrarse de forma ineludible dentro de casi todos 

los aspectos que circundan la vida de los seres humanos. En la 

actualidad resulta complejo entender cualquier tipo de sociedad bien 

se encuentre entre las más avanzadas, entre sus perseguidoras e, 

incluso, entre las más estáticas sin prestar una atención principal a 

como las TIC’s inciden en su posición. En buena medida la 

información globalizada resulta por mera presión evidente 

aniquiladora de las culturas minorizadas o minoritarias, pero también 

se esgrime la facilidad y la libertad de acceso como elemento 

favorecedor de la supervivencia de estas últimas porque quien no 

está en la red no existe, y, ésta no es más que una de las 

contradicciones aparentes que se aprecian sin profundizar demasiado. 

En este contexto se ha establecido una nueva relación entre 

las tecnologías y los poderes públicos de la que han surgido algunos 

conceptos como el de gobierno electrónico o el de brecha digital que 

se han establecido en la terminología política y social. Además, otros 

conceptos se acomodan con fuerza entre las disciplinas clásicas como 

el de alfabetización informacional o alfin en las denominadas 

ciencias de la documentación. 

Este trabajo se inserta dentro de esta última disciplina e 

intenta establecer la posición que este concepto puramente 

informacional, alfin, se relaciona con los más sociales y políticos 

antes mencionados. 

 

1. Aproximación sucinta a la definición de “e-Gobierno” o 

“Gobierno electrónico” 

La OCDE aportó hace ya una década una definición muy 

simple pero también muy aceptada de ese concepto: 



 

La aplicación de tecnologías basadas en Internet para 

actividades comerciales y no comerciales en el seno de las 

Administraciones Públicas.
19

 

 La relación entre los conceptos era evidente. Se presentaba 

una correspondencia entre dos conceptos no necesariamente 

sinónimos: gobierno electrónico y administración electrónica, 

seguramente por llevar hasta el final terminológico lo que resultó ser 

una primera aproximación factual. En ese panorama era evidente que 

los ciudadanos capaces de acceder a las TIC’s formarían parte del 

grupo al que se refiere el concepto inclusión digital. Tomando este 

concepto en su acepción interna, esto es, como límite entre los que 

son capaces de usar las tecnologías para actividades comerciales y no 

comerciales con las administraciones públicas y los que no. Si se 

adopta una visión más globalizada se debería distinguir entre las 

sociedades capaces de utilizar las tecnologías en su relación 

comercial y no comercial con sus administraciones y las que no. 

 Solamente un par de años más tarde se definió de nuevo 

gobierno electrónico con cierto grado de complejidad como: 

The continuous optimisation of Government service delivery, 

citizen participation and governance by transforming internal and 

external relationships through technology, the Internet and new 

media.
20

 

 Esta definición avanza mucho en el desarrollo del concepto 

ya que establece una división del mismo determinando tres 

componentes principales, tres pilares, del gobierno electrónico que se 

fundamenta en: a) la prestación de servicios (e-Administración), b) 

en el fomento de la consulta y extensión de los procesos 

democráticos (e-Democracia), y c) en la dinamización de los 

procesos de elaboración de las políticas públicas (e-Gobernanza). 

Por tanto, cuando se trata de gobierno electrónico se promueven 

                                                 
19

 Impact of the emerging Information Society on the policy development process 

and democratic quality, Paris: OECD Publications Service, 1998. 

http://www.olis.oecd.org/olis/1998doc.nsf/LinkTo/PUMA(98)15  
 

20
 GARTNER GROUP, Singapore’s E-Government Initiative, Stamford, 

Connecticut: Gartner First Take, 2000. 

http://www.olis.oecd.org/olis/1998doc.nsf/LinkTo/PUMA(98)15


 

servicios electrónicos de carácter administrativo y en otros ámbitos 

tales como la salud, la educación, el desarrollo suburbano y rural, el 

comercio electrónico (e-Administración); se potencian los procesos 

de consulta ciudadana sobre asuntos de interés público (e-

Democracia) y se articulan redes telemáticas que permitan seguir los 

procesos de elaboración de las políticas y tomar parte en ellos (e-

Gobernanza).  

 En algunos lugares se denomina voto electrónico a lo que se 

ha definido previamente como e-Democracia, reservando este 

término para lo que se ha definido previamente como e-Gobierno. 

Esta diferencia terminológica, que no de concepto, es causa de 

algunas discrepancias fácilmente superables. 

En épocas muy recientes se insistía en esta estructura del 

concepto de Gobierno electrónico. 

El uso de las TIC en los órganos de la Administración para 

mejorar la información y los servicios ofrecidos a los ciudadanos, 

orientar la eficacia y eficiencia de la gestión pública e incrementar 

sustantivamente la transparencia del sector público y la 

participación de los ciudadanos.
21

 

El ciudadano en esta concepción ternaria debe conocer las 

TIC’s para acceder a la información y a los servicios, debe ser capaz 

de gestionar información para orientar la eficacia y eficiencia de la 

gestión pública y debe de ser capaz de obtener sin tutela las 

informaciones y conocimientos suficientes para participar de forma 

libre. Por consiguiente, el ciudadano adquiere nuevas posibilidades y, 

con ellas, nuevas responsabilidades ante el resto de sus 

conciudadanos. 

De aquí se deriva que el concepto de inclusión digital amplía 

forzosamente su ámbito, desde la posibilidad de uso de la 

herramienta tecnológica, al conocimiento de la propia herramienta y 

algo más que no queda plasmado y que, sin duda, está relacionado 

con la obtención de la información para la toma de decisiones 
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2. Aproximación sucinta al concepto de “inclusión digital” 

 Se trata de un concepto de sencilla comprensión pero que se 

ha de poner en relación forzosamente con otros dos: brecha digital y 

exclusión digital. Con pinceladas gruesas se puede determinar que: 

Exclusión digital sería la situación cuyo resultado final es la 

imposibilidad para el acceso a las TIC’s por parte de un individuo o 

de un colectivo. 

Brecha digital es la distancia entre quienes pueden hacer uso 

efectivo de las TIC’s y quienes no pueden 

Inclusión digital, por último, sería la situación teórica en la 

que todo ciudadano y en igualdad de condiciones tiene acceso a las 

TIC’s usándolas de forma eficiente 

Se desprende de estas definiciones evidentes que las políticas 

de inclusión digital están dirigidas en primera instancia a la 

consecución del acceso universal efectivo a la infraestructura. Pero 

las infraestructuras para las TIC’s más que ninguna otra no sirven 

para nada si no pueden ser atendidas por operadores cualificados y 

encontrar un público con las habilidades necesarias para poder 

utilizarlas. Es decir, resulta evidente que la tecnología por si sola no 

cambia nada, los cambios los hacen las personas (con cualificación). 

Pero, también lo es, que las tecnologías forman parte de la sociedad. 

Esto es, exclusión digital implica exclusión social. Además no se 

puede olvidar la existencia de objetores tecnológicos. 

Se han propuesto tres tipos de brecha digital (digital divide): 

la de acceso, basada en la diferencia entre las personas que pueden 

acceder y las que no a las TIC; la de uso, basada en las personas que 

saben utilizarlas y las que no; y las de la calidad del uso, basada en 

las diferencias entre los mismos usuarios.
22

  

Por tanto, no existe una única brecha, sino tres. La que separa 

de la infraestructura, la que separa del conocimiento de uso de la 

infraestructura y la que separa del uso eficaz de la infraestructura. 

Por esta causa, siendo la infraestructura importante, como se ha 

dicho, no puede ser es el único enfoque del problema. 
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a) El enfoque hacia la infraestructura o superación de la 

brecha digital:  

 Tiene su fundamento en la posibilidad/dificultad de disponer 

de computadoras conectadas a la red mundial, lo que además 

favorece que los países del sur sigan dependientes de los 

equipamientos del norte. Pero, se supone que una vez que se ha 

desarrollado la infraestructura el resto de los beneficios vendrán 

luego; se desatarán mágicamente. El acceso a las tecnologías no 

garantiza el uso de información (bajar películas o jugar con juegos, 

copiar CD’s...) no equivale al uso eficiente de la tecnología. En este 

caso se está tratando de lo que se podría denominar alfabetización 

tecnológica o/y digital. La brecha digital, entendida como brecha 

tecnológica únicamente, basando su solución principal en el 

desarrollo de la infraestructura es sumamente conveniente para las 

grandes empresas de telecomunicaciones y las productoras y 

comercializadoras de equipo de ordenadores y otros equipos. En este 

sentido podría también hablarse de analfabetismo digital funcional 

que sería uno de los nuevos flancos de la brecha. 

 Frente a este enfoque centrado esencialmente en la 

cacharrería cada vez más adquiere una mayor importancia un 

enfoque hacia la capacitación del ciudadano.  

b) El enfoque hacia la capacitación o superación de la 

brecha informacional: 

Tiene su fundamento en la capacidad/dificultad de usar estas 

tecnologías. Se ha contemplado que también existe una diferencia 

relacionada con las habilidades y capacidades para utilizar 

adecuadamente la tecnología y no solamente con la posibilidad de 

disponer de computadoras. De esta manera, se ha desarrollado el 

concepto de alfabetización informacional relacionado, entre otros, 

con el de brecha digital (también informacional), inclusión digital y 

gobierno electrónico. La inversión social que implica abordar 

integralmente las brechas digital e informacional, por medio de 

procesos de fortalecimiento organizativo (democratización de los 

recursos) y de desarrollo de capacidades, no representan un negocio 

tan importante como ocurre con la venta masiva de conectividad y 



 

computadoras, pero, sin embargo, ofrece más beneficios. Además, 

conviene no confiar en la magia. 

 

3. Aproximación sucinta al concepto de “alfabetización 

informacional” 

 Desde 1994 las organizaciones internacionales de 

bibliotecarios defienden entre sus principios que: 

La libertad, la prosperidad y el desarrollo de la sociedad y de 

los individuos son valores humanos fundamentales. Estos sólo 

podrán alcanzarse mediante la capacidad de ciudadanos bien 

informados para ejercer sus derechos democráticos y desempeñar un 

papel activo en la sociedad. La participación constructiva y la 

consolidación de la democracia dependen tanto de una educación 

satisfactoria como de un acceso libre y sin límites al conocimiento, 

el pensamiento, la cultura y la información.
23

 

Por tanto, estas organizaciones detectaron mucho antes de que 

se plasmase el concepto de brecha digital y el de gobierno 

electrónico la existencia de diferencias entre los ciudadanos para las 

que propusieron sus propios medios como mecanismo esencial para 

superarlas. La biblioteca pública adoptó la función de medio que 

facilita la información a sus usuarios, sobre la base de la igualdad, 

sin tener en cuenta su edad, raza, sexo, religión, nacionalidad, idioma 

o condición social… para la toma independiente de decisiones y el 

progreso cultural del individuo y los grupos sociales sin censura 

ideológica, política o religiosa, ni a presiones comerciales. Luego los 

profesionales de las bibliotecas ya habían detectado una brecha 

existente previa a la puesta de manifiesto por la revolución digital. 

Pero la irrupción de las TIC’s lejos de solucionar el problema 

lo ha hecho más evidente y no ha servido para modificar esta 

situación. El libre acceso a Internet ofrecido por las bibliotecas y 

servicios de información ayuda a las comunidades e individuos a 

conseguir la libertad, la prosperidad y el desarrollo y son las 

bibliotecas las que, con respecto a la brecha informacional, abogan 

por la eliminación de las barreras para la circulación de información, 
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especialmente las que fomentan la desigualdad, la pobreza y la 

frustración:  

Las bibliotecas y los servicios de información son portales 

fundamentales para acceder al contenido de Internet. Para algunos 

ofrecen comodidad y ayuda, mientras que para otros son los únicos 

puntos de acceso disponibles. Son un medio para superar las 

barreras creadas por las diferencias en los recursos, la tecnología y 

la formación. Además de los muchos recursos valiosos de Internet, 

algunos son incorrectos, erróneos y pueden ser ofensivos. Los 

bibliotecarios deberían ofrecer información y recursos a los 

usuarios de la biblioteca para que aprendan a utilizar Internet y la 

información electrónica de un modo eficaz. Deberían fomentar y 

facilitar activamente el acceso responsable de todos sus usuarios a 

información de calidad de la red, incluidos niños y adolescentes.
24

 

 Otras instituciones han reforzado estos mismos argumentos. 

La Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información tanto en su 

declaración de principios de Ginebra en 2003 como en la agenda de 

Túnez de 2005 ha hecho mención explícita de ellos,
25

 especialmente 

en el punto 90 de la agenda de Túnez: 

El apoyo a las instituciones educativas, científicas y 

culturales, con inclusión de bibliotecas, archivos y museos, en su 

función de desarrollo y preservación de contenidos diversos y 

variados, así como de acceso equitativo, abierto y asequible a los 
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mismos, incluso en formato digital, para promover la educación, la 

investigación y la innovación formales e informales; y en particular 

el apoyo a las bibliotecas en su función de servicio público que 

suministra acceso libre y equitativo a la información y mejora la 

alfabetización en materia de las TIC y la conectividad de la 

comunidad, especialmente en las comunidades poco atendidas. 

Esto es, el problema visto desde la perspectiva externa estriba 

en que existe tradicionalmente una ―brecha informacional‖, que es 

previa, mucho más responsable de las diferencias entre los pueblos 

que la denominada brecha digital. Desde esta perspectiva las TIC’s 

no han hecho sino interponer un nuevo elemento de separación, 

tecnológico, entre los ciudadanos y entre los pueblos.  

 Se aprecia, por consiguiente el interés del mundo profesional 

por superar las brechas existentes dentro de las sociedades y entre 

sociedades diferentes mediante el ofrecimiento de sus actividades 

para superarlas. 

El CILIP (Chartered Institute of Library and Information 

Professionals) ha desarrollado el concepto de ―alfin‖ o 

―alfabetización informacional‖ definiéndolo de la siguiente manera: 

Alfabetización informacional es saber cuándo y por qué necesitas 

información, dónde encontrarla, y cómo evaluarla, utilizarla y 

comunicarla de manera ética. El lugar en el que se realiza la 

Alfabetización informacional, en el que los ciudadanos y los pueblos 

adquieren las habilidades necesarias, es la biblioteca (pública, 

escolar, universitaria). Las habilidades (o competencias) necesarias 

para que una persona pueda ser considerada como alfabetizada en 

información consisten en alcanzar ocho habilidades fundamentales: 

a) Comprender que se necesita información; comprender por 

qué se necesita información; qué información se requiere, en 

cantidad y en características. Entender que la información no se 

encuentra sólo en soporte electrónico. 

b) Ser capaz de identificar los recursos que están disponibles 

para su explotación, dónde están disponibles, cómo acceder a ellos y 

cuándo resulta apropiado utilizarlos.  

c) Ser capaz de buscar los recursos apropiados con eficacia e 

identificar la información relevante.  



 

d) Ser capaz de evaluar la información por su autenticidad, 

corrección, actualidad, valor y sesgo. No se trata sólo de que el 

recurso parezca responder a la pregunta, sino que además sea 

intrínsecamente digno de confianza. 

e) Comprender, comparar, combinar, anotar y aplicar (usar) la 

información encontrada. Reconocer y comprender una posible 

necesidad de nueva búsqueda de más información.  

f) Saber la causa por la que la información debe ser utilizada 

de forma responsable y ética (ética profesional, económica y 

personal). Comprender la naturaleza y usos del sesgo, para informar 

con propiedad. Donde resulte apropiado, ofrecer un informe 

equilibrado (no sesgado).  

g) Ser capaz de comunicar la información de una manera o en 

un formato adecuados a la propia información, al público al que te 

diriges y a la situación concreta. 

h) Saber cómo almacenar y gestionar la información 

adquirida.
26

 

 Por consiguiente la alfabetización informacional resulta ser el 

paso siguiente el que falta, necesario para salvaguardar no la brecha 

digital sino la brecha informacional que es la que realmente establece 

las diferencias entre ciudadanos y entre comunidades. La 

alfabetización informacional se inscribe en la formación a lo largo de 

la vida y se enmarca entre las actuaciones que la biblioteca pública 

ejerce en las sociedades a las que sirven. Como centros en los que 

democráticamente se defiende el derecho de todos los ciudadanos a 

la información sin distinciones de ningún tipo. 

 La brecha… (social, cultural, económica…)  ha existido 

siempre. La irrupción de las TIC’s lejos de servir para cerrarla ha 

favorecido que se ponga de manifiesto con mayor relevancia. La 

inclusión digital desde las infraestructuras no soluciona el problema. 

El avance en e-gobierno debe llevar aparejado el cierre de la brecha o 

incidirá más en las diferencias. El problema no es tanto digital, como 

informacional y seguramente no es tanto informacional como social. 
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Hasta la fecha sólo las bibliotecas están ofreciendo soluciones al 

problema de la brecha informacional desarrollando técnicas propias 

como el Alfin. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Inclusión digital y gobierno electrónico: el papel de la 

web semántica 

Francisco Javier García Marco 

Universidad de Zaragoza 

Inclusión digital: políticas desde la demanda y desde la oferta de 

tecnología 

En su perspectiva más amplia, la inclusión digital supone 

incorporar a todas las personas sin distinción alguna a la tendencia 

general de funcionamiento de unas sociedades cuya infraestructura 

comunicacional e informacional se está haciendo progresivamente 

digital, articulándose, básicamente, entorno a la red Internet. Este 

proceso no tiene camino de vuelta, porque la Intenet facilita un 

acceso más rápido, económico y extenso a cualquier tipo de 

información e interacción comunicativa, y la digitalización, en 

general, permite la automatización de muchos procesos implicados 

en la transmisión de información, potenciando todos los procesos 

comunicativos que acontecen en la sociedad. 

Esta nueva característica —la infraestructura digital— de la 

comunicación en las sociedades humanas requiere de unas nuevas 

capacidades de lectura y escritura que van más allá de la 

alfabetización tradicional, razón por la que se habla frecuentemente 

de ―alfabetización digital‖ para referirse al proceso de ―educación‖ 

—de incorporación o de socialización, si se quiere— de las personas 

a este nuevo medio.  

La alfabetización digital es uno de los aspectos más 

importantes de la inclusión digital, pero no es el único. Se trata de 

una política efectuada desde la ―demanda‖ de información digital, en 

este caso, facilitándola y nivelando las capacidades de acceso entre 

toda la población. Otras políticas desde el lado de la demanda son, 

por ejemplo, las subvenciones en el acceso a las tecnologías de la 

información –ordenadores, servicios telefónicos avanzados, etc. 

Por otra parte, otras políticas se producen en el lado de la 

oferta. La más notable de ellas es sin duda la usabilidad, que es el 

esfuerzo por hacer sistemas y servicios digitales más fáciles de 

utilizar, más eficaces y eficientes. Otra política muy importante es la 



 

publicación en la red de contenidos de interés para los usuarios y la 

facilitación de las transacciones entre la administración y los 

ciudadanos, que son los dos objetivos básicos que pretenden la 

mayor parte de los programas de gobierno electrónico. 

En consecuencia, los gobiernos tienen en la propia 

Administración Electrónica un medio de acción fundamental para 

favorecer la inclusión digital. En primer lugar, porque a través de la 

Administración Electrónica los gobiernos se implican efectivamente 

en la sociedad digital, lo que permite a los agentes administrativos 

una mejor comprensión de la revolución informacional y, en 

consecuencia, una acción política y administrativa más eficaz. En 

segundo lugar, porque los gobiernos son uno de los proveedores 

fundamentales en los procesos de transferencia de la información, e 

incluso compelen a su utilización a través de las políticas y procesos 

administrativos. Desde una posición responsable, através de servicios 

de interés general, los gobiernos pueden promover y favorecer el uso 

de la Internet y diseñar programas específicos de ―información 

digital para todos‖, que es el fin último de la inclusión digital (García 

Marco, 2008). 

Estandarización e inclusión digital 

Sin embargo, existen procesos subyacentes, no tan 

directamente visibles como los programas de alfabetización digital, 

la publicación de contenidos digitales o la promoción de la 

usabilidad, que, sin embargo, resultan críticos para la inclusión 

digital.  

Uno de los más importantes es el movimiento de 

normalización en el campo de las nuevas tecnologías de la 

información y la comunicación. 

La normalización promueve un entorno tecnológico 

―nivelado‖ en el que los agentes puedan acceder fácilmente al 

conocimiento sobre la tecnología digital y a su utilización —en 

muchos casos de forma incluso gratuita—, para que finalmente 

puedan contribuir así mismo a su generalización y mejora continua. 

La normalización favorece la interacción de los agentes implicados 

en el desarrollo de tecnologías para producir productos mejores, más 



 

eficientes y más usables por los usuarios; a la vez que permite 

asegurar la necesaria competencia entre ellos. La normalización 

facilita un crecimiento sostenido del desarrollo tecnológico, porque 

permite también la interoperabilidad de esfuerzos y proyectos 

distintos y complementarios que, de otra manera, quedarían aislados 

sin posibilidad de construir sinergias. 

La normalización conlleva importantes ventajas tanto para las 

sociedades desarrolladas como para aquéllas que se encuentran en 

proceso de desarrollo. En las economías desarrolladas, los estándares 

facilitan la creación de un mercado en el que los agentes pueden 

competir por la eficacia y eficiencia de los servicios. En las 

sociedades en desarrollo, el conocimiento y la utilización de 

estándares facilita un proceso acelerado de adopción de las mejores 

prácticas y modelos disponibles, reduciendo el tiempo de 

incorporación a los avances tecnológicos. 

La confluencia de ambos procesos ha favorecido en los 

últimos años un proceso de rápido desarrollo globalizado. Se trata de 

un proceso que, ciertamente, tiene tanto luces como sombras, pero 

que ha contribuido a la mejora de la calidad de vida en gran parte del 

planeta de una manera notable en comparación con otros procesos 

del pasado, que, aunque bienintencionados, han mantenido a 

sociedades enteras ancladas en la pobreza. 

En el campo que nos ocupa —la Internet y la World Wide 

Web—, la situación es aun más prometedora, porque se trata de 

ámbitos de cooperación abiertos y gratuitos, donde los estándares son 

públicos, abiertos y libres de royalties. Por supuesto, como en otros 

ámbitos de la vida, esa apertura ha sido cuestionada y retada por 

agentes con intereses más exclusivos u orientados a la acumulación 

de poder político, social y económico, como muestran los episodios 

de la ―guerra de los navegadores‖, o a las guerras de los ―formatos 

documentales‖. Sin embargo, la tendencia general es claramente 

positiva, y constituye una de las explicaciones del rápido progreso 

económico y social de la última década. 

Preservar esa apertura de los estándares de la Internet es 

fundamental para la inclusión digital. Es cierto también que los 

gobiernos están motivados también en su acción política y 



 

administrativa en este campo por otros aspectos relacionados con 

seguridad, como la necesidad de preservar los registros públicos, y, 

específicamente, de asegurar la legalidad, integridad, confiabilidad y 

confidencialidad de la información gubernamental. 

Actividades públicas e interoperabilidad 

Por su propia naturaleza, las actividades públicas consisten en 

gran parte en el intercambio de información entre departamentos, 

administraciones, grupos, colectivos, sociedades y culturas distintas, 

y cualquier tecnología que facilite este proceso va a beneficiar 

extraordinariamente y de forma natural la eficacia y eficiencia de sus 

procesos y servicios. 

En segundo lugar, el proceso de acelerada mundialización de 

la economía, las sociedades y las culturas que denominamos 

globalización no hace sino extremar esta lógica. La globalización 

acelera e incrementa la dinámica integración-diversidad; y, en este 

contexto, la adopción de estándares que refuercen los procesos de 

interoperabilidad es una necesidad ineludible. 

En tercer lugar, existe en todo el mundo una apuesta decidida 

por aumentar la participación ciudadana en la definición, el ejercicio 

y el control de las actividades públicas —que denominamos en 

general democratización. Ciertamente, la transparencia informativa y 

la publicidad son requisitos sine qua non de esas políticas, y las 

tecnologías de la información y la comunicación son los 

instrumentos ideales para promover políticas en esta dirección. 

En cuarto lugar, el concepto de ―nuevo servicio público‖ 

exige un servicio eficaz a los ciudadanos con el menor coste posible 

—exigencia que se incrementa en épocas de crisis económica. De 

nuevo, la normalización y automatización de procesos que facilitan 

las tecnologías de la información y la comunicación son la 

herramienta más adecuada. 
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Figura 1. La normalización en la Web Semántica al servicio del gobierno 

electrónico 

 

Por todo ello, no es extraño el denodado interés de las 

administraciones públicas por la utilización de la World Wide Web 

(Dardailler, 2007), que es precisamente una tecnología de 

comunicación e interacción basada en estándares no solo abiertos, 

sino también en la mayoría de los casos gratuitos. En particular, el 

proyecto de la Web Semántica (World Wide Web Consortium, 1994-

2004; Berners-Lee et al., 2001) ofrece un nuevo horizonte de 

interoperabilidad para las administraciones públicas. La figura 1 

resume los principales elementos de ese programa y muestra como 

los estándares se extienden desde los niveles inferiores de la 

información —la codificación simbólica— hasta la representación 

del conocimiento —ontologías— y los motores de razonamiento 



 

(García Marco, 2006), pasando por las estructuras documentales y de 

datos (Quin, 2006; Miller et al., 2006). 

Las tecnologías de la Web Semántica ofrecen una enorme 

potencia y flexibilidad para la representación y organización del 

conocimiento en la labor de automatizar las actividades públicas —

en gran medida basadas en la información y la comunicación— de 

cara a sustentar un servicio público más eficaz y eficiente que 

promueva y haga posibles sociedades más incluyentes e inclusivas, 

compuestas por ciudadanos libres, prósperos y que convivan en paz. 

La alianza entre ―nuevo‖ servicio público y tecnologías de la 

información y la comunicación ―inteligentes‖ es una de las grandes 

promesas de nuestros tiempos, que se desgrana tanto en posibilidades 

de desarrollo científico y tecnológico, como político y social. 

Retos sociales 

No obstante, la interoperabilidad en las actividades públicas  

y, en concreto, en las mediadas por el Estado, exige que se den unas 

determinadas condiciones previas de tanto de carácter sociopolítico y 

económico, como tecnológico. 

En primer lugar, el gobierno electrónico exige un consenso 

social suficiente orientado al servicio público, la eficacia, la 

eficiencia y la innovación. Si no, las resistencias naturales de los 

agentes harán imposible el éxito de la mayor parte de los proyectos. 

Por ello, cuando la situación de concertación no se da, hay que 

cultivar cuidadosamente la motivación general, los consensos y la 

opinión pública, y lanzar proyectos pilotos allá donde se dé la 

concienciación necesaria; proyectos que luego serán publicitados 

para contribuir a la concienciación general. 

Por otro lado, el gobierno y los partidos en el poder y en la 

oposición deben tener una voluntad política decidida y suficiente 

para establecer acuerdos amplios, planes de acción y atribuciones 

presupuestarias. Tanto las administraciones como la población tienen 

que tener un acceso suficiente a las tecnologías adecuadas, y eso 

requiere dinero tanto desde la parte de los poderes públicos como 

desde la iniciativa privada. El resultado, sin embargo, es un proceso 



 

de interacción mucho más eficaz y eficiente del que todos se van a 

beneficiar. 

Por fin, es necesario un nivel de conocimientos y habilidades 

tecnológicas tanto del lado de los trabajadores y funcionarios, como 

del de los ciudadanos. Ello exige unos programas de capacitación y 

de alfabetización digital, respectivamente, sin los cuales no se 

conseguirán los resultados esperados. 

En lo que respecta a las precondiciones tecnológicas, parece 

conveniente trabajar en al menos tres frentes. El primero es, sin duda, 

el desarrollo e implantación de protocolos y formatos comunes de 

intercambio. En una segunda fase, es necesario generalizar 

tecnologías que aseguren la integridad de los datos y las condiciones 

de acceso diferencial a la información que implican los principios de 

identidad, confidencialidad y privacidad, que afectan derechos 

fundamentales. Por fin, existe la posibilidad de trabajar sin límite en 

el desarrollo de programas capaces de utilizar localmente toda esa 

información de forma automática (agentes). 

Ninguno de estos aspectos es en realidad un problema tan 

solo tecnológico, sino que implica siempre en realidad una solución 

también de carácter social. Así, el desarrollo de estándares de 

intercambio y representación de la información es una cuestión de 

cooperación entre agentes. Por su parte, la protección de datos 

requiere el desarrollo de agencias y terceras partes especializadas, 

que hagan de esa función la raíz de su existencia y en cuyas manos 

queden los aspectos registrales, siguiendo una lógica semejante a la 

que sustenta la división de poderes. 

Otras ventajas de la Web semántica para la inclusión digital 

Así pues, las tecnologías semánticas contribuyen a los 

procesos de inclusión tecnológica y social por su carácter abierto, 

público y cooperativo. Lo hacen al menos en cuatro sentidos: como 

medio de nivelación tecnológica; como plataforma de trabajo en 

grupo y socialización; como herramienta para la formación en el uso 

de las nuevas tecnologías; y, finalmente, como un instrumento para 

hacer los servicios públicos más eficaces y eficientes. 



 

Hemos visto, en primer lugar, que la estandarización de la 

representación y el procesamiento de la información consituye un 

instrumento de nivelación tecnológica. Por ello, el proyecto de 

estandarización de los lenguajes de representación de la información 

es una de las tendencias que, sin estar específicamente etiquetada 

como dirigida a la inclusión digital, ofrece más posibilidades en la 

democratización del uso de las tecnologías de la información. La 

estandarización favorece que la información técnica esté 

públicamente disponible, y que, en consecuencia, todo el mundo 

puede acceder a ese conocimiento y empezar a utilizarlo para 

desarrollar sus propios sistemas. 

En segundo lugar, la propia dinámica del trabajo de 

normalización la convierte en un instrumento de trabajo en grupo y 

socialización. El carácter público de estas tecnologías permite su 

rápida mejora, puesto que confluye entorno a ellas el trabajo de 

muchos colectivos. No obstante, es necesario resaltar que en la 

mayor parte de las ocasiones los grandes avances técnicos han sido 

resultado del trabajo de pequeños equipos de excelencia con una 

preparación y dedicación fuera de lo común, y que luego ese trabajo 

ha sido compartido y puesto a disposición, discusión y mejora 

públicas. 

En tercer lugar, un potencial de inclusión especialmente 

importante es la ocasión que ofrece el gobierno electrónico para 

vehicular una formación adecuada, eficaz, eficiente y adaptada a 

diversos colectivos en el campo de las nuevas tecnologías. 

Finalmente, las tecnologías semánticas son un instrumento 

para hacer los servicios públicos más eficaces y eficientes. Las 

nuevas tecnologías de representación del conocimiento revolucionan 

el intercambio de información —ya sea a nivel extenso, mediante 

documentos, o analítico, mediante datos—, y van más allá de los 

usos actuales. Específicamente, conllevan grandes promesas en la 

automatización de procesos de información cada vez más complejos 

y abstractos, y, en este sentido, una gran oportunidad de aumentar la 

eficacia y la eficiencia de todos los procesos sociales en general y de 

los mediados por el Estado en particular.  



 

Un proyecto no exento de riesgos 

A pesar de sus grandes posibilidades, estas tecnologías — en 

cuanto que instrumentos y no fines en sí mismos — plantean también 

graves retos. De la misma manera que potencian la actividad de 

agentes e intereses legítimos, también proporcionan un gran poder a 

individuos y grupos aislados o con una agenda incompatible con los 

derechos humanos. Más allá de planteamientos ingenuos, la historia 

nos demuestra que estas fuerzas negativas operan también dentro de 

los gobiernos y las administraciones. Es tarea de todos los colectivos 

interesados en la democracia asegurar que esas actividades se 

realizan mediante una lógica profunda de división de tareas y 

contrapeso de poderes para evitar que la potencia de procesamiento 

de la información se constituya en un instrumento al servicio de las 

tiranías y de los que pretenden implantarlas. 

Para ello, la utilización de estas nuevas tecnologías en las 

actividades públicas exige también una realineación profunda de los 

servicios y los agentes públicos hacia la gestión, supervisión y 

explotación de estas redes de ―gobierno electrónico‖ en vez de 

centrarse, como hasta ahora, en la realización efectiva de los 

trámites, que en el futuro estarán en gran parte delegados —con 

supervisión, claro está— en agentes automáticos. 

Referencias 

Berners-Lee, T., Hendler, J. y Lassila, O. (2001): ―The Semantic 

Web‖, en Scientific American, v. 284, n. 5, pp. 34-43. 

Dardailler, Daniel (2007): ―Web Open Standards and eGoverment‖, 

en European W3C Symposium on eGovernment, Gijon, Asturias, 

Spain, 1-2 Feb 2007. http://www.w3.org/2007/02/dd-egov-gijon.htm 

García Marco, Francisco Javier (2006): ―Ontologías y 

documentación electrónica en las actividades públicas‖, en Galindo, 

Fernando (Ed.). Gobierno, derecho y tecnología: las actividades de 

los poderes públicos. Madrid: Thomson-Civitas, 2006. p. 173-225. 

García Marco, Francisco Javier (2008). El uso de estándares en el 

gobierno electrónico: uno de los caminos hacia la inclusión digital. 

En: Inclusão digital e governo eletrônico / Aires José Rover (ed.). 



 

Zaragoza: Prensas Universitarias de Zaragoza; LEFIS; AECID, 2008. 

p. 181-215.  

Miller, E., Swick, R. y Brickley, D.: ―Resource Description 

Framework (RDF)‖ en World Wide Web Consortium, Technology 

and Society Domain, Cambridge, Keio, Paris, World Wide Web 

Consortium, 2006/03/09, http://www.w3.org/RDF/. 

Quin, L.: ―The Extensible Stylesheet Language Family (XSL)‖, v. 

1.373, en World Wide Web Consortium, Architecture Domain, 

Cambridge, Keio, Paris, World Wide Web Consortium, 2006/02/27, 

http://www.w3.org/Style/XSL/. 

World Wide Web Consortium (1994-2004). Semantic web activity. 

Cambridge, Keio, Paris: W3C, http://www.w3.org/2001/sw/. 

Consultado en: 12-07-2007. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://www.w3.org/RDF/


 

A Justiça Brasileira e o Processo Eletrônico  

Alexandre Atheniense 

 

―The illiterate of the 21st century will not be those who cannot read 

and write, but those who cannot learn, unlearn, and relearn."  

Alvim Toffler  

Os analfabetos do século XXI não serão aqueles que não poderão ler 

e escrever, mas sim aqueles que não poderão aprender, desaprender, 

e reaprender.  

―You cannot be literate in the 21st Century unless you are literate in 

all the media that are used to communicate."  

C. Bazalgette  

―Você não poderá um indivíduo alfabetizado no Século XXI a não 

ser que você saiba se comunicar em todas as mídias que são 

utilizadas para a comunicação‖  
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Há exatamente dezesseis anos, venho acompanhando a 

trajetória de informatização da Justiça Brasileira em decorrência de 

trabalhos acadêmicos e institucionais perante o Conselho Federal da 

OAB.  



 

Durante este período foi possível em várias oportunidades 

participar de profícuos debate sobre a evolução dos recursos da 

tecnologia da informação na Justiça Brasileira a exemplo do que 

ocorreu na Universidade Federal de Santa Catarina em outubro de 

2008.  

Desde então, este tema tem se revelado de extrema 

relevância, pois o uso de computadores deixou de estar restrito 

apenas para a operação de programas aplicativos passando a se tornar 

como instrumento indispensável na prática de atos processuais após a 

vigência da Lei 11.419/2006.  

1. Retrospectiva da evolução dos recursos de tecnologia da 

Informação na OAB e na Justiça Brasileira entre o período de 

1992-2008  

A primeira oportunidade em que os recursos da Tecnologia da 

Informação passaram a ser tema de discussão, foi na XIV 

Conferência em Vitória no ano de 1992, estávamos a uma década do 

início da comercialização dos primeiros microcomputadores em 

nosso país. Os computadores ainda eram um objeto de luxo para a 

maioria dos advogados. Os recursos mais avançados que eram 

alcançados correspondia ao compartilhamento de dados armazenados 

pelos editores de texto em uma rede local instalada no escritório de 

advocacia. Poucos eram os tribunais detinham infra-estrutura para 

dispor de acesso aos dados sobre a tramitação processual.  

Ao final do painel, foram relatadas e aprovadas seis 

conclusões que anos depois tornaram realidade, vejamos:  

1a. Proposta - Criar o Departamento de Informática na OAB.  

Esta sugestão se concretizou oportunamente com a criação 

das Comissões de Informática e de Tecnologia da Informação nas 

diversas Seccionais e no Conselho Federal da OAB.  

2a. Proposta - Incentivar a iniciação dos advogados à informática, 

inclusive nas faculdades de Direito e em cursos outros.  

Esta idéia culminou com a inclusão das disciplinas 

denominadas como Direito de Informática, Direito Virtual, Direito 



 

Eletrônico na graduação em diversas Faculdades de Direito no 

Brasil, bem como a oferta de vários cursos de atualização sobre o 

tema.  

No ano de 2006, tivemos o inédito lançamento do curso de 

pós-graduação Latu Sensu de Direito de Informática na Escola 

Superior de Advocacia da OAB/SP, que nos coube cuidar da 

coordenação. Uma experiência muito rica que contou com a 

participação de trinta e quatro professores especialistas abordando 

temas diferenciados raramente abordados na grade curricular das 

Faculdades de Direito no Brasil. Foram dezesseis módulos durante 

cento e vinte e cinco aulas lecionadas compreendendo um período de 

quatrocentos e quinze horas aula  

Em 2008, a ENA – Escola Nacional de Advocacia lançou 

pela primeira vez o curso de ensino a distância pela internet sobre 

Direito da Tecnologia da Informação, levando ensino de qualidade 

através de vídeo aulas e apostilas personalizadas. 

3a. Proposta - Acompanhar todo o processo de informatização que 

diga respeito à Justiça, inclusive junto ao Poder Judiciário e 

Ministério Público.  

Esta proposta vem sendo colocada em prática pelo Conselho 

Federal e por diversas Seccionais por meio do estreitamento do 

diálogo entre a OAB e os órgãos do Poder Judiciário, visando 

colaborar com o desenvolvimento dos sistemas de autos 

digitalizados, bem como com a participação na Comissão de 

Regulamentação da lei do Processo Eletrônico no Conselho Nacional 

de Justiça.  

4a. Proposta - Estimular uma participação conjunta dos advogados, 

juízes e promotores na busca de uma substituição progressiva do 

serviço cartorário manual por registros eletrônicos. 

Esta recomendação se tornou realidade com a participação da 

OAB no debate legislativo do Projeto de Lei 5828, que culminou 

com a publicação da Lei 11.419/2006, que preceitua no artigo 16, 

que os livros cartorários e demais repositórios dos órgãos do Poder 



 

Judiciário poderão ser gerados e armazenados em meio totalmente 

eletrônico.  

5a. Proposta - Interferir para que o processo de informatização acima 

se faça não só com livre acesso aos advogados, mas de modo a 

beneficiar toda a comunidade jurídica e a população.  

Esta reivindicação também foi alcançada fruto da participação 

da OAB nos debates durante o trâmite legislativo do Projeto de Lei 

do Processo Eletrônico. O artigo 11 parágrafo sexto da Lei 

11419/2006, assegurou o acesso aos advogados, Ministério Público e 

as partes processuais aos documentos digitalizados juntados em 

processo eletrônico, respeitado o disposto em lei para as situações de 

sigilo e de segredo de justiça.  

6a. Proposta - Interferir para que os sistemas de acesso aos bancos 

de dados dos tribunais sejam uniformizados e simplificados.  

Naquela época, o termo ―banco de dados‖ significava o 

equivalente ao conceito atual de site na internet. Esta proposta 

também foi aprovada e inserida no artigo 14 da Lei 11419/2006, que 

determinou que os sistemas utilizados pelo Poder Judiciário deverão 

preferencialmente ser desenvolvidos com o código aberto, acessíveis 

ininterruptamente por meio da rede mundial de computadores e de 

forma padronizada.  

A conclusão do Painel da XV Conferência cujo tema foi 

―Perspectiva da informatização do Direito‖ recomendou que o 

Conselho Federal e as Seccionais se empenhassem na atualização do 

cadastro geral de advogados inscritos, pois esta providência 

facilitaria a futura troca de dados com os Tribunais. Esta medida 

causaria conforto e economia de tempo ao advogado possibilitando 

acesso sistema de consulta processual agrupando todos os processos 

que estivessem relacionados com a sua inscrição na OAB.  

Esta proposta foi colocada em prática anos depois na gestão 

do Presidente Rubens Approbato Machado em 1999. Este projeto 

visionário deu início ao recadastramento dos inscritos na OAB 

objetivando a criação da identidade única dos advogados com 

validade nacional. Conseqüentemente tivemos criação dos cadastros 



 

de advogados nas Seccionais e posteriormente a consolidação do 

CNA - Cadastro Nacional de Advogados. Estes bancos de dados vem 

sendo compartilhados com vários órgãos do Poder Judiciário 

tornando possível vários benefícios, dentre eles a pesquisa de 

processos pela OAB do advogado.  

O ano de 1996 foi marcado pelo início do acesso a internet 

nos lares brasileiros. No início deste ano o Grupo Abril lançou o 

Brasil Online (BOL) e o Grupo Folha lançou em 28 de abril o 

Universo Online (UOL). Em maio daquele ano, a Folha de S.Paulo 

publicou pela primeira vez o "Guia da Internet", com 4.000 

endereços de páginas brasileiras na Web. Em setembro, a Revista 

Isto É publicou capa sobre o tema denominado ―Internet – Navegue 

nesta onda‖. Em dezembro, a consultoria Andersen Consulting 

divulgou uma pesquisa realizada com um grupo selecionado de 

grandes empresas privadas e estatais do país.  

O ano de 1999 é considerado como o marco regulatório da 

prática processual por meio eletrônico com a vigência da Lei 

9800/99 no dia vinte e cinco de junho. Esta lei possibilitou os órgãos 

do Poder Judiciário a utilizarem um sistema de transmissão de atos 

processuais que dependessem de petição escrita por imagens tipo fac-

símile ou outro similar.  

Neste mesmo ano no mês de setembro, foi realizada a XVII 

Conferência Nacional no Rio de Janeiro, cujo painel denominado 

―Advocacia e Internet‖, tratamos dos diversos recursos disponíveis 

na internet para os advogados. Foi elaborada uma minuciosa 

pesquisa que gerou um guia de sites, portais e serviços de interesse 

do advogado e do estudante de Direito no Brasil e no exterior.  

Três anos após, durante o painel ―Informatização da 

advocacia e mercado de trabalho‖ na XVIII Conferência Nacional 

em Salvador, presenciávamos a tramitação do Projeto 5828 de 

autoria da AJUFE. Quatro anos mais tarde foi convertido na Lei 

11.419/2008 que determinou a desmaterialização dos autos judiciais 

e a prática de atos processuais por meio eletrônico.  



 

Naquela ocasião, criticamos severamente a versão inicial do 

projeto que desde o nascedouro não havia contado com a 

interlocução da OAB. O texto proposto tinha alcance limitado e a 

possibilidade da tramitação integral dos autos em formato digital 

ainda não era assimilada pelos autores do projeto.  

Outra crítica apresentada foi contra a utilização de correio 

eletrônico com aviso de recebimento eletrônico para fins de 

intimação pessoal das partes e seus procuradores. Este mecanismo 

não era recomendável em razão da incerteza quanto à efetiva 

consumação do ato intimatório eletrônico.  

Some-se ainda a esta critica a inobservância na redação 

primitiva do projeto da identificação dos advogados no ato da 

transmissão de peças do uso da certificação digital. A contrario 

sensu, a proposta legislativa vislumbrava apenas o uso de senhas, o 

que foi severamente repudiado pela Comissão de Tecnologia da 

Informação do Conselho Federal. A adoção desta medida 

representaria uma vulnerabilidade à segurança dos dados trafegados 

pelos sistemas do Judiciário, sobretudo em face de naquela época já 

ter sido lançado desde outubro de 2002, a ICP-OAB, que possibilitou 

aos advogados de São Paulo, Minas Gerais e Rondônia fazerem uso 

da certificação digital emitida pela OAB.  

A conclusão deste encontro foi de que o Conselho Federal e 

as Seccionais agissem visando o reconhecimento da ICP-OAB pelos 

tribunais pátrios, uma vez que por determinação legal preceituada no 

Estatuto da Advocacia, a entidade é a única capaz de aferir a aptidão 

profissional dos seus inscritos. Esta recomendação seria acrescida 

com possibilidade do acesso do Poder Judiciário ao cadastro nacional 

de advogados, de modo a propiciar a identificação dos advogados 

para a transmissão de peças pela internet.  

O resultado desta proposta não foi logrado de pleno êxito. Em 

razão deste entrave, a Diretoria do Conselho Federal não teve 

alternativa senão criar uma nova autoridade certificadora para 

emissão de certificados digitais seguindo os requisitos da ICP-Brasil, 

a Infra Estrutura de Chaves Públicas Brasileira.  



 

Além disso, foi possível celebrar vários convênios entre o 

Conselho Federal, Seccionais e os tribunais superiores e estaduais 

visando compartilhar o acesso ao cadastro nacional, para que estes 

órgãos validassem a identificação do advogado em conformidade 

com as informações prestadas pela OAB.  

Em setembro de 2005, durante a XIX Conferência Nacional 

em Florianópolis no painel denominado ―Informatização e Prática da 

Advocacia no mundo contemporâneo‖, relatamos a existência de 

várias práticas processuais por meio eletrônico já implantadas, 

especificamente nos Juizados Especiais Federais, alguns Tribunais 

Regionais do Trabalho e no TST, mesmo antes da vigência da lei 

11.419/2006 que só viria a acontecer dezoito meses após este 

encontro.  

O sistema E-Proc adotado nos Juizados Federais, já 

permitiam a tramitação dos autos integralmente em formato digital. 

Este exemplo foi o marco inicial da desmaterialização dos autos 

judiciais no Brasil. Entretanto, a nosso ver, o sistema padece da 

necessidade de ser aprimorado quanto a segurança de dados. Desde a 

sua implantação até a presente data os atos processuais praticados 

por advogados e magistrados não utilizam a certificação digital, mas 

apenas senhas. Desta feita, não há meios confiáveis para garantir a 

identificação inequívoca de autoria e integridade diante de uma 

tentativa de fraude eletrônica.  

Na seara trabalhista, o E-DOC foi o primeiro sistema 

implantado nos tribunais brasileiros que utilizou a certificação digital 

para a transmissão de peças processuais dispensando a necessidade 

da juntada do original em papel posteriormente.  

Esta dificuldade de diálogo permanente coma a participação 

da OAB durante o processo de transição, decorre do fato de que a 

equipe de técnicos dos tribunais, responsáveis pelo desenvolvimento 

dos sistemas, sempre tiveram um perfil restrito ao atendimento dos 

problemas interna corporis dos tribunais para a informatização do 

judiciário.  



 

A OAB, Ministério Público, Advocacia Pública, Fazenda 

Nacional que sempre estiveram ao lado das mudanças tecnológicas 

que possam beneficiar aos seus membros clamam por um diálogo 

mais assíduo e transparente quanto às mudanças que vem sendo 

implantadas pelo Poder Judiciário.  

2. Contextualizando o atual momento da Justiça Eletrônica no 

Brasil  

Chegamos a 2008 orgulhosos pela experiência acumulada ao 

longo destes anos fruto da oportunidade de representar 

institucionalmente o Conselho Federal da OAB desde o limiar das 

ilações que brotavam em nossas mentes quanto à desmaterialização 

dos autos judiciais há dezesseis anos atrás.  

Durante este período, presenciamos parcas rodadas de 

negociação do Projeto de Lei 5828/2001, representamos a entidade 

em vários congressos em diferentes tribunais discutindo os impactos 

do processo eletrônico, debatemos amplamente o tema em vários 

encontros promovidos em inúmeras subseções e quase a totalidade 

das Seccionais. Fomos convidados a participar do grupo de 

regulamentação da lei do processo eletrônico no Conselho Nacional 

de Justiça, e, por fim, tivemos a iniciativa de compartilhar estas 

experiências em um livro sobre os comentários da lei 11419/2006 e 

as práticas processuais já implantadas nos tribunais brasileiros.  

Estamos a vinte meses do advento da lei que traçou um novo 

cenário para a Justiça Brasileira e a grande maioria dos setecentos 

mil inscritos na OAB desconhece o atual estágio da implantação 

destas mudanças. Não é uma tarefa fácil profetizar em quanto tempo 

teremos a implantação da tramitação por meio eletrônico dos autos 

judiciais implantada em todos os tribunais brasileiros.  

Segundo pesquisa que apurei perante o Conselho Nacional de 

Justiça em 2008, no Brasil, temos cerca de setenta milhões de 

processos judiciais ativos. Deste total, temos cerca de dois milhões 

de processos judiciais que já tramitam sem uma única folha de papel.  

Já existem aproximadamente trezentas varas instaladas que já 

operam com os autos em formato digital. Este projeto vem sendo 



 

implantado rapidamente com uma abrangência nacional, pois já foi 

criada pelo menos uma vara judicial onde existe a tramitação 

processo sem papel em cada um dos vinte e sete estados do nosso 

país.  

A desmaterialização dos autos judiciais, segundo relato de 

algumas experiências colhidas junto aos tribunais, chega a reduzir 

em até sessenta por cento do tempo de tramitação processual. Este 

fato decorre da eliminação de várias etapas causadoras de 

interrupções, fruto da inércia da marcha processual, causada pela 

lentidão atos típicos da burocracia do papel. Refiro-me a anotação de 

carga dos autos, manutenção de livros cartorários em geral, 

expedição de atos de comunicação processual, autuação, costura 

carimbos, remessas, arquivamentos e desarquivamentos. Estas 

atividades estão fadadas a desaparecer num futuro próximo.  

3. Resultados obtidos com a desmaterialização dos autos judiciais 

até 2008  

Presenciamos alguns casos como ocorrido no Fórum Distrital 

da Freguesia do Ó do Tribunal de Justiça de São Paulo, onde houve 

uma drástica redução de cerca de cinqüenta por cento do quadro de 

funcionários, ao ponto de não se tornar necessário a repetição do 

mesmo contingente de serventuários para cada uma das cinco varas 

na execução das mesmas tarefas burocráticas. Em troca, o TJSP 

optou pela formação de um grupo de serventuários do foro que 

trabalha simultaneamente atendendo a todas as varas.  

A economia gerada também atinge a demanda quanto à área 

de instalação das unidades do Poder Judiciário, devido a inegável 

vantagem de não ter que armazenar pilhas de processo em papel e 

colaborar para a redução do impacto ambiental face a economia com 

o corte de árvores. Além disso, o tempo de cumprimento dos 

mandados por via eletrônica foi reduzido em sessenta por cento em 

relação ao diligenciamento efetuado pelas vias ordinárias.  

A informação processual nos autos é acessada com maior 

facilidade. Não estamos restritos apenas ao acesso dos dados 

referentes aos atos burocráticos da tramitação processual, pois a 



 

íntegra das peças processuais passa a ser acessadas pela internet. Este 

acesso proporciona mais transparência e propicia um rígido 

monitoramento não só pelos advogados, mas também pelos 

jurisdicionados. Esta mudança propiciada pelo processo eletrônico é 

fomentadora de uma inclusão digital da sociedade brasileira.  

O uso cotidiano da consulta internet para consultar a íntegra 

processual torna o jurisdicionado mais autônomo e próximo da 

Justiça. Em troca, o cidadão passa a ter o conforto de acessar os autos 

de qualquer computador, em qualquer lugar do planeta durante vinte 

e quatro horas por dia. A grande maioria dos advogados ainda não se 

preparou para esta mudança.  

4. Próximas Tendências  

A palavra de ordem atualmente nos tribunais brasileiros é a 

implantação de projetos de Gestão Processual Integrada (GPI). Em 

outras palavras, em busca da necessidade de uma prestação 

jurisdicional célere, eficaz e econômica, face ao volume absurdo de 

processos judiciais ativos. Por este motivo, os tribunais estão 

empreendendo medidas para uniformizar e racionalizar 

procedimentos.  

Como resultado, os benefícios a serem alcançados pelos 

tribunais de agora em diante com a implantação do processo 

eletrônico implicarão num constante monitoramento de indicadores 

de desempenho de produtividade. Este recurso está sendo gerado a 

partir da implantação em todos os tribunais brasileiros de tabelas 

processuais unificadas em conformidade com a Resolução n. 46 do 

Conselho Nacional de Justiça.  

O objetivo destas tabelas visa à padronização e uniformização 

taxonômica e terminológica de classes, assuntos e movimentação 

processuais no âmbito da Justiça Estadual, Federal, do Trabalho, 

Superior Tribunal de Justiça e Supremo Tribunal Federal para o 

emprego em rotinas sistêmicas de gestão processual.  

Como resultado prático serão gerados e monitorados 

relatórios pelo CNJ contemplarão várias referências de produtividade 

de cada tribunal, como por exemplo, o volume de processos 



 

tramitados, o tempo médio de tramitação de uma natureza de ação 

em um determinado tribunal, quantos processos foram distribuídos, 

baixados ou até mesmo ordenar a movimentação processual em lote.  

5. Sugestões para aprimorar a implantação de projetos de 

tecnologia da informação na Justiça Brasileira  

É inegável que a desmaterialização dos autos judiciais seja 

um caminho sem volta e talvez possa ser considerada na prática 

como o exemplo verdadeiro da efetiva reforma do Poder Judiciário.  

As faculdades de Direito no Brasil ainda não adaptaram as 

suas grades curriculares para o ensino das práticas processuais por 

meio eletrônico. O Judiciário deveria estar mais atento à necessidade 

da criação de acessos aos programas de processo eletrônico já 

implantado em uma versão destinada ao aprimoramento da 

aprendizagem acadêmica e profissional.  

A tecnologia da informação é um recurso indispensável e 

estratégico para o Judiciário diminuir a morosidade e o volume 

absurdo de processos judiciais ativos, sob pena da perda de total 

credibilidade com a sociedade brasileira uma vez Justiça que tarda 

não é justa. A lentidão processual provoca conseqüências sociais 

perversas como o estímulo a inadimplência, vantagens econômicas 

indevidas e o desprestígio a advocacia.  

Durante este período de transição haverá uma resistência 

cultural ao meio eletrônico em substituição ao papel. A infra-

estrutura disponível pelo Judiciário para a implantação do processo 

eletrônico ainda não acompanha a demanda dos procedimentos que 

carecem ser implantados bem como o volume de acessos que poderá 

surgir nos próximos anos na medida em que houver a massificação 

do uso da certificação digital pelos inscritos na OAB.  

Não há como negar que o sucesso e a efetividade das 

mudanças pretendidas estejam dependentes diretamente do 

orçamento que o Judiciário dispor para acompanhar a evolução 

tecnológica buscando gradualmente reduzir os procedimentos 

excessivamente burocráticos e eliminar os períodos de inércia da 

tramitação processual.  



 

Impõe-se a partir da lei 11.419/2006 que todos os atores 

processuais juntamente com a academia unam esforços para estreitar 

e manter um diálogo permanente quanto à implantação dos sistemas 

de processo eletrônico objetivando reduzir o impacto das mudanças 

culturais decorrentes da desmaterialização dos autos judiciais.  

Esta interlocução permanente deverá propiciar ainda que 

todos os atores processuais – advogados, representantes do 

Ministério Público, serventuários, jurisdicionados e magistrados – 

possam conhecer previamente os futuros lançamentos de 

funcionalidades sistêmicas antes que estas mudanças sejam 

efetivamente colocadas em prática, com uma antecedência mínima 

para que seja possível aprender como funcionará a operação destes 

programas de práticas processuais por meio eletrônico.  

Além disso, é necessário que estes atores sejam ouvidos 

durante as fases de desenvolvimento e teste dos procedimentos 

eletrônicos, bem como no auxílio na elaboração das normas de 

organização judiciárias, uma vez que o profissional do Direito é 

essencial à administração da justiça e a entidade tem o dever de zelar 

pela sua responsabilidade processual no cumprimento das 

prerrogativas da advocacia.  

Some-se a este fato, a necessidade de que sejam aprimorados 

os recursos de divulgação do aprendizado das novas práticas 

processuais por meio de mídias de comunicação de massa como a 

TV Justiça e o Youtube e ensino a distância.  

Espera-se que com estas sugestões, a ousada mudança de 

cultura imposta com a desmaterialização dos autos judiciais que ora 

se pretende efetivar possa resultar num processo de inclusão digital 

do jurisdicionado.  

É necessário que os tribunais percebam que este novo cenário 

da Justiça Brasileira tem um impacto muito além das necessárias 

soluções corporativas e possam despertar para o exercício do papel 

de governança cidadã digital propiciando que este salto tecnológico 

possa agregar o maior número de adeptos possível e não fomente a 

segregação digital das minorias menos favorecidas.  
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Resumo 

O Projeto LexML Brasil se propõe a organizar a informação 

legislativa e jurídica disponibilizada na Internet pelos vários órgãos 

do governo, considerando os três Poderes da República (Legislativo, 

Executivo e Judiciário) e as três esferas administrativas (Federal, 

Estadual e Municipal). Para atingir esse fim, a especificação do 

projeto define basicamente dois mecanismos: um identificador 

unívoco e persistente e um modelo de texto estruturado (XML 

Schema) para o inteiro teor dos documentos. O presente artigo 

apresenta o Projeto LexML Brasil e detalha o primeiro mecanismo: 

os identificadores unívocos e persistentes. 

Introdução 

A Constituição Federal de 1988, no art. 5º, inciso XIV, define 

o ―acesso à informação‖ como um direito fundamental do cidadão. 

Vários órgãos dos três poderes e das três esferas de governo 

disponibilizam informações legislativas e jurídicas em sítios da 

Internet. A criação de uma infra-estrutura que permita organizar e 

integrar a grande quantidade de informações legislativas e jurídicas 

existente facilitará o acesso à informação e contribuirá para a 

realização desse direito fundamental. Nesse sentido, foi criado o 

Projeto LexML Brasil que é uma iniciativa conjunta de diversos 

órgãos participantes de um Grupo de Trabalho da Comunidade TI 

Controle em busca do estabelecimento de padrões abertos, integração 

de processos de trabalho e compartilhamento de dados de interesse 

comum, que permitam a identificação e a estruturação de 

informações legislativas e jurídicas. 

Na organização de um acervo é necessário definir, entre 

outras coisas, um critério de identidade, ou seja, que tipos de itens 

devem ser considerados e que parâmetros identificam univocamente 



 

cada item. Por exemplo, no caso de normas jurídicas, é possível 

considerar os seguintes tipos de itens: a) a norma, partindo de uma 

perspectiva histórica, considerando toda a sua evolução no tempo; b) 

a versão do texto de uma norma para uma determinada data; c) o 

dispositivo de uma versão específica da norma. Para cada um destes 

três níveis de granularidade listados, é possível definir um grupo de 

elementos (datas, tipos, números seqüenciais etc.) para a composição 

de um identificador unívoco. Raciocínio análogo aplica-se às 

proposições legislativas e aos julgados. Uma das principais 

vantagens de se definir claramente identificadores unívocos é a 

possibilidade de se estabelecer remissões textuais precisas. 

As novas tecnologias da informação e comunicação permitem 

uma melhor organização e gerência de informações textuais. Com a 

criação, em 1998, da metalinguagem XML (eXtensible Markup 

Language), passou a ser possível a definição de tipos de documentos 

textuais estruturados com a possibilidade de validação da estrutura 

do texto em relação a um conjunto de regras. Em diversas áreas 

surgiram linguagens de estruturação de documentos para atender a 

necessidades específicas como, por exemplo, nos casos da 

Matemática (MathML - Mathematical Markup Language), da 

Química (ChemML - Chemical Markup Language) e da Geografia 

(GML - Geography Markup Language). No caso de normas 

jurídicas, utilizando esta tecnologia, é possível verificar, por 

exemplo, se um determinado texto está articulado de acordo com a 

técnica legislativa. Em alguns países surgiram linguagens de 

marcação baseadas em XML para estruturar o texto de normas 

jurídicas e proposições legislativas. Outra importante característica 

da metalinguagem XML é a interoperabilidade, ou seja, a capacidade 

de intercâmbio de dados e informações de forma independente da 

tecnologia ou plataforma utilizada pelos participantes de uma 

comunidade.  

O Projeto LexML Brasil tem por objetivo organizar a 

informação legislativa e jurídica disponibilizada em forma digital 

pelos vários órgãos dos Poderes Executivo, Legislativo e Judiciário, 

Advocacia Geral da União e Ministério Público, nas esferas Federal, 

Estadual, Municipal e Distrital, considerando o acervo de 



 

informações do passado, melhorando o processo de geração de novas 

informações no presente e se preocupando com a preservação da 

informação digital para o futuro. O Portal LexML - Rede de 

Informação Legislativa e Jurídica - (http://www.lexml.gov.br) 

viabiliza um novo ponto de acesso unificado às diversas fontes de 

informação legislativa e jurídica do governo, criando a infra-estrutura 

para a viabilização do identificador unívoco e persistente. 

Projetos Similares no Exterior 

As recomendações do Projeto LexML reúnem as melhores 

práticas de iniciativas para identificação e estruturação de 

documentos legislativos e jurídicos, adaptando as experiências bem 

sucedidas do exterior às necessidades do nosso ordenamento jurídico 

e da nossa técnica legislativa. Devido à influência do Direito 

Romano na organização do nosso ordenamento jurídico, as 

iniciativas de países que adotam o sistema civil law são mais 

aplicáveis à nossa realidade do que as de países que adotam outros 

sistemas legais. A Itália é um dos países com maior evolução na 

aplicação de novas tecnologias para a estruturação e organização de 

normas jurídicas no formato XML. O Projeto Norme in Rete (Archi 

et. al. 2000), coordenado pelo CNIPA (Centro Nazionale per 

Informatica nella Pubblica Amministrazione), e realizado com o 

suporte do ITTIG (Istituto di Teoria e Tecniche dell’Informazione 

Giuridica) e da Universidade de Bolonha, é um projeto implantado 

desde 2002 com resultados expressivos. O Akoma Ntoso (VITALI, 

2008) é um projeto promovido pelas Nações Unidas e realizado com 

o suporte de pesquisadores da Universidade de Bolonha com o 

objetivo de capacitar os parlamentos da África com novas 

tecnologias de informação e comunicação. 

Identificador Uniforme – URN 

A remissão textual é muito utilizada nos documentos 

legislativos e jurídicos. Por exemplo, uma norma jurídica pode fazer 

referências a outras normas, seja para realizar alterações, revogar um 

dispositivo ou regulamentar uma matéria; um acórdão pode 

referenciar normas jurídicas bem como outros acórdãos e súmulas.  



 

As remissões textuais podem ser classificadas de diversas 

formas:  

 Quanto à localização do alvo de uma remissão, 

podemos identificar dois tipos: as remissões internas e 

as externas. As remissões internas têm como alvo o 

próprio documento. As externas referenciam outros 

documentos.  

 Quanto à granularidade de uma remissão externa, 

podemos identificar dois tipos: a remissão ao 

documento no todo e a remissão a uma parte do 

documento.  

 Quanto à dimensão temporal de uma remissão 

externa, podemos identificar dois tipos: a remissão a 

uma versão específica de uma norma e a remissão à 

norma de uma forma genérica, sem especificar uma 

versão específica.  

Para representar corretamente as remissões é necessário criar 

um identificador que qualifique unicamente cada possível alvo de 

uma remissão textual. Na impossibilidade de criar um sistema único 

de numeração para todo o acervo de normas, julgados e proposições 

legislativas do Brasil, fez-se necessária a criação de um identificador 

que seja compatível com os diversos sistemas de numeração 

existentes.  

O Projeto LexML define um identificador unívoco e 

persistente para os documentos legislativos e jurídicos. A 

persistência possibilita que os alvos sejam encontrados, mesmo que 

ocorra mudança de endereços da Internet (URLs – Universal 

Resource Locator), evitando assim o conhecido Erro 404 (Recurso 

não encontrado). Para que a persistência se realize é necessário que 

os provedores de dados informem a nova localização do recurso 

quando da mudança de localização.  

O identificador LexML permite a integração entre as fontes 

de informações legislativas e jurídicas pois define um referencial 

único para esse tipo de documento.  

A lista abaixo relaciona endereços da Internet (URLs) onde é 

possível consultar o texto da Lei nº 8.666/1993 nos sítios do Senado 



 

Federal, da Câmara dos Deputados e da Presidência da República, 

respectivamente. É possível notar que cada identificador possui 

regras de formação diferentes e está diretamente relacionado à 

solução tecnológica adotada pela instituição em um determinado 

momento.  

 http://www6.senado.gov.br/legislacao/ListaPublicacoe

s.action?id=102466  

 http://www.planalto.gov.br/ccivil/Leis/L8666cons.htm  

Caso ocorra mudança na tecnologia utilizada ou alteração na 

convenção de nomes por parte dos órgãos gestores desses recursos, 

todos os links dos documentos que referenciavam esses 

identificadores irão apresentar Erro 404 (recurso não encontrado) ao 

serem ativados.  

O identificador LexML utiliza a notação URN que permite a 

criação de identificadores persistentes, pois estes não estão atrelados 

a detalhes de tecnologia ou à convenção de nomes definidos de 

forma unilateral. As URNs seguem um esquema previamente 

acordado entre os participantes da rede. Abaixo, é apresentada a 

URN da Lei nº 8.666/1993.  

urn:lex:br:federal:lei:1993-06-21;8666  

Utilização dos Nomes Uniformes (URNs) 

O nome uniforme será utilizado em larga escala nas 

referências de hipertexto realizadas a partir do texto integral de 

documentos ou a partir de sistemas de informações. Tal vínculo pode 

ser realizado das seguintes maneiras: inserindo-se manualmente, no 

texto do documento que realiza a referência, o link com o nome 

uniforme: operação onerosa, sobretudo para os documentos já 

publicados em rede; construindo-se automaticamente (de maneira 

permanente ou provisória) o link com o nome uniforme, por meio de 

analisadores (parser) das referências no interior do texto: operação 

mais econômica, mas sujeita a certo percentual de imprecisão e 

incompletude; construindo-se automaticamente (de maneira 

permanente ou provisória) o link com o nome uniforme, a partir de 



 

metadados (dados descritivos) existentes nos sistemas de 

informações dos diversos órgãos.  

Tipos de Nomes Uniformes 

Considerando os cenários apresentados de uso da URN, 

podemos definir dois tipos de URN:  

 URN Canônica – É a URN normalizada segundo o 

vocabulário e regras mais restrita, existindo apenas 

uma para cada entidade identificável (Documento, 

Documento Complexo e Fragmento). Ela é utilizada 

obrigatoriamente pelo provedor de informações e 

relacionada a um documento específico.  

 URN de Referência – É a URN utilizada pelos 

usuários ou sistemas de informação nas referências a 

documentos, podendo utilizar a forma compacta, 

omitir elementos que assumirão valores default ou 

ainda utilizar nomes alternativos.  

Princípios do Nome Uniforme 

O nome uniforme deve ser unívoco, isto é, deve identificar 

uma e apenas uma entidade, e é construído de modo a ser, tanto 

quanto possível, alinhado com os princípios enumerados a seguir.  

 Princípios Gerais da URN  

o auto-explicativo para os usuários;  

o dedutível por meio de regras simples e claras;  

o alinhado constantemente aos demais padrões do projeto.  

 Princípios da URN Canônica  

o unívoco para o espaço das URNs canônicas;  

o registrável com o mínimo de informação (o suficiente para 

ser unívoca)  

o representativo dos aspectos formais do documento;  

o em conformidade, à data de sua emissão, com a 

estrutura/organização da autoridade emitente e com a 

tipologia do documento;  

 Princípios da URN de Referência  



 

o representativo dos aspectos formais e/ou substanciais do 

documento;  

o mapeável em URNs canônicas cabíveis;  

o compatível com a prática em uso para criar referências;  

o reduzido ao essencial, para simplificar os links com outros 

documentos;  

o gerado automaticamente por analisadores das referências no 

texto;  

Estrutura Básica de URNs e Exemplos  

O nome uniforme do Projeto LexML Brasil é prefixado por 

―urn:lex:‖ e é seguido, basicamente, por mais quatro elementos, 

delimitados por ―:‖, conforme lista abaixo: 

 Localidade – contém a jurisdição da autoridade 

emitente.  

 Autoridade – indica a autoridade emitente do 

documento. 

 Tipo do Documento – indica a espécie da tipologia 

documental. 

 Descritor – formado pela data representativa e um 

descritor alfanumérico. 

Os três primeiros elementos são definidos em vocabulários 

controlados que está sendo construído na medida em que as 

instituições aderem ao Projeto LexML. 

A lista abaixo relaciona alguns exemplos de nomes uniformes 

de documentos jurídicos e legislativos que estão disponíveis no 

Portal LexML. 

 Lei nº 11.705, de 19 de Junho de 2008. 

o urn:lex:br:federal:lei:2008-06-19;11705 

 Súmula Vinculante nº 11 

o urn:lex:br:supremo.tribunal.federal:sumula.vinculante:20

08-08-13;11 

 Lei nº 13.745 de 10 de fevereiro de 2006 (Lei Municipal – São 

Carlos – SP) 

o urn:lex:br;sao.paulo;sao.carlos:municipal:lei:2006-02-

10;13745 



 

 Acórdão TCU 395/1997 

o urn:lex:br:tribunal.contas.uniao;camara.1:acordao:1997-

09-02;395 

Conclusão 

A informação legislativa e jurídica é altamente caracterizada 

por remissões textuais. A regra geral é que qualquer documento deste 

domínio está sempre inserido em um contexto, parte do nosso 

ordenamento jurídico. O Projeto LexML adapta para o Brasil 

experiências bem sucedidas do exterior que inclui a definição de um 

identificador persistente implementado como uma URN. Tal nome 

será utilizado como instrumento para representar as referências (e, 

mais genericamente, quaisquer tipos de relações) entre os 

documentos, com a finalidade de tornar disponível um ambiente 

hipertextual global sobre os recursos de informação, operacional em 

um ambiente distribuído. Mais detalhes sobre o Projeto LexML e a 

definição das URN, incluindo a gramática em formato EBNF 

(Extended Backus Naur Form), podem ser consultadas no Portal de 

Documentação do Projeto (http://projeto.lexml.gov.br).  
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ANALISIS COMPARADO DEL PODER JUDICIAL 

ELECTRÓNICO EN AMÉRICA LATINA
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Introducción 

Este artículo comienza por conceptualizar la idea del 

gobierno electrónico, luego analiza la evolución del mismo en 

América Latina como región y en los distintos casos nacionales entre 

el 2002 y el 2005. 

En segundo lugar, examina en que medida las formas de 

medición del gobierno electrónico han considerado la incorporación 

de las nuevas tecnologías de la información y el conocimiento (TICs) 

en el Poder Judicial y los resultados obtenidos por estas mediciones 

entre 2005 y 2006. 

En tercer lugar, presenta brevemente la metodología de 

análisis comparativo desarrollada por Charles Ragin, que usa el 

álgebra booleana para implementar principios de comparación.  

Finalmente, examina a través del análisis comparativo dos 

hipótesis teóricas de importante consideración en la literatura en 

ciencia política a los efectos de comenzar a buscar explicaciones 

sistemáticas o controladas sobre la mayor o menor incorporación de 

las TICs al Poder Judicial (e-justicia) en cuatro casos de América 

Latina (Argentina, Chile, Uruguay y Venezuela). 
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I. EL GOBIERNO ELECTRONICO Y AMERICA LATINA. 

El gobierno electrónico ha sido definido
3
 como el uso de las 

TICs (Tecnologías de la Información y la Comunicación) para 

promover el más eficiente y efectivo gobierno. Esto es: para facilitar 

el más accesible servicio gubernamental, a través del mayor acceso 

público a la información y para hacer el gobierno más prestador de 

cuentas ante los ciudadanos. Involucra información y servicios no 

sólo en la esfera del gobierno (G2G), sino también hacia los 

ciudadanos y el mundo de los negocios. (G2C y G2B). 

Es importante distinguir el gobierno electrónico de la democracia 

electrónica. La democracia electrónica ha sido definida
4
 como todos 

los medios de comunicación que permiten empoderar al ciudadano 

en su esfuerzo para volver a los gobiernos más prestadoras de 

cuentas de sus acciones. Dependiendo de que aspectos de democracia  

estén siendo promovidos, la democracia electrónica puede emplear 

diferentes técnicas. A saber: 

(1) Incrementar la transparencia del proceso político. 

(2) Elevar el involucramiento directo y participativo de los 

ciudadanos. 

(3) Mejorar la calidad en la formación de opinión abriendo 

nuevos espacios de información y deliberación. 

      Uno de los primeros intentos de conocer el grado de desarrollo 

del gobierno electrónico lo encontramos en los trabajos del 

politólogo West, Darell M.
5
 quien construyó un índice compuesto de 

siete indicadores sobre los siguientes conceptos: servicios on-line, 

servicios electrónicos (publicaciones, base de datos), política de 

privacidad, politica de seguridad, calidad informática del site, 

modalidades de financiamiento (anuncios, pago por uso, pago por 

abono) y alcance público o interacción.  

                                                 
3
 Working  Group on E-Government in the Developing World, 2002. 

4
 Evaluation of the use of new tecnologies in order to facilitate democracy in 

Europe. E-democratizing the parliaments and parties of Europe, Universidad de 

Génova y el Instituto Universitario Europea de Florencia,2003. 
5
 Global E- Government, 2004. Center for Public Policy Brown University.2004. 



 

El índice se desarrolla desde el 2001. En el informe del 2004, 

se analiza 1935 site de gobiernos de 198 diferentes países durante el 

verano del 2004. 

Otro trabajo que describe la situación de los distintos casos 

nacionales es ―Benchmarking E-Government A Global Perspective‖ 

publicado en el 2002 a través de una colaboración entre la Sociedad 

Americana de Administración Pública (ASPA) y la División de 

Naciones Unidas
6
 para la Economía Pública y la Administración 

Pública. (UNDPEPA) y del Departamento de Asuntos Económicos y 

Sociales (UNDESA). 

En esta investigación se utilizaron en dos metodologías. En 

primer lugar, un análisis de los websites de los gobiernos nacionales; 

en segundo lugar un análisis estadístico donde, además, se compara 

la infraestructura de las TICs y la capacidad de capital humano para 

144 países miembros de las Naciones Unidas. 

Para la aplicación de la primera estrategia de análisis se 

construyeron cinco etapas en el desarrollo del e-government. Las 

mismas son las siguientes: la emergencia o surgimiento 

(establecimiento de los gobiernos on- line), el incremento o 

perfeccionamiento (más información y más dinámica), la interactiva 

(la posibilidad de bajar formatos e interactuar a través de mails), la 

transaccional (los usuarios pueden pagar servicios y hacer 

transacciones) y la de amplia integración entre los servicios 

electrónicos a través de los cuerpos administrativos. 

El índice de e-government considera el énfasis y balance de 

las condiciones que son más representativas de la capacidad de 

desarrollo de los países, sostenibilidad y provisión en tiempo de 

información relevante y servicios para todos los segmentos de la 

población. 

La forma de capturar este balance se hace a través de la 

medición de tres indicadores primarios que son: la presencia medible 

                                                 
6
 Naciones Unidas ha elaborado posteriormente tres Informes. World Public Sector 

Report 2003. E-Government at the Crossroads, Global E-Government Readiness 

Report 2004. Towards Access for Opportunity y Global E-Government Readiness 

Report 2005. From E-Government to E-Inclusion.  



 

en web, la infraestructura medible en telecomunicaciones y la 

medición de capital humano. 

Con relación a la infraestructura medible en 

telecomunicaciones se usan seis indicadores primarios con la 

capacidad en infraestructura en TICs en cada país 

(cantidad de PC cada 100 habitantes, sitios de internet cada 10.000 

habitantes, porcentaje de población on-line por país, líneas de 

teléfonos cada 100 habitantes, teléfonos celulares cada 100 

habitantes y TV cada 1000 habitantes). 

Con relación al capital humano se pretende capturar la 

facilidad y la oportunidad para usar los sitios on-line. Concretamente, 

se utilizan tres indicadores, el índice de desarrollo humano 

(educación, viabilidad económica y salud), el índice de acceso a la 

información (se cuantifica el cambio en la interacción entre los 

ciudadanos y el gobierno) y el porcentaje de población urbana sobre 

la rural o grado de urbanización. 

El trabajo termina presentando los conceptos de e-goverment, 

e- administration y el e-governance. Se entiende como e-government 

a las relaciones interorganizacionales que suponen coordinación e 

implementación de políticas y el suministro de servicios públicos. 

Por su parte, se define el e-administration como las relaciones 

intraorganizacionales que implica desarrollo político, actividades 

organizacionales y conocimientos gerenciales. Por último, el e-

governance como la interacción entre ciudadanos, organizaciones 

gubernamentales, personal electo entendido como proceso 

democrático, apertura gubernamental y transparencia en la 

construcción de las decisiones. 

Finalmente, con idénticos objetivos tenemos el informe del 

2002 de Cap Germini Ernst & Young para la Comisión Europea
7
 que 

presenta los resultados de la segunda medición formato encuesta web 

sobre los servicios públicos electrónicos. La encuesta es parte del 

                                                 
7
 Más recientemente se ha elaborado: Online Availaability of Public Services: How 

is Europe Progressing ? Web Based Survey On Electronic Public Services. Report 

of The Fifth Measurement. 2004.  

 



 

programa e- Europe, que tiene por objeto brindar los beneficios de la 

sociedad de la información a todos los europeos. 

La medición es un ejercicio de referencia para los 15 estados 

miembros de la Unión Europea, a los que se les agregó Islandia, 

Noruega y Suiza. Se evalúa el porcentaje de pases públicas on-line 

que se encuentran disponibles. Esto permite analizar el estado del e-

government, permitiendo también la posibilidad de comparar 

desempeños. 

Más recientemente se ha desarrollado la propuesta de 

medición que incorpora la dimensión jurídica realizada por Fernando 

Galindo
8
, Javier García-Marco y Pilar Lasala. En este trabajo se 

presenta la métrica LEFIS (Legal Framework for the Information 

Society) para el gobierno electrónico. La métrica parte de cuatro 

modelos conocidos: el Manual de Oslo, el modelo EFQM (European 

Foundation for Quality Management Model), los estudios de 

usabilidad en la tradición de Nielsen y consideración del respeto por 

aplicaciones concretas de los principios jurídicos de acción en 

regímenes democráticos.(APTICE y LEFIS). 

Para la aplicación de la medición se propone una clasificación 

del gobierno electrónico en cinco dimensiones (actores y relaciones, 

nivel de intervención, áreas de intervención, procedimientos y 

políticas de desarrollo de las aplicaciones), cada una con diferentes 

categorías. Los indicadores propuestos se han clasificado en tres 

categorías: de entrada, de salida y de resultados.  

La particularidad de esta forma de medición está dada por la 

existencia de indicadores sobre legislación y sentencias judiciales 

sobre administración electrónica. 

Presentaremos ahora los resultados que miden el grado de 

desarrollo del gobierno electrónico a través de los indicadores de las 

Naciones Unidas en sus Informes 2002, 2003, 2004 y 2005. 

                                                 
8
― La puesta en práctica de la métrica LEFIS de Desarrollo del gobierno 

electrónico‖. Mimeo. Universidad de Zaragoza, 2005. Recientemente, se realizó un 

relevamiento en Argentina, Chile y Uruguay que contó con la participación de 

becarios de varios de los países de la Red ALFA de Gobierno Electrónico que 

integrara la Facultad de Derecho de la Universidad de la República.    



 

En primer término, con relación al posicionamiento regional 

en el 2002 América del Sur está en tercer lugar luego de los dos 

líderes América del Norte y Europa. En cuarto lugar, muy cerca del 

tercero está Oriente Medio, seguido de Asia, el Caribe, Centro 

América y Africa, está en un distanciado último lugar. Tabla No 1. 

 

Tabla No 1 

Comparación Geográfica Regional de Indicadores,2002. 

Región Indice E-Gov 

América del Norte 2,60 

Europa 2,01 

América del Sur 1,79 

Oriente Medio 1,76 

Asia 1,37 

Caribe 1,34 

Centro América 1,28 

Africa 0,84 
Fuente: Benchmarking E-government: A Global Perspective, United Nations, 

2002. 

 

En el Informe de 2003 América del Sur mantiene su tercer 

lugar luego de las dos regiones líderes que continuan siendo América 

del Norte y Europa. En cuarto lugar, muy cerca del tercero se 

encuentran Asia del Sur y del Este. Le siguen Asia del Oeste, Caribe, 

Oceanía, Asia del Centro-Sur y en último lugar Africa. Tabla No 2. 

 

Tabla No 2. 

Indice Regional, 2003. 

Región Indice E-Gov 

América del Norte 0,867 

Europa 0,558 

América del Sur y Central 0,442 

Asia del Sur y del Este 0,437 

Asia del Oeste 0,410 

Caribe 0,401 



 

Oceanía 0,351 

Asia  del Centro-Sur   0,292 

Africa 0,246 
Fuente: World Public Sector Report 2003. E-government at the Crossroads. 

United Nations. 

 

En el Informe de 2004 se registra un progreso mayor de Asia 

del Sur y del Este en comparación con América del Sur y Central. 

Esto tiene como resultado que América Latina pierda su tercer lugar. 

Tabla No3.  

Tabla No.3. 

Indice Regional 2004. 

Región E-Gov. 

América del Norte 0,8751 

Europa 0,5866 

Asia del Sur y del Este 0,4603 

América del Sur y Central 0,4558 

Caribe 0,4106 

Asia  del Oeste 0,4093 

Asia del Sur y Central 0,3213 

Oceanía 0,3006 

Africa 0,2528 
Fuente: Global e-Government Readiness Report 2004. Toward Access for 

Opportunity, United Nations. 

 

En el Informe de 2005 Asia del Sur y del Este registra una 

evolución más favorable en comparación con América del Sur y 

Central por lo que consolida su supremacía. Esto tiene como 

resultado que América Latina continue en el tercer lugar. Tabla No4.  

 

Tabla No.4. 

Indice Regional 2005. 

Región E-Gov. 

América del Norte 0,8744 

Europa 0,6012 

Asia del Sur y del Este 0,4922 



 

América del Sur y Central 0,4643 

Asia  del Oeste 0,4384 

Caribe 0,4282 

Asia del Sur y Central 0,3448 

Oceanía 0,2888 

Africa 0,2642 
Fuente: Global e-Government Readiness Report 2005. From E-Government to E-

Inclusion, United Nations. 

 

En segundo término, veamos la evolución registrada por 

algunos países de América Latina teniendo en cuenta la tipología de 

las cinco etapas en el desarrollo del gobierno electrónico propuesta 

por las Naciones Unidas. 

En el Informe 2002 de las Naciones Unidas, República 

Dominicana se encontraba en la etapa del perfeccionamiento, 

mientras que Chile, Costa Rica, Uruguay y Venezuela habían llegado 

a la etapa de interactividad. Finalmente, sólo Brasil y México estaban 

en la etapa transaccional. Ningún país había alcanzado la etapa de 

integración completa.  

En el Informe 2004 de las Naciones Unidas se informa que se 

encuentran dentro del 21 % de los países que ofrecen transacciones 

online los siguientes países de América Latina: Argentina, Brasil, 

Chile, México y Uruguay. Tabla No.5. 

 

Tabla No.5 

Países que ofrecen transacciones on-line,2004. 

Lugar en el ranking País 

4 Chile 

11 Brasil 

14 Argentina 

17 México 

28 Uruguay 
Fuente: Elaborado con información presentada en Global e-Government Readiness 

Report 2004. Toward Access for Opportunity, United Nations.  

 



 

En tercer lugar, observemos el grado de desarrollo del 

gobierno electrónico y su evolución entre el 2002 y el 2004 de 

acuerdo al índice elaborado por las Naciones Unidas. En el Informe 

2002, Brasil lideraba América Latina y le seguía Argentina en 

segundo lugar, Chile y Uruguay se ubican en la tercera posición, 

Venezuela en la cuarta, y Colombia en la quinta posición, todos ellos 

por encima de la media de América del Sur. Tabla No 6. 

 

Tabla No 6 

Indice de E-Gobierno para América del Sur,2002. 

 País Indice E-Gov. 

2 Argentina 2,09 

 Bolivia 1,73 

1 Brasil 2,24 

3 Chile 2,03 

5 Colombia 1,88 

 Ecuador 1,63 

 Guyana 1,22 

 Paraguay 1,5 

 Perú 1,6 

 Suriname 1,63 

3 Uruguay 2,03 

4 Venezuela 1,92 

 Promedio Regional 1,79 
Fuente: Benchmarking E-government: A Global Perspective, United Nations, 

2002. 

 

En el Informe 2003 Chile pasa a liderar América Latina. Le 

siguen México, luego Argentina, posteriormente Brasil y finalmente 

Uruguay, Perú y Colombia ocupan las últimas tres posiciones por 

encima de la media de América del Sur y Central. Tabla No.7. 

 

Tabla No.7. 

Indice de E-Gobierno para América del Sur y Central,2003. 

 País E-Gov. 

1 Chile 0,671 



 

2 México 0,593 

3 Argentina 0,577 

4 Brasil 0,527 

5 Uruguay 0,507 

6 Perú 0,463 

7 Colombia 0,443 

8 Panamá 0,432 

9 Costa Rica 0,427 

10 Belice 0,422 

11 Guyana 0,422 

12 Paraguay 0,413 

13 Bolivia 0,411 

14 El Salvador 0,409 

15 Ecuador 0,378 

16 Venezuela 0,364 

17 Guatemala 0,329 

18 Nicaragua 0,324 

19 Honduras 0,280 

 Promedio Regional 0,442 
Fuente: World Public Sector Report 2003. E-government at the Crossroads. United 

Nations. 

 

En el Informe 2004, Chile mantiene el liderazgo en América 

Latina, seguido de México, luego Argentina, posteriormente Brasil, 

más abajo Uruguay y Colombia. También Perú, Venezuela, Costa 

Rica y Belice se ubican por encima de la media mundial. En cambio 

República Dominicana, El Salvador, Ecuador, Paraguay y Guatemala 

están por debajo de la media mundial. Tabla No.8 

 

Tabla No 8. 

Indice de E-Gobierno para América del Sur y Central,2004. 

 País Indice E-Gov. 

1 Chile 0,6835 

2 México 0,5957 

3 Argentina 0,5871 



 

4 Brasil 0,5675 

5 Uruguay 0,5481 

6 Colombia 0,5335 

7 Perú 0,5015 

8 Venezuela 0,4898 

9 Costa Rica 0,4188 

10 Belice 0,4150 

 Promedio Mundial 0,4127 
Fuente: Global e-Government Readiness Report 2004. Toward Access for 

Opportunity, United Nations.  

 

En el Informe 2005, Chile mantiene el liderazgo en América 

Latina, seguido de México, luego Brasil, posteriormente Argentina, 

más abajo Uruguay, Colombia y Venezuela. También Perú y Panamá 

se ubican por encima de la media regional. En cambio, Costa Rica 

está por debajo de la media regional. Tabla No.9. 

 

Tabla No 9. 

Indice de E-Gobierno para América del Sur y Central,2005. 

 País Indice E-Gov. 

1 Chile 0,6963 

2 México 0,6061 

3 Brasil 0,5981 

4 Argentina 0,5971 

5 Uruguay 0,5387 

6 Colombia 0,5221 

7 Venezuela 0,5161 

8 Perú 0,5089 

9 Panamá 0,4822 

10 Costa Rica 0,4612 

 Promedio Regional 0,4643 
Fuente: Global e-Government Readiness Report 2005. From E-Government to E-

Inclusion,United Nations.  

 

En resumen, América Latina comenzó posicionada en un 

tercer lugar entre distintas regiones del mundo pero del Informe de 



 

Naciones Unidas del 2003 y al de 2004 perdió por poco, el tercer 

lugar. En el Informe 2005 se aleja más claramente del tercer lugar 

ocupado desde el 2004 por Asia del Sur y del Este. 

Con relación a los distintos casos nacionales tenemos una 

situación estable en los últimos tres años 2003 y 2004 donde Chile 

mantiene el liderazgo en la región, seguido en los primeros lugares 

por México, Argentina y Brasil. Uruguay, Colombia y Venezuela 

ocupan la segunda mitad de los primeros diez lugares. Finalmente, 

Venezuela ha tenido una importante evolución pasando del lugar 16 

en el 2003 al puesto séptimo lugar en el 2005.  

 

II. EL PODER JUDICIAL ELECTRONICO EN AMERICA 

LATINA. 

En la primera parte definimos el gobierno electrónico
9
 como 

el uso de las TICs (Tecnologías de la Información y la 

Comunicación) para promover el más eficiente y efectivo gobierno, 

por lo cual la e-justicia podría conceptualizarse como el uso de las 

TICs para promover la más eficiente y efectiva administración de 

justicia. 

De otra manera, la administración de justicia y su 

incorporación de las TICs de la información es una dimensión del 

gobierno electrónico. 

Por lo tanto, al igual que el gobierno electrónico que 

involucra información y servicios no sólo en la esfera del gobierno 

(G2G), sino también hacia los ciudadanos y el mundo de los 

negocios.(G2C y G2B), la e-justicia podría ser estudiada como una 

política pública en por lo menos esas tres dimensiones. 

Por lo cual, interesa saber en que medida las mediciones 

internacionales más conocidas sobre el gobierno electrónico incluyen 

la e-justicia. 

Un primer abordaje es el índice sobre el grado de desarrollo 

del gobierno electrónico que el politólogo Darell desarrolla todos los 

años desde el 2001. En las referencias metodológicas sostiene que 

entre los sitios analizados incluye el poder ejecutivo, el poder 

                                                 
9
 Working  Group on E-Government in the Developing World, 2002. 



 

legislativo y el poder judicial. Sin embargo, no es posible discriminar 

la información debido a la presentación que el autor realiza del 

índice. 

El segundo es ―Benchmarking E-Government A Global 

Perspective‖ publicado en el 2002 a través de una colaboración entre 

la Sociedad Americana de Administración Pública (ASPA) y la 

División de Naciones Unidas
10

 para la Economía Pública y la 

Administración Pública. (UNDPEPA) y del Departamento de 

Asuntos Económicos y Sociales (UNDESA). 

En esta investigación se utilizaron dos metodologías. En 

primer lugar, un análisis de los websites de los gobiernos nacionales; 

en segundo lugar un análisis estadístico donde, además, se compara 

la infraestructura de las TICs y la capacidad de capital humano para 

144 países miembros de las Naciones Unidas.   

Ninguno de los informes anuales de Naciones Unidas deja 

constancia de que se releve información sobre el sistema judicial, 

como un subsistema del sistema politico. 

Finalmente, los estudios comparativos realizados por Cap 

Germini Ernst & Young para la Comisión Europea tampoco incluyen 

el Poder Judicial dentro de los servicios públicos prestados a los 

ciudadanos y a las empresas. 

Sin embargo, han aparecido algunos intentos recientes por 

medir y analizar específicamente la incorporación de las nuevas 

tecnologías en la administración de Justicia. 

Un reciente estudio de caso sobre el tema es: ―Las nuevas 

tecnologías en la gestión del Poder Judicial. Su impacto en las 

categorías del proceso jurisdiccional‖ del Dr. Gabriel 

Valentín
11

quien realiza una  investigación que tiene como objetivo el 
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 Naciones Unidas ha elaborado posteriormente tres Informes. World Public 

Sector Report 2003. E-Government at the Crossroads, Global E-Government 

Readiness Report 2004. Towards Access for Opportunity y Global E-Government 

Readiness Report 2005. From E-Government to E-Inclusion.  
11

 Otros dos autores que han incursionado en la temática son el Dr. Manuel Ortells 

de la Universidad de Valencia ―Incidencia de las nuevas tecnologías en el proceso 

jurisdiccional. Especial análisis de las cuestiones referentes a la prueba, a las 

medidas cautelares y a las comunicaciones procesales‖ en ―XVIII Jornadas 



 

relevamiento de la incorporación de las nuevas tecnologías en el 

Poder Judicial y en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

En primer término siguiendo al procesalista Dr. Manuel 

Ortells se menciona dos formas fundamentales de incidencia de las 

nuevas tecnologías en la gestión jurisdiccional a saber: 

a) las nuevas tecnologías como medio o instrumento para la 

realización de la actividad procesal, tanto del tribunal y de sus 

auxiliares, como de las partes; 

b) las nuevas tecnologías como generadoras de nuevas 

realidades sociales y consecuentemente jurídicas, lo que 

supone la existencia de nuevas materias litigiosas, sobre las 

que versará la actividad procesal. 

Esta investigación se detiene fundamentalmente en la 

incidencia en los actos procesales y posteriormente en las funciones 

procesales. 

Los tres impactos en los actos procesales que se señalan son: 

la utilización de las nuevas tecnologías para realizar actos escritos en 

las formas tradicionales, la realización de actos escritos por medios 

informáticos y telemáticos y finalmente, las audiencias por 

videoconferencia. 

La primera es de menor incidencia y estaría extendida en 

nuestro medio, mientras que las otras dos son de impacto mayor, 

pero es escasa o nula la aplicación en los procesos jurisdiccionales 

uruguayos. 

Asimismo, en relación a la incidencia en las funciones 

procesales a saber: instrucción (sobre las pruebas mediante 

videoconferencia o teleconferencia no existen previsiones normativas 

específicas ni experiencias prácticas de implementación y sobre la 

prueba documental mediante documento electrónico o digital existe 

una detallada regulación legislativa), información (sobre las 

                                                                                                                 
Iberoamericanas . XI Jornadas Uruguayas de Derecho Procesal‖, Montevideo, 

2002. F.C.U y el Dr. Nicolás Cabezudo de la Universidad de Valladolid con sus 

trabajos: ―Proyecciones del gobierno electrónico en la Administración de Justicia‖, 

2004, mimeo y más recientemente, ―La Administración de Justicia ante las 

innovaciones tecnológicas. Del entusiasmo a la desconfianza pasando por el olvido 

legal‖ en Revista Jurídica de Castilla y León, No. 7, 2005. 



 

notificaciones habría un marco legislativo genéricamente habilitante 

de las mismas vía telemática, aunque faltaría para ello una acordada 

reglamentaria de la Suprema Corte de Justicia, en relación a las 

comunicaciones a auxiliares del tribunal no existen normas expresas, 

o bien a otras autoridades estarían genéricamente habilitadas pero 

condicionada al factor de urgencia), documentación ( en los actos 

orales sólo la utilización de medios técnicos es mayor en los procesos 

de arbitraje, en relación al registro de expedientes no hay previsiones 

expresas y sobre las consultas de expedientes sólo es posible en el 

caso de los procesos que se tramitan ante el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo, el archivo de expedientes no tiene 

previsión expresa). 

Finalmente, la estructura procesal con su incidencia al punto 

de establecer un procedimiento jurisdiccional en línea sostiene el 

autor es todavía una aplicación muy ambiciosa para el caso 

uruguayo. 

Una segunda propuesta es el índice de accesibilidad de la 

información judicial en Internet elaborado por el Centro de Estudios 

Jurídicos de las Américas (CEJA) sobre los 34 países miembros de la 

OEA.
12

 

Este índice se construye sobre un conjunto de indicadores que 

relevan entre otros: página web institucional del Poder Judicial, 

publicación de sentencias en Internet, publicación en Internet de 

reglamentos internos, acuerdos y/o instructivos del Poder Judicial, 

publicación regular de causas ingresadas en Internet, publicación de 

la agenda actualizada de Tribunales, información sobre recursos del 

sistema judicial, información sobre presupuesto asignado y ejecutado 

del año en curso, información desagregada sobre ejecución de 

presupuesto del último año concluido, información sobre salarios y 

remuneraciones de funcionarios del sistema judicial, información 

sobre sanciones aplicadas a jueces o funcionarios de juzgados, 

publicación en Internet de llamados a concurso para licitaciones de 
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 Para un análisis más detallado consultar De Stefano Juan Sebastian, E- Justicia, 

Urbe et Ius, Argentina. Asimismo, interesa destacar que el CEJA es un Organismo 

Internacional creado en 1999 por las instituciones del Sistema Interamericano. 



 

bienes y/o infraestructura, régimen de acceso a estadísticas en 

Internet, régimen de acceso de setencias a través de Internet y 

centralización de la información. 

El índice permite comparar el desempeño de los Poderes 

Judiciales y de los Ministerios Públicos, siendo que los primeros 

alcanzan un 29 %, los Ministerios sólo alcanzan un 15 %. 

En América Latina en cuanto al acceso global a la 

información, el primer lugar lo ocupa Costa Rica, el segundo 

Argentina y México, el tercer lugar Venezuela, muy seguidos de 

Chile y Perú en un cuarto lugar, Brasil en un quinto lugar, luego 

Colombia, Bolivia, República Dominicana y Uruguay.  

Si tomamos exclusivamente los Tribunales de Justicia, el 

primer lugar lo continúa ocupando Costa Rica, el segundo pasa a 

ocuparlo Venezuela, el tercer lugar México, el cuarto Brasil, y el 

quinto Argentina, luego Chile, Colombia, Bolivia, Jamaica, Perú y 

Uruguay. 

Por último, el documento « E-Justicia : La Justicia en la 

Sociedad del Conocimiento : Retos para los países 

Iberoamericanos »
13

 que fuera presentado en la XIII Cumbre Judicial 

Iberoamericana que tuvo lugar en Santo Domingo (República 

Dominicana) a fines de junio de 2006.  

Este trabajo propone y calcula un índice de desarrollo de la 

justicia electrónica ( e- justicia) a partir de más de veinte indicadores 

a partir de considerar cuatro posibles dimensiones: a) tratamiento y 

diseminación de la información ( existencia de webs o boletines 

electrónicos, bases de datos de normativa y jurisprudencia o 

conocimiento de las causas) , b) gestión procesal y tratamiento de los 

expedientes judiciales ( de la oficina judicial como la gestión 

documental o los casos y vistas), c) relación entre la administración 

de justicia, operadores juridicos y ciudadanos (posibilidad de 

descargar formularios, presentar demandas, la existencia de foros y 

los pleitos electrónicos) y por último, d) toma de decisiones 
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(soluciones de inteligencia artificial
14

 como asistente a la toma de 

decisiones y a los juicios electrónicos). 

El índice de E- Justicia oscila entre 0 (desarrollo mínimo) y 1 

(desarrollo máximo). Brasil (0,63) y Venezuela (0,60)  encabezan los  

valores del índice de desarrollo de la justicia electrónica entre los 

veintidos países iberoamericanos relevados, siendo los dos únicos 

países que superan el nivel de 0,5. Les siguen países como 

Argentina, Puerto Rico, Costa Rica y El Salvador, todos ellos con 

índice por encima del 0,4. En un tercer lugar, entre el 0,3 y el 0,4, se 

sitúan Portugal, Chile, México, República Dominicana, Cuba y 

España. Los países con menor implantación de las TIC en su 

administración de justicia son Uruguay, Honduras, Panamá, 

Guatemala, Colombia y Perú. 

En resumen : 

a) Sin perjucio, de que la e-justicia puede ser considerada una 

dimensión del gobierno electrónico, no es posible conocer 

una evaluación a través de los indices de gobierno electrónico 

que se calculan en los ámbitos académicos y de los 

organismos internacionales. 

b) Mientras que el estudio de caso examinado aporta criterios 

analíticos para analizar la e-justicia, los índices elaborados 

permiten la comparabilidad de los casos en la región. 

c) Mientras el índice de e-justicia elaborado por el CEJA sólo 

fue elaborado tomando en cuenta la dimensión de acceso a la 

información, el construido por el Grupo de Trabajo de E-

Justicia cuenta con cuatro dimensiones bien definidas que le 

permitirían recoger de mejor manera la complejidad. 

d) Mientras que Argentina, Brasil y Venezuela están en las 

mejores posiciones en materia de E-Justicia, Chile, Colombia 

y Uruguay se encuentran con los desempeños más modestos.  

 

III. EL METODO COMPARATIVO BOOLEANO. 
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El análisis comparativo cualitativo es una nueva técnica 

analítica que usa el álgebra booleana para implementar principios de 

comparación. Veamos los pasos básicos a seguir para aplicar el 

método. 

Uno. Luego de establecer, mediante  la teoría o el marco 

analítico, las condiciones causales y los resultados, se los presentará 

de forma dicotómica o binaria, asignando el valor uno a la presencia 

de la causa o del resultado y cero a sus ausencias. Los criterios para 

realizar esta división son arbitrarios o están informados por la teoría. 

Dos. Con esta información  se construye una tabla de verdad, 

que posteriormente será minimizada hasta alcanzar una expresión 

sencilla, de fácil interpretación. 

Cada fila de la tabla representa una combinación de los 

valores de las variables independientes y dependientes, y cuando dos 

o más casos tienen la misma combinación se los representa en una 

sola fila, por lo que cada fila puede contener uno o más casos. 

Técnicamente, no hay razón para incluir la frecuencia de cada 

combinación como parte de la tabla de verdad, de todas maneras es 

útil conocerla a los efectos de resolver posteriores contradicciones. 

Tres. En álgebra booleana, si A+B = Z, y si o bien A es igual a 1 o B 

es igual a 1, entonces Z es igual a 1. El signo  ―+‖ en esta lógica 

significa que alcanza que ocurra una de estas cosas, por eso 

traducimos el signo de más como la letra ―o‖. Este principio debe ser 

pensado en términos lógicos y no aritméticamente.  

Cuatro. La multiplicación booleana difiere sustancialmente de 

la multiplicación aritmética. Un producto es una combinación 

específica de condiciones causales. El signo de multiplicación es la 

letra ―y‖.  

Cinco. El análisis booleano es combinatorio. La ausencia de 

una causa tiene el mismo estatus lógico que la presencia de otra. Las 

ausencias y presencias son condiciones combinadas que se 

intersectan, por lo que los casos deberían ser vistos holísticamente. 

Seis y Siete. La minimización o simplificación de la 

complejidad y el cálculo del primer implicante sigue tres pasos: 

a) Los ceros (ausencias) y unos (presencias) son sustituidos por las 

letras minúsculas y mayúsculas correspondientes.  



 

b) La regla de minimización fundamental indica que cuando dos 

combinaciones o filas de la tabla de verdad sólo difieren en una 

condición, se resumen en una sola combinación que incluye todas las 

condiciones que son iguales en ambas combinaciones. El 

procedimiento se repite todas las veces que sea posible. 

A las expresiones resultantes de esas minimizaciones se las 

denomina ―primeros implicantes‖. 

Un primer implicante estará formado por una, dos o más 

letras (mayúsculas o minúsculas) en una notación del tipo: aBC, cuya 

lectura es: ausencia de la condición A ―y‖ presencia de B ―y‖ 

presencia de C. Cuanto menor es el número de letras contenido en un 

primer implicante, mayor es el número de combinaciones causales 

que representa. O sea, cada primer implicante representa al menos 

dos combinaciones causales. Ejemplo: 

 

 

Condiciones Causales originales 

ABC  AbC  ABc  aBc 

       Primeros                                     AC       x        x 

Implicantes                                 AB       x       x 

Bc                          x       x 

El primer implicante AC incluye a las condiciones causales 

originales ABC y AbC; AB incluye a ABC y Abc; Bc contiene  a 

Abc y aBc. 

c) Luego, para la minimización de la extensión final, comparamos las 

combinaciones representadas por cada primer implicante. Se trata de 

seleccionar el menor número posible de primeros implicantes de 

modo que entre ellos estén contenidas todas las combinaciones 

causales que llevan al resultado esperado. Siguiendo con el ejemplo 

anterior, los primeros implicantes AC y Bc incluyen a las cuatro 

combinaciones originales y por lo tanto no es necesario continuar 

con AB. Los primeros implicantes seleccionados al final de este 

proceso constituyen las condiciones causales del resultado o  

―outcome‖ que se pretende explicar. La presencia de cualquiera de 

esas combinaciones producirá el mismo resultado: 

 



 

R= AC  + Bc 

 

El resultado R aparece con dos primeros implicantes (o 

combinaciones causales minimizadas), presencia de A y C ―o‖ 

presencia de B y ausencia de c .Ocho. Si S = AC+ Bc, ninguna causa 

es necesaria o suficiente. Pero si S = AC+BC,  C es necesario porque 

aparece en ambas combinaciones pero no suficiente, en tanto si S = 

AC, A y C son necesarias pero no suficientes; si S=A +Bc, A es 

suficiente porque aparece sola pero no es necesaria; y por último, si 

S=B, B es condición necesaria y suficiente. 

Nueve. Por último, así como es posible encontrar diferentes 

combinaciones causales que lleven al mismo resultado, es probable 

hallar combinaciones iguales con resultados diferentes. Estas últimas 

son las llamadas contradicciones. El número de combinaciones 

contradictorias es un buen indicador del grado de eficacia explicativa 

de la teoría, así como también lo es la mayor o menor semejanza de 

las combinaciones no contradictorias con la combinación propuesta 

por la teoría original. Asimismo, más importante que un número bajo 

de casos contradictorios es un número bajo de combinaciones lógicas 

en contradicción. No interesa si el total de casos presentes en una 

contradicción es bajo o alto. Alcanza con que exista uno para que 

exista la necesidad de resolver la contradicción creada. 

Después de haber encontrado las contradicciones, éstas 

pueden ser resueltas. Dando el valor 0 (ausencia) optamos por 

trabajar sólo con las combinaciones bien definidas, o bien el valor 1 

(presencia) o asignar el valor correspondiente a la mayoría de los 

casos representados en la combinación. 

De todas maneras la forma más recomendable es estudiar la 

selección de variables independientes y/o dependientes realizada, de 

forma de llegar a resultados no contradictorios.  
 

IV. BUSCANDO EXPLICAR LOS  RESULTADOS DEL E-

JUSTICIA. 

El objetivo de este cuarto apartado es examinar a través del 

análisis comparativo booleano dos hipótesis tomadas de la literatura 

teórica en ciencia política buscando un posible argumento para 



 

explicar el mejor y el peor desempeño en materia de incorporación 

de las TICs al Poder Judicial, teniendo en cuenta la situación 

examinada en los distintos paises de América Latina en materia de 

gobierno electrónico (primera parte) y los desempeños en E-Judicial 

(segunda parte).  

Por otra parte, nos interesa comenzar comparando el grado de 

desarrollo del gobierno electrónico y  el desarrollo del e- justicia
15

 en 

por lo menos cuatro países de América Latina : Argentina, Chile, 

Uruguay y Venezuela.  

Mientras que Chile y Argentina, tiene los mejores 

desempeños en gobierno electrónico, Uruguay y Venezuela ocupan 

lugares secundarios. Por otra parte, mientras Venezuela y Argentina 

tienen los mejores desempeños en e-justicia, Chile y Uruguay ocupan 

lugares secundarios. Por lo tanto, el buen desempeño en materia de e-

justicia no parece estar asociado al buen desempeño del gobierno 

electrónico.  

Ahora veamos brevemente dos posibles hipótesis tomadas de 

la teoría. Uno. Cuanto mejor peor.  

La idea en la literatura
16

 es que los legisladores buscan ser re-

electos o en otras palabras que los políticos son maximizadores de 

votos. Sus políticas tienen que ver con las preferencias de su 

electorado más a menudo que no.  

Esto ha llevado ha hipotetizar primero y demostrar después 

que cuanto mayor es la satisfacción con la democracia menor es el 

uso del gobierno electrónico.
17

 

Esto explicaría porque Uruguay tiene uno de los más modestos 

desempeños en gobierno electrónico, justamente porque tiene según 
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el Latinobarómetro  la mayor satisfacción con el régimen y la mayor 

confianza interpersonal. 

Llevada esta idea a nuestro objeto, las TICs en el Poder 

Judicial, podriamos señalar como hipótesis que cuanto mejor es el 

funcionamiento del Poder Judicial menor el incentivo de concretar 

una estrategia de incorporación de las nuevas tecnologías en el Poder 

Judicial.  

Si tomamos la evaluación que realiza el Latinobarómetro para 

el 2004 podemos concluir que mientras que Uruguay tiene un buen 

nivel de confianza, Argentina, Chile y Venezuela tienen un nivel de 

confianza menor. ( Cuadro No.10 ). Identificamos el valor 1 como 

alta confianza en el Poder Judicial, y 0 como baja confianza en el 

Poder Judicial. 
18

 

Cuadro No 10 

País Confianza en el Poder Judicial 

Argentina 26 

Chile 35 

Uruguay 43 

Venezuela 34 
Fuente: Elaboración propia con datos del Latinobarómetro 

 

Pasemos ahora a presentar la segunda hipótesis tomada de la 

literatura, para finalmente examinar ambas en nuestros cuatro casos. 

Dos. Cuanto mayor dispersión de poder más E-Justicia. 

Uno de las variantes dentro del neo-institucionalismo es el 

llamado enfoque de veto players
19

. El concepto de veto-player es 

extraido de la idea de pesos y contrapesos en la Constitución. El 

argumento sostiene que la estabilidad política se incrementa con el 

número de veto-players, la falta de congruencia entre ellos y la 

cohesión de cada uno. 

De otra manera las instituciones políticas son decisivas en la 

formación de la habilidad de los diferentes grupos para activar los 
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recursos de poder e influir sobre la confección de las políticas 

públicas. 

Este enfoque toma al poder de los jueces como variable de 

análisis de los diversos sistemas políticos. La conclusión del mismo 

es que cuanto mayor el número de veto players y mayor la distancia 

entre ellos, mayores son las posibilidades de la existencia de un 

Poder Judicial más independiente y activo. De otra manera, cuanto 

mayor es la distribución del poder político existente en el sistema 

político, mayores son las posibilidades de la existencia de un Poder 

Judicial independiente y activo. 

Asimismo, con una argumentación semejante Arend 

Lijphart
20

 sostiene que los jueces serán más independientes y activos 

cuanto más dividido entre un mayor número de actores fuera el poder 

en el sistema político.  

Teniendo en cuenta esta literatura la hipótesis podría ser que 

cuanto mayor la dispersión de poder medida por el grado de 

independencia del poder judicial menor es la incorporación de las 

TICs en el Poder Judicial. 

La independencia judicial puede ser medida tomando en 

cuenta las respuestas sobre la percepción  que se clasifica en una 

escala de 1 a 7, siendo que uno es no existe una fuerte independencia 

y siete es totalmente independiente.  

Tomando como indicador la medición del Foro Económico 

Mundial, Chile y Uruguay tienen alta independencia y Argentina y 

Venezuela tienen baja independencia.  

Identificamos 1 como alta independencia del Poder Judicial y 

0 como baja independencia del mismo.  

 

Cuadro No 11. 

Independencia del Poder Judicial y concentración-dispersión del 

Poder 

País Independencia judicial 

Argentina 1,8 
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Chile 4,6 

Uruguay 4,8 

Venezuela 1,2 
Fuente: Elaboración José Miguel Busquets tomando los datos del Foro Económico 

Mundial (2004). 

 

Tres. Análisis comparado booleano de cuatro Poderes 

Judiciales.  

Las dos variables explicativas seleccionadas inicialmente 

son : Confianza en el Poder Judicial (C) y Dispersión institucional 

(DI). Las dos variables como mostramos son tomadas de dos 

enfoques de la teoria política. 

Presentamos ahora nuestra tabla de verdad construida para 

nuestros cuatro casos con esas dos variables. 

Casos C  DI R 

Argentina 0 0 1 

Chile 0 1 0 

Uruguay 1 1 0 

Venezuela 0 0 1 

C = Confianza  

DI = Dispersión institucional 

R= Resultado = 1 (Alta introducción de las TICs en el Poder 

Judicial) 

R= Resultado = 0 (Baja introducción de las TICs en el Poder 

Judicial) 

Teniendo en cuenta que no tenemos ninguna contradicción, es 

decir combinaciones iguales que tengan resultados diferentes, 

seleccionamos las combinaciones con R=0 para aplicar el 

procedimiento de simplificación de la matriz booleana : 

Casos C DI Resultado 

Chile 0 1 0 

Uruguay 1 1 0 

 

Los casos de Chile y Uruguay son los que tienen resultado = 

0 o baja incorporación de las nuevas tecnologías al Poder Judicial.  



 

Ambas combinaciones de las filas 1 y 2 coinciden en todas las 

condiciones causales menos en la de C=Confianza. Es decir que la 

presencia o ausencia de C no afecta el resultado R=0=Baja 

incorpación de TICs en el Poder Judicial. Estamos en condiciones de 

sustituir ambas combinaciones por una única expresión que las 

contenga a ambas. 

Esta expresión es un primer implicante  

1 = DI 

R= Baja incorporación de TICs al Poder Judicial = DI 

 

La baja incorporación de las nuevas tecnologías al Poder 

Judicial se debe a la importante dispersión institucional, lo que 

estaría asociado a la mayor independencia del mismo. 

Para el caso que el Resultado sea R=1, alta incorporación de 

las nuevs tecnologías al Poder Judicial, como los dos casos Argentina 

y Venezuela presentan la misma combinación de condiciones y 

resultado pueden pasar a ser representado por una sola fila. 

 

Casos C DI R 

Argentina 0 0 1 

Venezuela 0 0 1 

 

Podemos presentar nuestra argumento de la siguiente 

manera : 

R= cxdi 

 

La alta incorporación de las nuevas tecnologías se dio cuando 

la confianza en el Poder Judicial es baja y la dispersión institucional 

es también baja. O de otra manera, la alta incorporación de las 

nuevas tecnologías se dió cuando la confianza en el Poder Judicial y 

la indenpendencia del Poder Judicial eran bajas.  

 

Conclusiones. 

Este artículo es un avance en una búsqueda de argumentos 

que nos permitan explicar porque se incorporan las TICs a los 



 

Poderes Judiciales de Iberoamérica. A partir del estudio de cuatro 

casos, Argentina, Chile,  Uruguay y Venezuela, podemos afirmar: 

i. El buen desempeño en materia de e-justicia (segunda parte)  no 

está asociado al buen desempeño del gobierno electrónico (primera 

parte). 

ii. Mientras que Argentina, Brasil  y Venezuela están en las mejores 

posiciones en materia de E-Justicia, Chile y Uruguay se encuentran 

con los desempeños más modestos.  

iii. La baja incorporación de las nuevas tecnologías al Poder Judicial 

en los casos de Chile y Uruguay podrian explicarse por la importante 

dispersión institucional, lo que estaría asociado a la mayor 

independencia de sus Poderes Judiciales. 

iv. La alta incorporación de las nuevas tecnologías en los casos de 

Argentina y Venezuela se podrían explicar por la baja confianza en el 

Poder Judicial y la dispersión institucional que es también baja. O de 

otra manera, la alta incorporación de las nuevas tecnologías en estos 

dos países se dió cuando la confianza en el Poder Judicial y la 

indenpendencia del Poder Judicial eran bajas.  

Las conclusiones alcanzadas deben ser limitadas por el 

pequeño número de casos y de variables explicativas examinadas, sin 

embargo este análisis sobre la incorporación de las nuevas 

tecnologías en el Poder Judicial como política pública contiene un 

aporte para la reflexión de la temática y la búsqueda de una justicia 

de calidad, abierta, transparente y próxima al ciudadano 
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